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RESUMEN EJECUTIVO 
 
Naturaleza jurídica del recargo del 20% que se establece en el artículo 90 del Código 
Tributario 
 
El recargo tributario se incorporó en la legislación ecuatoriana como una nueva institución 
jurídica,  adicional al tributo y distinta de los intereses y la multa, establecida en la Ley 
Reformatoria para la Equidad Tributaria incorporándola en las reformas al Código Tributario:  
“Art. 90.- Determinación por el sujeto activo.- El sujeto activo establecerá la obligación 
tributaria, en todos los casos en que ejerza su potestad determinadora, conforme al artículo 68 
de este Código, directa o presuntivamente. La obligación tributaria así determinada causará 
un recargo del 20% sobre el principal.” El recargo contenido en el Art. 90 del Código 
Tributario es muy limitado y no explica su naturaleza, lo que conlleva a una serie de 
interpretaciones, siendo para los contribuyentes sancionatorio y para la Administración 
Tributaria resarcitorio. 
Con este estudio quiero definir claramente la naturaleza jurídica de esta figura, así como 
también cual es la función que cumple en nuestro ordenamiento jurídico. Si este recargo viola o 
no principios constitucionales. 
  
Palabras Claves: RECARGO, DETERMINACIÓN, SUJETO ACTIVO, SUJETO 
PASIVO, OBLIGACIÓN TRIBUTARIA. 
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ABSTRACT 
 
 
Legal nature of the surcharge of 20% laid down in Article 90 of the Tax Code. 
 
Tax surcharge was incorporated in Ecuadorian legislation as a new juridical institution 
additional to taxing, and different from interests and fines, established in The Reformation Law 
for Tax equality, incorporating it in the reforms to the Tax Code: “Art. 90. - Determination by 
the active subject.- The active subject will establish tax obligation in every case where its 
determining powers are effective, in accordance with Art. 68 of this code, directly or 
presumptively. Tax obligation will cause a surcharge of 20% to the main value” Surcharge 
contained in article 90 of the Tax Code is very limited and does not explain its nature; this leads 
to a series of misinterpretations, making it a sanctions process for contributors and a 
compensation process for Tax Administration. This study seeks to clearly define the juridical 
nature of this figure and role it plays in our legal system, and to determine if this surcharge 
violates or not our constitutional principles. 
 
 
Keywords: SURCHARGE, DETERMINATION, ACTIVE SUBJECT, PASSIVE SUBJECT, 
TAX OBLIGATION 
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INTRODUCCIÓN 
 
 
En nuestro país se han realizado una serie de reformas a la normativa tributaria, entre estos se 
incorporó la figura conocida como recargo, establecido en el Art. 2 de la Ley Reformatoria para 
la Equidad Tributaria, que modifica el Art. 90 del Código Orgánico Tributario con el cual 
surgieron varias interpretaciones, es por ello que con este estudio se intentara definir claramente 
la naturaleza de esta figura jurídica partiendo de los  distintos enfoques, viéndolo como sanción 
y, por otro, como indemnización. 
 
El recargo incorporado al ahora Código Orgánico Tributario, señala que una vez que se 
produzca una determinación de parte del sujeto activo, es decir de la Administración Tributaria, 
la misma causará un recargo del 20% sobre la obligación así determinada. 
 
El problema con el recargo radica en el hecho de la confusión  que existe en relación a esta 
figura y a los intereses,  desde el punto de vista de la Administración Tributaria cuyo  objetivo 
es aumentar las recaudaciones y que los contribuyentes paguen en su totalidad los impuestos, el 
recargo es resarcitorio; mientras que para los contribuyentes existe una doble sanción, ya que 
este proviene de la falta de declaración a lo cual se le suma una multa y los intereses de la 
obligación principal.  
 
El recargo es aplicado de una manera injusta ya que al establecer el 20% no se define la forma 
como llegar a incorporar este porcentaje ya que no se consideran errores en la declaración de la 
obligación tributaria lo cual viola el principio de proporcionalidad.  
 
Se realizará un estudio  de la Constitución y la normativa legal vigente en materia tributaria así 
como los postulados doctrinarios, la jurisprudencia existente en torno al tema  para así  formular 
las posibles soluciones que serán propuestas. 
 
La presente investigación se ha trabajado en base a cinco capítulos: 
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 Capítulo I,  inicia con un estudio de definiciones generales básicas del Derecho Tributario, 
se revisa la facultad determinadora  de la Administración Tributaria, por la cual se aplica el 
recargo en el Ecuador. 
 
 Capítulo II, se  analiza el recargo su concepto, clases; se realiza un estudio de los principios 
tributarios,  a nivel doctrinario, constitucional y legal, para conocer si con el mencionado 
recargo se violan estos principios. 
 
 Capítulo III,  se analiza  el recargo como institución jurídica, las posturas en torno a este, se 
hace un estudio sobre la multa y los intereses por demora, también se analizan cuerpos 
legales de otras legislaciones como la de México y España.  
 
 Capítulo IV, se encuentra la investigación de campo realizada, la cual consistió en la 
aplicación de una encuesta de diez preguntas sobre el tema de investigación a un grupo de 
60 personas,  encuestas realizadas en el Distrito Metropolitano de Quito; y además  contiene 
el desarrollo de la propuesta del trabajo investigativo.  
 
 Capítulo V,  contiene las conclusiones y recomendaciones que se lograron formular después 
de la exhaustiva investigación y  análisis sobre este tema. 
  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
16 
CAPÍTULO I 
 
1. ASPECTOS GENERALES 
 
1.1 . LOS TRIBUTOS.- 
 
Giuliani Fonrouge define a los tributos como toda prestación obligatoria comúnmente en dinero 
exigida por el Estado en virtud de su poder de imperio y  que da lugar a relaciones jurídicas de 
derecho público. 
 
La prestación en dinero,  consiste en la entrega de una determinada cantidad de dinero por parte 
del sujeto pasivo  a la Administración Tributaria. 
  
Para el  tratadista Merckl Benavides.  
 
“Son ingresos de derecho público que nacen del patrimonio ajeno y que son establecidos 
mediante ley. Estos tributos sirven para financiar una parte del Presupuesto General del 
Estado y permitir satisfacer las necesidades más apremiantes de la colectividad”. 
(Benavides). 
 
Los tributos son obligaciones, establecidas mediante  una ley, que se satisfacen generalmente en 
dinero, y que el Estado exige, sobre la base de la capacidad contributiva de sus agentes 
económicos, para poder cumplir sus finalidades específicas de política económica. 
 
Son prestaciones pecuniarias que el Estado exige a los contribuyentes en virtud de su potestad 
para financiar los servicios públicos. 
 
El tributo está establecido con arreglo a la Constitución y la Ley, en base  a la  capacidad 
económica del contribuyente y que se concreta en una prestación patrimonial a cargo de todos 
los obligados a contribuir al gasto público 
17 
1.1.1 Concepto.- 
 
Los tributos son prestaciones obligatorias, establecidos en virtud de una ley que se satisface 
generalmente en dinero, y excepcionalmente podrían satisfacerse en especies y en servicios 
apreciables en dinero, y que el Estado u otros sujetos activos exigen, sobre la base de la 
capacidad contributiva de los sujetos pasivos, para poder  cumplir con las finalidades especificas 
u otros propósitos de la política económica. 
 
Elementos constitutivos del concepto de Tributo.- 
 
 Prestación de dinero.- En la actualidad por regla general, el pago de los tributos se los 
hace mediante la entrega de una determinada cantidad de dinero por parte del sujeto 
pasivo a la Administración tributaria, y solo por excepción, en los casos expresamente 
señalados por la ley, se acepta el pago de especies, como por ejemplo papeles 
fiduciarios. 
 
 Capacidad contributiva de los sujetos pasivos.- es un elemento fundamental en 
materia tributaria, por el principio de quienes tienen una mayor capacidad económica 
deben soportar una mayor carga tributaria; mientras la carga debe disminuir, e inclusive 
puede ser eliminada en casos de menor capacidad económica. 
 
 Principio de Legalidad.- la creación de tributos y de sus exoneraciones solo pueden 
hacerse mediante ley, es decir, a través de un actor legislativo en la forma prevista en la 
Constitución; pues en materia tributaria es indispensable observar siempre este 
principio, según el cual, la facultad de establecer, modificar o extinguir tributos, es 
exclusiva del Estado, mediante ley, en consecuencia no hay tributo sin ley. 
 
 Finalidades.- los ingresos que percibe el Estado tienen como principal finalidad el 
satisfacer las necesidades públicas. Sin embargo la política tributaria tienen también 
fines extra fiscales, así por ejemplo: incrementar o desalentar ciertas actividades, 
proteger la producción nacional a través de aranceles;  es decir que a través de los 
impuestos se puede mejorar la economía del país. 
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1.1.2 Clasificación de los tributos. 
 
En la normativa ecuatoriana en el  Artículo 1 del Código Orgánico Tributario en su segundo 
inciso se reconocen tres tipos de tributos: Impuestos, Tasas y Contribuciones Especiales o de 
Mejora. 
1.1.2.1 Impuestos.- 
 
Son tributos que consisten en la prestación en dinero o especie que el Estado en base al  poder 
de imperio de la Ley exige al contribuyente o responsable, el pago por una obligación tributaria 
cuyo hecho imponible no está constituido por la  prestación de un servicio, actividad u obra de 
la Administración tributaria, sino por  negocios, actos o hechos de naturaleza jurídica o 
económica realizados por el contribuyente.  
 
Por lo tanto son los tributos que se pagan en forma obligatoria independientemente de la 
actividad que realice el Estado, por lo que no existe una contraprestación individual. 
 
 A su vez los impuestos se clasifican en: 
 
 Impuestos directos.- Son los que el contribuyente paga por concepto de la generación 
de riqueza o por su patrimonio, es decir, el establecido por la ley que grava a las 
actividades económicas de los contribuyentes siendo imposible trasladarlos a una 
tercera persona.  
 
El sujeto responsable de la  obligación es el mismo que soporta el tributo. 
 
Por ejemplo: el Impuesto a la Renta. 
 
 Impuestos indirectos.- es aquel cuando  el contribuyente establecido en la ley puede 
trasladar el pago del impuesto a una tercera persona.  
Aquí todos tienen el mismo tratamiento cualquiera que  sea su situación económica 
particular. 
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Por ejemplo: el 12% que es un porcentaje fijo del Impuesto al Valor Agregado (I.V.A.) 
 
 Impuestos reales.- Son aquellos que  gravan un objeto o hecho, prescindiendo de la 
condición de su titular. 
 
Por ejemplo: El ICE 
 
 Impuestos personales.- Son los que gravan a las personas en base a su capacidad 
contributiva. 
 
Por ejemplo, Impuesto a la Renta. 
 
 Impuestos internos.- Son aquellos que gravan dentro de una circunscripción territorial 
y lo cual sirve  para medir y controlar el comercio de un país y  su actividad económica.  
 
Por ejemplo: el Impuesto al Valor Agregado (I.V.A.), Impuesto a los Consumos 
Especiales (I.C.E.). 
 
 Impuestos externos.- Son aquellos que se establecen a nivel de frontera de un país, 
donde se verifican  operaciones de comercio exterior y sirven para controlar el comercio 
internacional.  
 
Por ejemplo: los impuestos a las importaciones y a las exportaciones. 
 
 Impuestos ordinarios.- Son aquellos que siempre y en forma normal constan en el 
Presupuesto General del Estado que periódicamente se los recauda año tras año.  
 
Por ejemplo: el Impuesto a la Renta, Impuesto al Valor Agregado, Impuesto a 
Consumos Especiales. 
 
20 
 Impuestos extraordinarios.- Son aquellos que se establecen por excepción debido a 
motivos de orden público y en casos de emergencia nacional, concluidas  las 
circunstancias especiales que los motivaron estos dejan de regir. 
 
 Impuestos proporcionales.- Son aquellos en los que se establece una tasa fija de 
impuesto sea que el contribuyente aumente o disminuya sus ingresos personales. 
Por ejemplo: el 12% del Impuesto al Valor Agregado. 
 
 Impuestos progresivos.- Son aquellos en los que la tasa del tributo (Porcentaje) varía 
según aumente o disminuya la base imponible del impuesto. 
 
 Por ejemplo el Impuesto a la Renta. 
 
1.1.2.2  Tasas.- 
 
Son tributos vinculados, es decir, que el hecho generador está constituido por un servicio 
público, el mismo que es divisible y cuantificable respecto al contribuyente. En las tasas existe 
una relación entre la prestación del servicio público y el pago de una tarifa, cantidad de dinero 
que se entrega como contraprestación por un servicio recibido. 
 
Son tributos medibles, establecidos mediante Ley, que el sujeto pasivo paga por la utilización de 
un determinado servicio proporcionado por la Administración. La peculiaridad de este tributo es 
que se puede dar rebajas en el costo del servicio denominados estos “subsidios”. 
 
Es una prestación en dinero que debe pagar el contribuyente cuando recibe un servicio prestado 
por el ente recaudador, ya sea en persona o en sus bienes, si el servicio no es utilizado, no existe 
la obligación de pagar. 
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Características de la tasa.- 
 
 Por ser un ingreso tributario puede ser exigido por el Estado de manera coactiva. 
 
 Es indispensable que exista una prestación por parte del ente público, ya que la tasa es 
la contraprestación por el servicio recibido. 
 
 El servicio público que se presta al contribuyente tiene que estar individualizado, es 
decir tiene que ser divisible, posible de ser medido en unidades mesurables por ejemplo: 
agua potable, luz eléctrica, etc. 
 
 La cantidad de dinero que en calidad de tasa se paga no puede ser mayor a la que 
estrictamente corresponde como valor  de servicio recibido por lo tanto, el valor  
recaudado no puede tener un destino diferente 
 
1.1.2.3   Contribuciones Especiales o de Mejora.- 
 
Son tributos creados mediante Ley, que deben ser satisfechos por ciertos contribuyentes, al 
recibir un beneficio económico por una obra pública realizada por la Administración, de la cual 
obtienen usufructo o plusvalía en sus bienes inmuebles. 
 
Son sumas de dinero que el Estado  a través de sus entes recaudadores exige en razón de la 
realización o construcción de una obra pública. 
 
Por ejemplo, las obras de alcantarillado. 
 
1.2   OBLIGACIÓN TRIBUTARIA.- 
 
1.2.1 La obligación tributaria desde la doctrina. 
 
La obligación tributaria es de gran importancia para comprender las instituciones jurídicas que 
rigen al Derecho Tributario. 
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El (Código Orgánico Tributario, 2012), define a la Obligación Tributaria en su Artículo 15 
como:  
 
Art. 15.- Obligación Tributaria.- Es el vínculo jurídico personal, existente entre el Estado o 
las entidades acreedoras de tributos y los contribuyentes o responsables de aquellos, en 
virtud del cual deben satisfacerse una prestación en dinero, especies o servicios 
apreciables en dinero, al verificarse el hecho generador previsto por la ley.  
 
Autores como (Marín Elizalde, La estructura jurídica del tributo: el hecho generador, en Curso 
de Derecho Fiscal, pág. 412), define a la obligación tributaria como: 
 
“Un vínculo o una atadura impuesta y regulada por la ley con sustento en el deber de 
contribuir, establecido a favor del Estado, acreedor, y a cargo de un sujeto tributario, 
deudor y cuyo objeto es el cumplimiento de una prestación.”  
 
 “La obligación tributaria es el vínculo legal que constriñe la voluntad particular 
mandando entregar al Estado una suma de dinero. Esa obligación se hace exigible al 
contribuyente o al responsable, a partir del momento que se produce el acto o el hecho 
previsto en ella y que le sea imputable. Con su producido el Estado costea los gastos de las 
funciones y servicios públicos.” (Luqui, 1989, pág. 23) 
 
La obligación tributaria es  
 
“…un vínculo de carácter personal, que relaciona a un acreedor y a un deudor sometidos 
ambos a la ley y a la jurisdicción, que nace con la verificación fáctica del presupuesto de 
hecho previsto en la ley y que se extingue por alguno de los modos previstos en la ley, que 
ostenta determinadas peculiaridades que el derecho positivo se limita a reconocer, 
constituyendo la institución o eje central del derecho tributario material…” (Pérez Novaro, 
2005, pág. 21). 
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Jorge Bravo Cucci, realiza un aporte importante al tema:  
 
“La obligación tributaria como hecho jurídico, es una relación jurídica que importa un 
deber jurídico de prestación de dar una suma de dinero con carácter definitivo de un sujeto 
deudor a favor de otro acreedor (quien en contraposición detenta un derecho subjetivo o 
crédito tributario), cuya causa fuente es la incidencia de una norma jurídica en sentido 
estricto ante la ocurrencia, en el plano fáctico, de un supuesto de hecho previsto en la 
hipótesis de incidencia de dicha norma. La obligación tributaria es un deber jurídico de 
prestación que no deviene de la voluntad del deudor tributario (ex voluntate), sino de un 
fundamento externo a la misma: una norma jurídica y un hecho imponible (ex lege.” 
(Insignares Gómez & Sánchez Peña, 2010, pág. 377). 
 
 
Para mí  la obligación tributaria es un nexo correlativo de derechos y obligaciones que se 
establece entre el Estado y el sujeto pasivo, en virtud del cual el contribuyente se obliga a 
entregar al Estado una parte de su riqueza para el sostenimiento del Estado y el cumplimiento de 
sus fines, y que será exigible una vez ocurrido el hecho generador previsto en la norma; nexo 
que se establece por el poder tributario que ostenta el Estado y que se extingue por los modos 
previstos en la legislación de cada país para el efecto. 
 
De las anteriores definiciones de obligación tributaria, podemos inferir que, es pública, personal, 
legal, y de carácter tributario por el destino que se le da a los recursos obtenidos a través de su 
cobro. 
 
 De los conceptos señalados se observa que está elaborado por los siguientes elementos: 
 Vínculo.- que es la unión o relación existente entre dos o más sujetos, por lo que, 
necesariamente supone la existencia de dos o más partes. 
 
 Jurídico.- dicho vínculo tiene que estar determinado y regulado por  la norma jurídica. 
 
 Personal.-  es decir,  que la relación se produce entre entes que tienen la calidad de 
personas, sean naturales o jurídicas. Sin embargo, en este punto nuestro Código 
Tributario amplia un poco más el concepto, extendiéndose la calidad a sujetos pasivos. 
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 Entidades acreedoras de tributos.- sujeto activo, entidad acreedora de la obligación 
tributaria,  es principalmente el Estado; pero también puede serlo cualquier otra entidad 
pública. El sujeto activo, como entidad acreedora, recauda los tributos en la forma y con 
los requisitos exigidos en la ley.  
 
 Contribuyentes y responsables.- son los sujetos pasivos de la obligación tributaria, es 
decir, las personas que están obligadas a pagar los tributos en la forma y con los 
requisitos exigidos por la ley. 
 
 La prestación.-  las obligaciones en general pueden ser de 3 clases, las de dar, de hacer 
y no hacer. 
 
La obligación tributaria siempre consiste en una obligación de dar, es decir que el sujeto 
pasivo tiene que entregar al sujeto activo, una determinada cantidad de dinero, o en 
casos expresamente señalados en la ley ciertos bienes. 
 
 Tributos.- son prestaciones que generalmente se satisfacen en dinero y que el Estado 
exige por su poder de imperio y en virtud de una ley como ya se mencionó en páginas 
anteriores. 
 
 Hecho generador.- es un acto, es un hecho, contrato o situación, prevista de antemano 
en la ley, que origina la obligación tributaria una vez que el sujeto pasivo se ha 
encasillado  en el presupuesto señalado en la norma jurídica.  
 
 
1.2.2 El nacimiento de la obligación  tributaria. 
 
Para el Derecho Tributario es importante establecer en que momento nace la obligación 
tributaria, lo que nos lleva a comprender si puede ser exigible o no. 
 
Existen dos tendencias que explican el nacimiento de la obligación tributaria,  una que dice que 
mientras no se realiza la determinación tributaria y más concretamente la respectiva liquidación 
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del impuesto, ni la Administración tributaria ni el contribuyente o responsable tienen ningún 
derecho u obligación.; y, otra que dice que la obligación tributaria nace  solo cuando se produce 
el hecho generador  previsto en la ley, porque ese es el momento en que se conoce al sujeto 
obligado a su pago. 
 
La obligación “exige como requisito fundamental para su nacimiento que se verifique en la realidad 
fáctica el hecho o los hechos definidos abstractamente por la ley como supuestos de la obligación.” 
(Jaracha, pág. 376). 
 
La creación de una obligación tributaria se produce cuando la ley es debidamente promulgada, 
conforme las exigencias de cada legislación; nace cuando se produce fácticamente el supuesto 
de hecho previsto en la norma, de donde se derivan sus efectos que son la exigibilidad y el 
cumplimiento, pues como es sabido, muchas obligaciones pese a haber nacido no son 
inmediatamente exigibles, tal es el caso del Impuesto a la Renta, que pese a nacer la obligación 
en el momento mismo en que se obtiene una renta, suele ser exigible al culminar el año fiscal. 
Finalmente la extinción de la obligación tributaria se produce, una vez que ésta ha sido 
debidamente creada, que ha nacido y se han producido sus efectos; haciéndolo de acuerdo con 
los modos previstos en la legislación interna de cada Estado. 
 
1.2.3 Elementos de la obligación tributaria. 
 
a) El hecho generador. 
b) El sujeto activo de la obligación tributaria. 
c) El sujeto pasivo de la obligación tributaria  
 
1.3 HECHO GENERADOR 
 
El Artículo 16 del Código Orgánico Tributario define como Hecho Generador: “…al 
presupuesto establecido por la ley para configurar cada tributo”.  Es  por tanto, el presupuesto 
legal hipotético y condicionante cuya configuración practica en cierto tiempo y lugar y con 
respecto a determinadas personas produce el efecto de que el sujeto activo tenga derecho de 
exigir al sujeto pasivo el pago  de un tributo. 
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“El presupuesto de hecho de la obligación tributaria ha recibido diferentes 
denominaciones no solamente por razones derivadas de los diferentes idiomas en que se 
expresa la doctrina o las leyes de diferentes países, sino también por diferentes tradiciones 
o enfoques. La literatura jurídica alemana y suiza ha denominado dicho presupuesto de 
hecho con el término de Steuer – Tatbestand; la doctrina italiana lo ha denominado 
fattispecie tributaria; la doctrina francesa y la brasileña han preferido el término “hecho 
generador de la obligación tributaria”. Otros autores en diferentes países prefieren hablar 
de “situación base” o “situación jurídica tributaria” (Allorio en Italia y Andreozzi en la 
Argentina).” (Jaracha, pág. 379). 
 
“El hecho generador es el conjunto de circunstancias o hechos, presupuestos fácticos, a 
cuyo apreciamiento, la ley vincula el nacimiento de la obligación tributaria: un hecho 
material, un acto jurídico, el ejercicio de una actividad económica, la práctica de una 
actividad lucrativa. El hecho imponible es de “reserva de ley”, lo que quiere decir que 
debe ser establecido por la ley.” (Andrade, Práctica tributaria, pág. 49). 
 
El hecho generador requiere, por lo tanto, de la existencia de una ley que contenga el 
presupuesto hipotético en el cual se hace una descripción del mismo, detallando en que consiste, 
a que  a quien se obliga, monto, entre  otros elementos. Cuando el sujeto pasivo se encasilla en 
el presupuesto determinado en la ley, en ese momento se configura el hecho generador, y en 
consecuencia, adquiere la obligación de satisfacer el tributo que la ley establece. 
 
El hecho generador debe estar previsto en  la ley, para ello son indispensables cuatro elementos 
que son: 
 
 Elemento material u objetivo.- Descripción material del hecho. 
 
 Elemento personal.- Individualización del sujeto pasivo obligado a cumplir el tributo. 
 
 Elemento espacial y temporal.-  lugar y tiempo en que nace la obligación tributaria. 
 
 Monto del tributo.- Importe que el sujeto pasivo está obligado a pagar, que resulta de 
la aplicación de la tarifa o porcentaje establecido en la ley a la base imponible. 
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1.4   El sujeto activo de la obligación tributaria. 
 
El Código Orgánico Tributario define de manera escueta al sujeto activo como el ente público 
acreedor de los tributos, este concepto comprende al Estado o Fisco (Administración Tributaria 
Central). 
 
Pero también son parte: los Consejos Provinciales y Municipalidades (Administración 
Tributaria Seccional) y los entes a los cuales excepcionalmente la ley les concede derechos en 
materia tributaria (Administración Tributaria de Excepción). 
 
El sujeto activo de la obligación tributaria: 
 “Es el que detenta la calidad de acreedor en la obligación tributaria, y que detenta un 
derecho de crédito frente al sujeto pasivo o deudor tributario. En ese sentido, la calidad 
de sujeto activo o acreedor del tributo, en principio, es propia del Estado como titular de la 
potestad tributaria, la cual, como es sabido, es ejercida por el Gobierno Central, los 
gobiernos locales y eventualmente lo será por los gobiernos regionales.” (Bravo Cucci, 
pág. 336). 
 
“De manera general se puede decir que el sujeto activo es el sujeto del crédito fiscal. Y son 
sujetos del crédito fiscal: el Estado, los Municipios y demás entes públicos que tienen la 
facultad de  determinar y recaudar tributos.” (Andrade, Práctica tributaria, 2001, pág. 
51). 
 
 “El sujeto activo es quien tiene derecho al crédito tributario, que consiste en la prestación 
de la obligación tributaria… y resulta protegido por el ordenamiento jurídico en orden a 
obtener la prestación tributaria. Por ello puede desarrollar el oportuno procedimiento 
para exigir que la obligación tributaria la cumpla el sujeto pasivo y con ello obtener el 
objeto de su derecho subjetivo de crédito tributario.” (González Sánchez M. , 2001, pág. 
148). 
 
Por lo que podemos decir, que el sujeto activo de la obligación tributaria es el ente acreedor de 
la obligación, que en esencia suele ser el Estado (central o seccional), que utiliza los recursos 
recaudados para el sostenimiento del mismo y el cumplimiento de sus fines, pudiendo en ciertos 
casos la ley fijar otros organismos sea de derecho público o privado como beneficiarios de 
tributos, lo que los convierte en sujetos activos de la obligación tributaria. 
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1.5   El sujeto pasivo de la obligación tributaria. 
 
Es la persona natural o jurídica, que según la ley, está obligada al cumplimiento de las 
prestaciones tributarias sea como contribuyente o responsable. 
 
Se ha planteado en la doctrina que “el sujeto pasivo de la relación jurídico tributaria podrá ser una 
persona física o jurídica, privada o pública, de quien se exige el cumplimiento de la prestación 
pecuniaria” (De Barros Carvalho, pág. 76). 
 
 
El Modelo de Código Tributario para América Latina, en el artículo 22, lo define como “la 
persona obligada al cumplimiento de las prestaciones tributarias, sea en calidad de contribuyente o de 
responsable” (Valdés Costa, pág. 333). 
 
 
Nuestra legislación clasifica al sujeto pasivo en: contribuyente y responsable. 
 
 
a) Contribuyente.- Son las personas naturales o jurídicas, los entes colectivos reconocidos 
por las leyes y entidades que forman una unidad económica con patrimonio propio y 
autonomía funcional a quienes la ley impone la obligación de la prestación tributaria 
por la verificación del hecho generador. 
 
El contribuyente es “el obligado al pago de una deuda tributaria propia y es el obligado   
tributario por antonomasia, siendo el único obligado al pago por realizar el hecho     
generador” (Marín Elizalde). 
 
Para que el contribuyente sea considerado como tal, en primer lugar, el hecho imponible debe 
producirse y ser verificado por el fisco; y en segundo lugar, el hecho producido y verificado 
debe ser atribuido o imputado a ese sujeto (Luqui, 1989, pág. 198). 
 
La obligación tributaria del contribuyente nace cuando el hecho imponible está 
directamente vinculado a él; es decir, el contribuyente siempre será sujeto pasivo por 
deuda propia. De tal manera que nunca perderá dicha calidad, quien según la ley deba 
soportar la carga tributaria aunque se traslade a otra persona. 
 
b) Responsables.- Son las personas que sin  tener  la calidad de contribuyentes, pues no 
están vinculados directamente con el hecho generador; deben  por disposición de la ley, 
29 
deben cumplir con las obligaciones asignadas a los contribuyentes. De ahí que los 
responsables siempre serán sujetos pasivos pero por deuda ajena.  
La administración tributaria puede exigir el cumplimiento total o parcial de la 
obligación tributaria a cualquiera de los obligados solidarios; a su elección, quedando a 
salvo el derecho del responsable a que el contribuyente le devuelva lo pagado. Para ello, 
puede acudir ante la justicia ordinaria o en juicio verbal sumario. 
Los responsables pueden ser de cuatro clases: 
 Responsables por representación.- Son los representantes de determinadas personas 
naturales o de entidades colectivas tengan esta personería jurídica o no, son por 
mandato de la ley, responsables ante la administración tributaria del pago de las 
obligaciones tributarias de estas personas.  
 Responsables como adquirentes o sucesores.- Son quienes por el hecho de adquirir 
bienes o negocios, se convierten en responsables del pago de los tributos que sobre 
dichos bienes o negocios se hallan estado adeudando antes de dicha adquisición.  
 Agentes de retención.- Son aquellas personas naturales o jurídicas que, sin ser 
representantes de otra y en relación de su actividad, función o empleo, están obligados 
por mandato de la ley, a efectuar la retención de tributos, es decir a liquidar, deducir y 
pagar el impuesto correspondiente. 
Los agentes de retención que no cumplan sus obligaciones de retener los tributos 
respectivos a los contribuyentes, y luego pagar lo retenido al sujeto pasivo acreedor de 
los mismos pueden ser sancionados administrativa y aun penalmente, en caso de no 
entregar lo retenido luego de diez días de vencido el plazo para hacerlo. 
 Agentes de percepción.- Son las personas naturales o jurídicas que, por razón de 
actividad, profesión o empleos y por mandato de la ley, reglamento están obligados a 
recaudar tributos y darlos al sujeto activo. Esta obligación se la cumple añadiendo al 
precio de las mercancías o servicios que se ofrece, el valor del tributo respectivo. 
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Los agentes de percepción que no entreguen los tributos, que hubieren recaudado 
estarán sujetos  a sanciones administrativas de carácter pecuniario y a un administrativo 
penal. 
En definitiva, el sujeto pasivo de la obligación tributaria, es aquel que debe cumplir con el pago 
de la prestación, sea por haber realizado el hecho generador previsto en la norma, o porque la 
ley determina que él debe asumir la obligación de pago, sea como responsable solidario o como 
sustituto. 
Deberes de los contribuyentes y responsables. 
 Cumplir con todas la disposiciones contenidas en las leyes, ordenanzas y reglamentos y 
disposiciones emanadas de la respectiva autoridad de la administración tributaria; 
 Cumplir con el pago de los tributos, ya sea como contribuyente o responsable; 
 Inscribiré en los registros pertinentes (RUC), obtener  los permisos exigidos, llevar los 
libros y registros contables relacionados con la correspondiente actividad económica en 
idioma castellano, con todas las operaciones y transacciones, debiéndoles conservar 
mientras la obligación tributaria no esté presente o esta no haya prescrito; 
 Presentar las declaraciones de impuestos, inclusive con el cálculo de los intereses y 
multas; 
 Facilitar a los funcionarios autorizados las inspecciones y verificaciones, tendientes al 
control o la determinación del tributo; 
 Exhibir  ante los funcionarios públicos respectivos las declaraciones, informes, libros y 
documentos relacionados con los hechos generadores de obligaciones tributarias y 
formular las aclaraciones que les fueren solicitadas; 
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 Concurrir ante la Administración tributaria cuando sean requeridos. 
1.6   FACULTAD DETERMINADORA DE LA  ADMINISTRACIÓN 
TRIBUTARIA Y LOS SISTEMAS DE  DETERMINACIÓN 
TRIBUTARIA 
El Código Tributario define a la determinación tributaria como el acto o conjunto de actos  
reglados, provenientes de los sujetos pasivos, o emanados de la Administración tributaria, 
encaminados  a declarar o establecer   la existencia del hecho generador,  la base imponible y la 
cuantía del tributo. 
Al ser un acto o conjunto de actos reglados, significa que la determinación no es una facultad 
discrecional del órgano administrativo. La determinación tiene finalidades muy concretas como 
son declarar o establecer. 
El ejercicio de esta potestad de la administración tributaria comprende además la verificación, 
complementación o enmienda de las declaraciones de los contribuyentes o responsables. 
La legislación ecuatoriana define esta facultad, los alcances y los procedimientos con los cuales 
se podrán ejercer estas potestades así: 
Art. 68.- (Código Tributario) Facultad determinadora.- La determinación de la 
obligación tributaria, es el acto o conjunto de actos reglados realizados por la 
administración activa, tendientes a establecer, en cada caso particular, la existencia 
del hecho generador, el sujeto obligado, la base imponible y la cuantía del tributo. 
El ejercicio de esta facultad comprende: la verificación, complementación o 
enmienda de las declaraciones de los contribuyentes o responsables; la composición 
del tributo correspondiente, cuando se advierta la existencia de hechos imponibles, y 
la adopción de las medidas legales que se estime convenientes para esa 
determinación. 
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Esta facultad se administra a través del Servicio de Rentas Internas, órgano público 
creado para ejecutar las políticas tributarias y ejercer las facultades antes 
mencionadas. Dentro de las cuales establecen los siguientes sistemas de 
determinación: 
Art. 88.- (Código Tributario) Sistemas de determinación.-La determinación de la 
obligación tributaria se efectuará por cualquiera de los siguientes sistemas: 
1. Por declaración del sujeto pasivo; 
2. Por actuación de la administración; o 
3. De modo mixto. (Código Orgánico Tributario, 2012). 
 
 
   
La determinación tributaria no siempre va a desembocar en la declaratoria de la existencia de 
una obligación. Muchas veces, cuando la base imponible sea inferior a la que establece la ley 
como mínima, se llegara necesariamente a la conclusión a la que establece dicha obligación 
tributaria. 
Naturaleza jurídica.- En cuanto a la naturaleza jurídica de la determinación tributaria existen 
3 tendencias: 
 Tendencia constitutiva.- esta tendencia sostiene que mientras no se realiza la 
determinación tributaria y más concretamente la respectiva liquidación del 
impuesto, ni la Administración tributaria ni el contribuyente o responsable 
tienen ningún derecho u obligación. De ahí que al ser imprescindible la 
determinación, esta tenga el carácter de constitutiva de la obligación tributaria. 
 
 Tendencia declarativa.- esta tendencia considera que la determinación 
tributaria, solamente tiene un carácter declarativo, pues  la obligación nace 
cuando se ha producido el hecho generador previsto en la ley. En consecuencia, 
la Administración tributaria, o en su caso, el contribuyente o responsable lo 
único que hacen es declarar dicha obligación mediante determinación. 
 
 Posición ecléctica.- Esta posición armoniza las dos anteriores, manifestando 
que la determinación tributaria tiene un carácter constitutivo y declarativo a la 
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vez, pues de lo contrario, aunque se haya producido el hecho generador previsto 
en la ley si no se hace la respectiva determinación y liquidación del tributo, 
jamás se podría exigir l sujeto pasivo el pago del mismo. 
1.6.1 Determinación por el sujeto pasivo.  
 La determinación por parte del sujeto pasivo, se realiza directamente a través del contribuyente 
o responsable. En este sistema, una vez que se ha configurado el hecho generador,  el propio 
sujeto pasivo realiza la  determinación de  la obligación tributaria, mediante su correspondiente 
declaración. Esta debe presentarse ante la Administración tributaria, en los lugares, en el 
tiempo, en la forma y con los requisitos que la ley y los reglamentos exigen. 
Esta determinación, como toda actividad tributaria, es reglada es decir, que hay que tomar en 
cuenta las normas jurídicas existentes. En principio se puede decir, que todos los sujetos 
pasivos, es decir contribuyentes y responsables, están obligados a realizar y presentar sus 
declaraciones de impuestos, sin embargo existen dos casos en que las leyes establecen 
excepciones.  
Formas de la declaración.- 
En cuanto a las declaraciones en sí, estas no son realizadas en forma discrecional por cada 
sujeto pasivo, sino que existen formularios específicos para cada caso, con un formato ya 
elaborado, el cual debe ser llenado con los datos requeridos. 
Las declaraciones  e informes que la Administración tributaria obtiene de los contribuyentes, 
responsables o terceros por cualquier medio, tienen un carácter reservados y solo pueden ser 
utilizados para los fines propios de dicha administración, salvo las excepciones legales. 
La ley y el reglamento del respectivo impuesto determinan en forma concreta el tiempo dentro 
del cual el sujeto pasivo tiene que presentar la declaración. 
 
34 
Efectos de la declaración.-  
La presentación de la declaración del impuesto que hace el sujeto pasivo lo convierte en 
vinculante y definitiva. 
 Vinculante.- significa que por este acto el sujeto pasivo asume para con la 
Administración tributaria un compromiso acerca de la veracidad del contenido de dicha 
declaración, haciéndose responsable por cualquier dato falso o erróneo  que allí conste y 
sometiéndose eventualmente  a las respectivas sanciones. Por ejemplo: multas, 
intereses. 
 Definitiva.- significa que una vez que el sujeto pasivo ha presentado la declaración, esta 
no puede ser modificada. Solo por excepción, cuando existe errores de hecho o de 
cálculo, estas pueden ser rectificadas dentro del año siguiente de presentada la 
declaración, siempre que antes  la Administración tributaria no haya establecido y 
notificado el error al sujeto pasivo. 
Si el sujeto pasivo ha cometido errores de derecho ya no podría rectificar los mismos. 
Por lo tanto quedarían expuestos a que por alguna fiscalización se detecten dichos 
errores, se levanten las respectivas glosas y se impongan las correspondientes 
sanciones. 
Por otra parte, la Ley de Régimen Tributario Interno determina que una vez presentada la 
declaración solo se admitirán correcciones que impliquen un mayor valor a pagar por concepto 
de impuestos, anticipos o retenciones y siempre que se haga antes de que se hubiere iniciado la 
fiscalización. 
Pero así mismo puede ocurrir que la facultad de la administración para comprobar la exactitud 
de la declaración realizada por el sujeto pasivo haya caducado, en cuyo caso dichos errores 
quedan sin ninguna consecuencia, de tipo tributario. 
 
Si el contribuyente o responsables, por error a determinado un valor superior al que en realidad 
le tocaba pagar, puede presentar el reclamo administrativo de pago indebido ante la misma 
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autoridad tributaria, o en su caso, la acción directa de pago indebido ante el Tribunal Distrital de 
lo Fiscal correspondiente. 
 
1.6.2 Determinación por parte del sujeto activo 
 
La determinación se considera al acto o actos de la administración que suceden a través de un 
proceso en el cual se realiza la valoración de la información declarada por el contribuyente con 
el fin de verificarla, ratificarla o reformarla. 
 
La teoría del efecto constitutivo del acto de determinación ha sido sostenida por  Antonio Berliri 
y otros autores italianos, esta  dice que la obligación tributaria nace en el momento que la 
administración tributaria realiza el procedimiento de determinación, más no en el momento que 
se realiza la declaración. 
 
La teoría del efecto declarativo del acto de determinación, tiene vigencia en el Ecuador, 
propuesta por la doctrina europea, cuyo mayor exponente es el profesor Fernando Sainz de 
Bujanda. Esta sostiene que:  
 
“El acto de determinación simplemente declara la existencia y cuantía de la obligación 
creada por la ley, cuyo nacimiento ocurrió antes, cuando se realizó el supuesto de hecho 
previsto en la norma. Para que surja dicha obligación no se requiere comprobación, 
declaración o providencia administrativa alguna. La obligación sustancial existe por la 
sola realización del hecho imponible y debe ser cumplida por el sujeto pasivo, a menos que 
la ley condicione su exigibilidad a que se expida el acto de determinación, pero la génesis 
de aquella no varía en ningún caso” (Younes de Salcedo, 1999, pág. 452) (De Salcedo, 
1999). 
 
La legislación reconoce dos formas de determinación a cargo del sujeto activo.  
 
1. Forma directa: Se realiza en base a la información real y fehaciente que tiene la 
administración, gracias a la declaración propia del sujeto pasivo o gracias a la información que 
ha recolectado en base a declaraciones de otros sujetos pasivos, o a los cruces de información 
con contribuyentes y con instituciones públicas.  
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Determinación directa es la realizada en base a la declaración del propio sujeto pasivo, de su 
contabilidad o registros y más documentos en su poder.  
 
Puede fundarse además, en la información que posea la administración tributaria en sus bases de 
datos o en la que arroje subsistemas informáticos producto del cruce de información con los 
diferentes contribuyentes o responsables, con entidades del sector público, o en documentos que 
existan en poder de terceros que tengan relación con la actividad gravada o hecho generador. 
 
Sobre la determinación directa, primer modo de determinación a cargo del sujeto activo, el 
Código Tributario manifiesta:  
 
Art. 91.-Forma directa.-La determinación directa se hará sobre la base de la declaración 
del propio sujeto pasivo, de su contabilidad o registros y más documentos que posea, así 
como de la información y otros datos que posea la administración tributaria en sus bases 
de datos, o los que arrojen sus sistemas informáticos por efecto del cruce de información 
con los diferentes contribuyentes o responsables de tributos, con entidades del sector 
público u otras; así como de otros documentos que existan en poder de terceros, que 
tengan relación con la actividad gravada o con el hecho generador (Código Orgánico 
Tributario, 2012). 
 
Es decir que el modo directo se realiza en base a documentos reales, sin especulaciones, 
presunciones ni elementos supuestos. La determinación tiene su esencia en la información real 
proporcionada por el mismo contribuyente en el momento que hizo su declaración. Esta 
información proporcionada por el contribuyente en la declaración es su propia contabilidad, sus 
registros contables, documentos oficiales tales como: facturas, notas de venta, ingresos y 
egresos de caja, contratos y demás documentos autorizados expresamente por el Código  
Orgánico Tributario, la Ley de Régimen Tributario Interno, su reglamento y demás circulares y 
resoluciones que el SRI emita para el efecto. 
 
2. Forma presuntiva: Se realiza en base a dos parámetros que establece la 
administración. El primero es en base a hechos, indicios y circunstancias, y el segundo 
parámetro es el denominado, coeficientes de estimación presuntiva de carácter general‟ que es 
una aplicación porcentual que se realiza en base a una resolución emitida por el Director 
General del Servicio de Rentas, la cual fija, de acuerdo a la actividad económica, los valores. 
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Este tipo de determinación es utilizado cuando no ha sido posible la determinación directa, sea 
por la falta de declaración de los sujetos pasivos, o porque los documentos que respaldan la 
declaración no son aceptados por una razón fundamental que la acrediten.  
 
En estos casos la determinación se reviste de los hechos, indicios, circunstancias y demás 
elementos que permitan constituir la configuración del hecho generador y la cuantía del tributo 
causado, o mediante la aplicación de coeficientes que determine la ley respectiva. 
 
Sobre la determinación presuntiva, segundo modo de determinación a cargo del sujeto activo, la 
norma lo aborda de la siguiente manera:  
 
Art. 92.- Forma presuntiva.- Tendrá lugar la determinación presuntiva, cuando no sea 
posible la determinación directa, ya por falta de declaración del sujeto pasivo, pese a la 
notificación particular que para el efecto hubiese hecho el sujeto activo ya porque los 
documentos que respalden su declaración no sean aceptables por una razón fundamental o 
no presten mérito suficiente para acreditarla. En tales casos, la determinación se fundará 
en los hechos, indicios, circunstancias y demás elementos ciertos que permitan establecer 
la configuración del hecho generador y la cuantía del tributo causado, o mediante la 
aplicación de coeficientes que determine la ley respectiva. (Código Orgánico Tributario, 
2012). 
 
Dentro de este modo de determinación, la administración tributaria opta por realizar una 
determinación presuntiva cuando no se haya cumplido uno de los dos parámetros que establece. 
El primer parámetro es la falta de declaración de sujeto pasivo y con esto la falta de información 
que tiene la Administración para llevar a cabo la determinación. El segundo parámetro es la 
inaceptable presentación de los documentos que respaldan la declaración del sujeto pasivo, la 
cual se puede producir bien por existir, razones fundamentales o bien porque los documentos no 
presten merito suficiente para acreditarlos.  
 
Dentro de estos dos modos, la norma tributaria incorpora un recargo de 20% sobre la obligación 
determinada (Art. 90)  
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1.6.3 Determinación mixta 
 
Es la efectuada por la Administración en base a los datos proporcionados por los contribuyentes 
o responsables, quienes quedan vinculados por los datos proporcionados, para todos los efectos. 
 
La esencia de esta determinación está en la intervención por parte de los dos sujetos de la 
relación jurídica tributaria. Por un lado la administración tributaria (sujeto activo) que requiere 
la información, por otro lado el contribuyente (sujeto pasivo) que está obligado en otorgarle la 
información requerida. Esto vincula al contribuyente y lo obliga a aceptar los efectos que tendrá 
esa información al proceso que realiza la administración. 
 
1.6.4 Caducidad de la facultad determinadora 
 
La facultad determinadora de la Administración para establecer la obligación tributaria caduca 
en los siguientes términos según lo dispuesto el Artículo 94 del Código Orgánico Tributario: 
 
Art. 94.- Caducidad.- Caduca la facultad de la administración para determinar la 
obligación tributaria, sin que se requiera pronunciamiento previo: 
En tres años, contados desde la fecha de la declaración, en los tributos que la ley exija 
determinación por el sujeto pasivo, en el caso del artículo 89; 
En seis años, contados desde la fecha en que venció el plazo para presentar la declaración, 
respecto de los mismos tributos, cuando no se hubieren declarado en todo o en parte; y, 
En un año, cuando se trate de verificar un acto de determinación practicado por el sujeto 
activo o en forma mixta, contado desde la fecha de la notificación de tales actos. (Código 
Orgánico Tributario, 2012). 
 
Pero estos plazos pueden ser interrumpidos por la notificación de una orden de verificación, 
emanada del sujeto activo correspondiente. 
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1.6.5 Procedimiento de determinación tributaria  
 
El procedimiento se origina en base a una Orden de Determinación, que es dispuesta por el 
Director General, los Directores Regionales y los Directores Provinciales del SRI según sea el 
caso. Esta Orden de Determinación deberá ser notificada al sujeto pasivo, cumpliendo una serie 
de requisitos de forma y de fondo. 
 
La orden de determinación contendrá los siguientes requisitos: 
1. Identificación de la autoridad que la emite. 
2. Número de la orden de determinación. 
3. Nombres y apellidos, razón social o denominación del sujeto pasivo, según corresponda 
4. Número de registro único de contribuyentes o de cédula de identidad o de documento de 
identificación del sujeto pasivo. 
5. Nombres y apellidos, y, número de registro único de contribuyentes o de cédula de 
identidad o de documento de identificación del representante legal, de ser el caso. 
6. Dirección del domicilio fiscal del sujeto pasivo. 
7. Obligaciones tributarias a determinar. 
8. Funcionario responsable del proceso de determinación. 
9. Lugar y fecha de emisión. 
10. Razón de la notificación. 
 
Realizada la notificación de la Orden de Determinación, se suspende el plazo de caducidad y los 
funcionarios del SRI podrán requerir por escrito al contribuyente determinado toda la 
información y documentación impresa o en medios magnéticos, que le servirá para determinar 
la obligación tributaria. También podrán solicitar realizar diligencias de inspecciones al 
domicilio fiscal del sujeto pasivo para verificar los libros contables, registros contables, 
soportes, archivos, procesos, sistemas y demás documentos que consideren necesarios; estos 
documentos pueden ser físicos como magnéticos. Cabe mencionar que a más de lo dicho 
anteriormente, la administración podrá realizar inspecciones a todos los sistemas informáticos 
que posea el sujeto pasivo determinado. 
 
El proceso sigue con la emisión de un “Acta Borrador”, para lo cual el sujeto pasivo 
determinado deberá comparecer a las instalaciones del Servicio de Rentas Internas para realizar 
la revisión del Acta Borrador que la Administración deberá motivar y explicar realizando sus 
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fundamentos de hecho y de derecho. Luego de esto el contribuyente tiene el plazo de veinte días 
para presentar observaciones al acta. Uno vez culminado el plazo la ley determina en el mismo 
artículo, transcurrido el plazo, el funcionario responsable realizará el análisis pertinente de la 
información y documentación presentada por el sujeto pasivo en este lapso, luego de lo cual 
elaborará el acta de determinación final, que suscrita por el Director General, Director Regional 
o Director Provincial, en su caso, será notificada al sujeto pasivo, sentándose en la misma la 
razón de la notificación. En el caso de que el sujeto pasivo exprese, luego de la revisión 
conjunta del acta borrador, su conformidad con los valores determinados, la Administración 
Tributaria podrá emitir y notificar el acta de determinación final de determinación luego de 
recibida, por parte del sujeto pasivo, la conformidad con el acta borrador, sin necesidad que 
culmine el plazo de veinte días mencionado anteriormente. 
 
Terminado el proceso de verificación, cruce de información, análisis de las declaraciones, 
informes, sistemas, procesos y demás documentos se levantará la correspondiente acta final de 
Determinación, en la cual se establecerá la determinación de valores a favor de la 
administración tributaria, por concepto de  multas, más los intereses y adicional a esto el recargo 
del 20% sobre la obligación. Este recargo es la institución jurídica que analizare a continuación. 
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CAPÍTULO II 
 
2. EL RECARGO TRIBUTARIO 
  
 
2.1. ORIGEN  
 
 
Los Estados  se  encuentran ante el problema de la financiación para poder cubrir su presupuesto 
local. 
 
Como solución  a esta necesidad, algunos  países han establecido  recargos tributarios, sobre 
tributos que son establecidos por el Estado, para así tener los recursos que requiere para cumplir 
sus fines.  
 
Los recargos se originan por la  necesidad de obtener  recursos por parte del Estado,  Este 
siempre está en  búsqueda de nuevos métodos para aumentar sus ingresos. 
 
Los recargos tributarios tienen su origen en países como Italia y España, donde esta figura ya se 
encontraba por ejemplo en la Ley n
o
 4, del 7 de enero de 1929. Actualmente España utiliza los 
recargos tributarios en diferentes circunstancias y con naturalezas jurídicas diferentes 
dependiendo el  caso en el que se aplica.   
 
2.2. CONCEPTO 
 
En términos financieros recargo es la cantidad adicional de dinero que se debe pagar por obtener 
un servicio especial  o para compensar un daño producido. 
 
(García Frías, 1994), firma que: 
 
“El recargo tributario es una figura que consiste, en que sobre la estructura de un tributo 
preexistente, se establece como un suplemento adicional que usa como base la del tributo 
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existente. El recargo implica una obligación de dar una cantidad de dinero, dicha cantidad 
que da el contribuyente satisface una obligación que la ley determina” 
 
El recargo es; 
 
“…una obligación autónoma que puede existir y cumplirse, aunque esto no sea lo normal, 
con la independencia de la obligación de pagar el tributo base. La utilización de elementos 
comunes une normalmente la vida, configuración y extinción de esta obligación a la 
obligación de pagar el tributo base, por lo que cabe hablar aquí, como lo hace BERLIRI de 
obligaciones unidas o coligadas, que es el caso en que se encuentran la obligación de 
pagar el tributo con la obligación de pagar el valor por concepto del recargo tributario 
aplicado” (Clavijo Hernández, Ferrreiro Llapatza, Pérez Royo, & Queralt, 1996, pág. 
746). 
  
(Suig Nagua, 2011, pág. 85), dice que: 
 
“Una reflexión que cabe es de carácter semántico, derivada de la propia formación de la 
palabra, ya que se trata de una palabra compuesta, re-cargo, por lo que el prefijo ‘re’ 
equivale a una valoración adicional al cargo inicial o una sobre estimación, lo cual supone 
además la preexistencia de ese cargo inicial para que quepa, con propiedad, la 
denominación de recargo, con lo que este se constituye en un valor adicional al principal, 
que debe ser existente”  
 
 (Suig Nagua, 2011, pág. 86), además dice: 
 
“La administración tributaria central aplicó, desde su entrada en vigencia, el recargo 
incorporado en el art. 90 del Código Tributario, de manera general, a todo proceso de 
determinación practicado por ella, sin considerar las particularidades que encierra…El 
argumento esgrimido por la administración en defensa de la aplicación del recargo a todo 
proceso de determinación que practicó, fue relacionado a que se trataría de un  
reconocimiento por la actuación de la administración en la determinación de la 
obligación’, criterio que es forzado, desde todo punto de vista, puesto que el ejercicio de la 
facultad determinadora de la administración es parte consustancial de su función como 
responsable de la gestión tributaria, sin que requiera para tal ejercicio el pago o 
reconocimiento de compensación alguna y menos aún relacionado con la cuantía de la 
glosa que imponga en tal ejercicio, pues no es descabellado pensar que al ejercitar la 
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facultad determinadora en conclusión pueda arribarse a la no imposición de cargo alguno. 
Aceptar este razonamiento conduciría además a pensar que la administración tributaria 
también podría reclamar reconocimientos en numerario por el ejercicio de las demás 
facultades que le reconoce la ley, lo cual resulta inaceptable”... 
 
El (Diccionario Hispanoamericano de Derecho, 2008, pág. 1895), define el recargo así: 
 
 “Recargo tributario es el aumento del valor de un impuesto o tributo, cuyo valor se 
determina aplicando un porcentaje sobre la base gravable o sobre el monto del tributo o 
asignando una tarifa general o uniforme cuyo valor es independiente del monto del tributo 
al que se hace el recargo. El recargo se puede hacer por necesidades fiscales o tributarias 
que exigen aumentar el valor de los impuestos para cubrir así las necesidades de 
funcionamiento del Estado; por mora del deudor del tributo, caso en que se aumenta el 
valor de este de acuerdo a la gravedad de su retraso en el pago, o como para sancionar al 
deudor del tributo cuando este incumple sus deberes para con el fisco por no presentar 
adecuadamente sus declaraciones de ingresos o impuestos, por incumplir su pago más allá 
de determinada fecha” . 
 
Existen diferentes puntos de vista sobre el recargo tributario, para unos  el recargo debe ser 
considerado como una sanción, mientras que; otros lo conciben como una figura de naturaleza 
indemnizatoria para resarcir costos de la administración; y, finalmente una posición mixta que 
incluye todos estos aspectos. 
 
Para mí, esta figura jurídica es el  aumento a una obligación  tributaria por falta de declaración o 
declaración incompleta por parte del sujeto pasivo de la relación, lo que da lugar al proceso de 
determinación, complementación y enmiendas, por parte de la Administración Tributaria, a 
través del cruce de información en declaraciones anteriores. 
 
2.3.   CLASES DE RECARGO 
 
Dentro de las clases y tipos de recargo se reconoce tres clases o tipos de recargo.  
 
 El primero es el recargo resarcitorio, que no solo existe en materia tributaria sino también 
en otras materias.  
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 El segundo es el recargo sancionatorio o punitivo, que es el que la doctrina tributaria lo 
reconoce como aquel que se lo incorpora en las leyes tributarias.  
 
 Y el tercero es el de naturaleza mixta, es decir cumple con la finalidad resarcitoria y 
cumple con la finalidad sancionatoria. 
 
 
2.3.1. El recargo resarcitorio 
 
Es aquel  que se constituye con la finalidad de establecer una indemnización o una 
compensación por un daño producido al acreedor de la obligación.  
 
Ante el incumplimiento de la deuda tributaria, dentro del plazo, el derecho de crédito del ente 
público que se erige en el sujeto activo del tributo se ve dañado y para reparar ese perjuicio 
patrimonial se prevé el devengo de los recargos de naturaleza indemnizatoria. (Ballarín, Los 
ingresos tributarios, 1995, pág. 234) 
 
El Código  Orgánico Tributario no dice la naturaleza del recargo en nuestra legislación, pero se 
conoce que la postura  del Servicio de Rentas Internas sobre el recargo es de resarcimiento y 
compensación, el recargo es una forma de que  el Fisco reciba una compensación ante el daño 
que le pudo haber producido el no tener la liquidez en ese momento de los ingresos que percibe 
por concepto de impuestos gravados a los contribuyentes y sujetos pasivos en general de un 
país. 
 
2.3.2. El recargo sancionatorio 
 
Lo que el Estado busca es incrementar sus ingresos públicos, y al establecer un recargo por el 
retraso sufrido en la percepción de sus ingresos se lo toma  como un castigo al sujeto pasivo, 
muchos autores como  Giuliani Fonrouge, Francisco Clavijo Hernández  entre otros le han dado 
naturaleza sancionatoria y punitiva a este recargo. 
 
La  posición oficial de la Corte Nacional de Justicia del Ecuador sobre este tema, fue establecer 
la naturaleza sancionatoria de esta institución. Sin embargo, se considera que la posición de la 
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Sala de lo Contencioso Tributario va más allá que la posición que un autor u otro puede tener. 
Se debe recordar que las Fuentes del Derecho establecen una jerarquía desde la Constitución, la 
Ley, la Jurisprudencia, para de ahí remitirnos a los Principios Generales de Derecho y 
finalmente a la costumbre que en el Derecho Tributario. 
 
Giuliani Fonrouge tiene un excelente aporte sobre el recargo con carácter punitivo y 
sancionatorio. Manifiesta que las repetidas resoluciones, fallos y sentencias de los tribunales 
argentinos han resuelto esta duda ratificando la naturaleza represiva de los recargos, así también 
usa el criterio de un ex magistrado del Tribunal Fiscal para definir al recargo como “una medida 
coercitiva patrimonial de igual manera que el arresto o prisión por deudas” (Giuliani Fonrouge, 2010, 
pág. 420).  
 
Constituye una pena los recargos establecidos sobre una deuda tributaria a través de los cuales 
se pretende intimidad a los sujetos pasivo de la potestad de imposición para que realicen una 
determinada conducta y castigarlos en el caso de que no la cumplan (Ibarra Rodríguez, 2005, 
pág. 114). 
 
Para finalizar  se debe mencionar  que el  recargo sancionatorio en el Derecho Tributario es la 
multa, y crear una nueva figura tributaria denominada “recargo” es simplemente cambiar de 
nombre a la multa, para aumentar la sanción ya establecida a través de la multa. 
 
2.3.3. El recargo mixto 
 
Son aquellos que tienen que cumplir una función en parte indemnizatoria y en parte 
sancionadora, que busca es el cumplimiento en el pago de las obligaciones por parte del sujeto 
pasivo. 
 
Clavijo Hernández manifestaba que el recargo se podría considerar mixto porque buscaba 
sancionar un comportamiento a la vez de indemnizar al Fisco por el daño que le pudo haber 
producido el incumplimiento.  
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Para diferentes autores el recargo tributario tiene finalidades tanto sancionatorias como 
indemnizatorias. Sancionatorias, porque busca que el  contribuyente, bajo la amenaza de agravar 
la carga, pague el tributo y  cumpla con sus   obligaciones; y con un carácter represivo, exigir el 
pago de un valor que se suma al tributo, por efectos de la contravención verificada ya por falta 
de declaración y pago; por haberlo hecho fuera de los plazos legales; o por haber incurrido en 
error inexactitud en la información presentada y que generó una liquidación impositiva menor a 
la que correspondía realmente. 
 
Y tiene finalidades indemnizatorias, por la necesidad de que cumplan con el pago del tributo 
que financieramente representan los ingresos públicos al presupuesto general del Estado y que, 
por,  falta de pago, pago extemporáneo, o pago en menor debida,  se produce un menoscabo a 
las finanzas públicas, agravada por el supuesto esfuerzo adicional  por parte de la 
administración pública para la recaudación de dichos ingresos. 
 
Para finalizar,  diferentes autores  manifiestan que la naturaleza mixta del recargo no puede ser 
posible ya que para un resarcimiento  ya existe el interés por mora; y que para el 
incumplimiento la multa constituye ya una sanción. 
 
2.4.   PRINCIPIOS  DEL DERECHO TRIBUTARIO 
 
Los principios constitucionales son garantías que tienen los ciudadanos de un Estado, con la 
finalidad de que se hagan cumplir sus derechos y obligaciones. 
 
Lo principios son base de toda normativa, ya que dan sentido al espíritu de la ley, orientando de 
mejor manera su aplicación. 
 
En el Derecho Tributario rigen una serie de principios, en la actual  Constitución de la 
República, se incrementaron principios que rigen en el sistema tributario, con respecto a la 
anterior Constitución (1998),  los principios tributarios requieren análisis en cualquier 
investigación en que se aborden temas tributarios.  Principalmente los principios tributarios se 
encuentran plasmados en   el Art. 300,  de la Constitución de la República que determina: 
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“Art. 300.- El régimen tributario se regirá por los principios de generalidad, 
progresividad, eficiencia, simplicidad administrativa, irretroactividad, equidad, 
transparencia y suficiencia recaudatoria. Se priorizarán los impuestos directos y 
progresivos. 
La política tributaria promoverá la redistribución y estimulará el empleo, la producción de 
bienes y servicios, y conductas ecológicas, sociales y económicas responsables.”   
  
Y en el Código Orgánico Tributario en el artículo 5 se establece:  
 
Art. 5.- Principios tributarios.- El régimen tributario se regirá por los principios de 
legalidad, generalidad, igualdad, proporcionalidad e irretroactividad. 
 
Gran parte de la doctrina coinciden en clasificar a los principios tributarios en: legalidad, 
igualdad, generalidad, progresividad, proporcionalidad, no confiscación y capacidad 
contributiva. 
 
2.4.1. Principio de Legalidad 
 
Es uno de los principios de mayor importancia en materia tributaria, lo cual se comprueba con el 
hecho de que casi todos los Estados lo han elevado a nivel constitucional, además recordando el 
aforismo “nullum tributum sine lege”, lo que significa que “no hay tributo sin ley previa”. 
 
Este principio le da la facultad de establecer, modificar, extinguir o exonerar tributos 
exclusivamente al Estado, el cual la ejerce mediante ley. 
 
(Villegas H. B., pág. 190), sobre  este principio sostiene que: 
 “…el principio de legalidad significa que los tributos se deben establecer por medio de 
leyes, tanto desde el punto de vista material como formal, es decir, por medio de 
disposiciones de carácter general, abstractas, impersonales y emanadas del Poder 
Legislativo…”  
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La (Constitución de la República del Ecuador, 2008), determina: 
 
¨Art. 120.- La Asamblea Nacional tendrá las siguientes atribuciones y deberes, además de las 
que determine la ley: 
 
… 7. Crear, modificar o suprimir tributos mediante ley, sin menoscabo de las atribuciones 
conferidas a los gobiernos autónomos descentralizados…¨ 
 
Art. 264.- Los gobiernos municipales tendrán las siguientes competencias exclusivas sin 
perjuicio de otras que determine la ley: 
 
… 5. Crear, modificar o suprimir mediante ordenanzas, tasas y contribuciones especiales de 
mejoras…¨ 
 
Según lo determinado en estos preceptos constitucionales, la creación de impuestos es un acto 
legislativo que le corresponde a la Asamblea Nacional, es decir no existe impuesto sin Ley; y la 
creación de tasas y contribuciones especiales,  es un acto legislativo de los gobiernos 
Municipales, es decir no existe tasa o contribución especial, sin ordenanza. 
 
En este punto con el fin de clarificar aún más el análisis realizado, vale señalar lo determinado 
en el Artículo 135 de la (Constitución de la República del Ecuador, 2008), que señala: 
 
¨Art. 135.- Sólo la Presidenta o Presidente de la República podrá presentar proyectos de 
ley que creen, modifiquen o supriman impuestos, aumenten el gasto público o modifiquen 
la división político administrativa del país.¨ 
 
Todo el conjunto de las relaciones tributarias, los derechos y obligaciones tanto de la 
Administración tributaria como de los contribuyentes y responsables están sometidos en forma 
estricta e imprescindible al principio de legalidad. 
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El principio de legalidad es una de las garantías que tiene el  contribuyente, para que no sea 
obligado a pagar por un tributo que no esté legamente establecido en una ley, así mismo 
garantiza a la Administración Tributaria para la ejecución de las normas si no lo cumpliere el 
contribuyente, o para determinar los requisitos para la exoneración del tributo. 
 
2.4.2. Principio de Generalidad 
 
El Derecho tributario se rige por el principio de generalidad,  es decir, las leyes tributarias tienen 
un  carácter de general y abstracto, lo que quiere decir que no está direccionado a determinadas 
personas, ya sea concediéndoles beneficios, exenciones o imponiéndoles gravámenes. 
 
El principio de generalidad implica  la aplicación de la ley a todas las personas que se 
encuentren bajo su jurisdicción sin distinción alguna, es decir, no se toman en cuenta las 
circunstancias individuales y se aplica a todos por igual. 
 
Lo que se busca con  este principio es, evitar beneficios fiscales o privilegios para determinado 
grupo, situación que atentaría contra todo criterio moral, por ello las exenciones fiscales deben 
sustentarse a través de acto legislativo con una clara exposición de los motivos que justifiquen 
la decisión de dar tratamientos preferentes  a determinadas personas de la obligación de 
contribuir. 
 
El inciso 4 del Art. 66 de la Constitución de la República determina: 
 
Art. 66. Se reconoce y garantiza a las personas: 
… 4. Derecho  a la igualdad formal, igualdad material, no discriminación…¨ 
 
2.4.3. Principio de Igualdad  
  
Este principio tiene que ver con la igualdad de los contribuyentes ante la ley tributaria, todos los 
que estén en circunstancias equivalentes deben de ser gravados con la misma contribución 
tributaria, ya que para la Ley todos somos iguales, sin distinción alguna. 
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La igualdad de las personas está consagrada en la Constitución, lo que significa que no pueden 
concederse beneficios, exenciones, ni tampoco imponerse gravámenes por motivos de raza, 
color, sexo, idioma, religión, origen social, posición económica, o por motivos de cualquier otra 
índole. 
 
Para (Patiño Ledesma, pág. 21):  
 
El principio de igualdad debe ser entendido en el sentido de que todos los ciudadanos son 
iguales pero igualdad que no debe ser concebida cuantitativamente, puesto que dicho 
principio no implica que todos deberían aportar una misma cantidad de dinero, sino que 
debe ser entendido bajo el fundamento legal de instaurar iguales cargas a quienes se 
encuentran en análogas situaciones económicas, posibilitando el establecimiento de 
categorías, que no deben ser consideradas arbitrarias ni producidas para generar 
discriminación, sino que deben ser entendidas como cargas impuestas en consideración de 
la real capacidad contributiva de cada contribuyente.  
 
Este principio está  ligado con el principio de la capacidad contributiva de cada contribuyente en 
donde cada uno aporta al sostenimiento del Estado, de acuerdo a su  capacidad de pago. Es  
decir, no se trata de que todos los ciudadanos tributen lo mismo, en igual proporción económica, 
sino que haya una igualdad basada en la situación económica de cada sujeto, ya que si se 
impone una misma contribución a quienes están en desigual situación económica esta seria 
injusta. 
 
2.4.4. Principio de Progresividad. 
 
Nuestra Constitución de la República al establecer  que debe priorizarse en el Régimen 
Tributario los impuestos progresivos, estableciendo por lo tanto que la fijación de los tributos se 
realizara tomando en consideración una tarifa gradual. 
 
Este principio proclama que conforme aumenta o mejora la capacidad económica de una 
persona,  debe de aumentarse de manera gradual, los gravámenes que debe pagar dicha persona 
por concepto de tributos. 
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Este principio permite a través de la medición de la capacidad contributiva de los sujetos 
pasivos, el establecimiento de un tributo justo, no tiene un campo ilimitado de acción ya que 
siempre debe ir en procura de no caer en la denominada confiscación, o desincentivar la 
inversión 
 
2.4.5. Principio de Eficiencia. 
 
Este principio tiene mucha relación con el ámbito administrativo, es obligación del Estado, el 
propiciar de que las Administraciones Tributarias sean eficientes, es decir que obtengan los 
mejores resultados, con la utilización de menor cantidad de recursos. 
 
En cuanto a los recursos nos referimos tanto al talento humano, como económico y  tecnológico,  
con lo cual se justificaría el recargo, pero para esto es necesario que exista un cambio de actitud 
en el contribuyente, crear un conciencia tributaria y de hacerlo si la necesidad de presión por 
parte de la administración tributaria, cumpliendo con lo determinado en el numeral 15 del Art. 
83 de la  Constitución de la República que determina: 
 
¨Art. 83. Son deberes y responsabilidades de las ecuatorianas y los ecuatorianos, sin perjuicio 
de otros previstos en la Constitución y la Ley: 
 
… 15. Cooperar con el Estado y la comunidad en la seguridad social y pagar los tributos 
establecidos por la ley…¨ 
 
2.4.6. Principio de Simplicidad administrativa. 
 
Este principio se refiere a que  la Administración Tributaria tiene la obligación,  de dar al 
contribuyente, las facilidades necesarias al momento de pagar sus obligaciones tributarias; para 
esto se ha venido innovando los sistemas de Tributación con la finalidad de  propiciar al 
contribuyente un  ahorro de recursos y sobre todo de tiempo, una muestra de ello es que se 
eliminó la declaración física por la declaración electrónica, evitándose la compra de 
formularios. 
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2.4.7. Principio de Irretroactividad. 
 
El Derecho Tributario se rige por este principio, el mismo que tiene dos aplicaciones: 
 
1. En primer lugar, desde el punto de vista general las leyes tributarias, sus reglamentos y 
circulares, de carácter general rigen exclusivamente para el futuro.  
 
El Código Orgánico Tributario señala que rigen desde el día siguiente a su publicación en el 
Registro Oficial, sin embargo muchas leyes tributarias señalan como fecha vigente la de su 
publicación en este registro. Pero puede también señalarse una fecha posterior a la de su 
publicación. 
 
2. En segundo lugar las Normas Tributarias Penales (las que se refieren a delitos, 
contravenciones y faltas reglamentarias de carácter tributario) rigen también para el futuro 
pero excepcionalmente tendrán efecto retroactivo si son más favorables al sujeto pasivo; 
aun cuando exista sentencia condenatoria, estas serían las que suprimen infracciones, 
establece sanciones más benignas o términos de prescripción más breves. 
 
En materia tributaria este principio al igual que el resto de leyes, sus reglamentos, de carácter 
general, rigen exclusiva y obligatoriamente para el futuro.  
 
El Código Tributario en su Art. 11 señala: 
 
¨Art. 11.- Vigencia de la ley.- Las leyes tributarias, sus reglamentos y las circulares de 
carácter general, regirán en todo el territorio nacional, en sus aguas y espacio aéreo 
jurisdiccional o en una parte de ellos, desde el día siguiente al de su publicación en el 
Registro Oficial, salvo que establezcan fechas especiales de vigencia posteriores a esa 
publicación. 
 
Sin embargo, las normas que se refieran a tributos cuya determinación o liquidación deban 
realizarse por períodos anuales, como acto meramente declarativo, se aplicarán desde el 
primer día del siguiente año calendario, y, desde el primer día del mes siguiente, cuando se 
trate de períodos menores. (Código Orgánico Tributario, 2012). 
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En las leyes que se refieran a tributos, la determinación o liquidación que deba realizarse por 
períodos anuales así por ejemplo, el impuesto  a la renta, son aplicables desde el primer día del 
siguiente año calendario, y si la determinación o que la liquidación deba realizarse por períodos 
menores, se aplicarán desde el primer día del mes siguiente. 
 
2.4.8. Principio de Equidad. 
 
Este principio tiene como finalidad que la obligación tributaria se realice de forma justa y 
equilibrada entre todos los ciudadanos, acorde con su capacidad económica. 
 
La Equidad se presenta ante la imparcialidad existente a la hora de exigir el pago de la 
obligación tributaria, por la forma y proceso jurídico por el cual se resuelven los incidentes 
propuestos sea por la vía administrativa o judicial. 
 
Partiendo de dos alcances sobre la equidad: 
 
1. La equidad horizontal, referente a quienes están en una determinada circunstancia objetiva 
reciba un tratamiento similar, sin discriminación por razón de raza, sexo, edad, etc. 
  
2. La equidad vertical, concerniente a quien se halla en superiores condiciones económicas 
pague más que quien está en condiciones inferiores.  
 
2.4.9. Principio de Transparencia. 
 
Dando estricto cumplimiento a este principio el Estado y por ende la Administración Tributaria, 
tendrá como obligación el hacer asequible y publica la información sobre su gestión, 
entendiendo como tal  a la información que hace relación a su gestión, mas no hacer pública la 
información de los  contribuyentes. 
 
La transparencia está orientada a establecer manejos claros, que sean de fácil comprensión, 
evitando abusos que perjudiquen a los contribuyentes. 
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En este punto vale realizar un análisis de algunos enunciados constitucionales como: 
 
¨Art. 83.- Son deberes y responsabilidades de las ecuatorianas y los ecuatorianos, sin perjuicio 
de otros previstos en la Constitución y la ley: 
 
… 11.  Asumir las funciones públicas como un servicio a la colectividad y rendir cuentas a la 
sociedad y a la autoridad, de acuerdo con la ley…¨ 
 
¨Art. 100.- En todos los niveles de gobierno se conformarán instancias de participación 
integradas por autoridades electas, representantes del régimen dependiente y representantes de 
la sociedad del ámbito territorial de cada nivel de gobierno, que funcionarán regidas por 
principios democráticos. La participación en estas instancias se ejerce para: 
 
… 4.  Fortalecer la democracia con mecanismos permanentes de transparencia, rendición de 
cuentas y control social…¨ 
 
2.4.10. Principio de Suficiencia Recaudatoria. 
 
Este principio trata de promover e inducir que los tributos deben ser suficientes y capaces para 
poder cubrir las necesidades financieras en un determinado período y así el Estado  logre sus 
objetivos. 
 
La  suficiencia recaudatoria requeriría, la existencia de una cultura tributaria en los 
contribuyentes, incrementando los niveles de recaudación, como un compromiso moral y social 
y no como un mecanismo coercitivo de recaudación, solo así podríamos decir que se ha 
cumplido con este principio lo que se revertiría a los habitantes, en la dotación de servicios de 
educación, vivienda, salud,  etc. 
 
2.4.11. Principio de Proporcionalidad 
 
Este principio determina que la obligación tributaria deberá ser fijada dependiendo la capacidad 
económica del contribuyente, esto es a mayor capacidad contributiva, mayor gravamen 
establecido. 
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Este principio de la proporcionalidad se logra mediante el establecimiento una obligación 
tributaria progresiva, de manera que las personas que obtengan ingresos elevados tributen en 
forma cualitativamente superior a los de medianos y reducidos ingresos, es decir que el que más 
tiene más paga. 
 
En la actualidad, y debido a la existencia de variedad de impuestos que se han establecido, es 
necesario que se haga un análisis de todos ellos, con la finalidad de que, en su conjunto, no 
constituya una violación a este principio constitucional. 
 
2.4.12. Principio de Capacidad Contributiva 
 
Este principio garantiza que la acción tributaria esté vinculada a circunstancias que manifiesten 
la riqueza del contribuyente, de forma que la carga tributaria no exceda el límite que el sujeto 
pueda pagar  al fisco. 
 
La capacidad contributiva se fundamenta  en la capacidad económica del contribuyente para 
hacer frente a prestaciones patrimoniales coactivas; así el gravamen deberá recaer sobre una 
riqueza real. 
 
Horacio García citado por (Montaño Galarza, pág. 19), manifiesta que: 
 
“…la capacidad contributiva es la diferencia entre la renta bruta del contribuyente y la 
suma consistente en las erogaciones indispensables para su consumo más un adecuado 
porcentaje para su ahorro y subcapitalización...” 
 
 “…atendiendo que la capacidad contributiva es límite máximo de la exacción, esta última 
no debe llegar a agotar la propia capacidad de concurrir a los gastos públicos, no hará 
peligrar la pervivencia de la economía privada, de la elección o el ejercicio de una 
actividad económica o profesional...”  
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Para (Sainz de Bujanda, 1962, pág. 190):  
 
“la capacidad contributiva supone en el sujeto tributario la titularidad de un patrimonio o 
de una renta, aptos en cantidad y calidad para hacer frente al pago del impuesto, una vez 
cubiertos los gastos vitales e ineludibles del sujeto”.  
 
En el caso del recargo materia de estudio de esta investigación, el legislador no tomo en cuenta 
un el principio de capacidad económica del contribuyente, estableciendo el 20% para todos los 
casos por la actuación de la Administración Tributaria, con lo que se evidencia la falta de un 
análisis por parte del legislador sobre esta figura jurídica.  
 
2.4.13. Principio de No Confiscación en el Ecuador 
 
Este principio no se encuentra señalado de manera expresa en las disposiciones constitucionales, 
ni en el Código Tributario,  pero, tiene plena vigencia, debido a que la Constitución Política 
garantiza la propiedad privada y prohíbe de manera expresa la confiscación tal como queda 
establecido en los siguientes artículos: 
 
 “Art. 66.- Se reconoce y garantizará a las personas: 
 
…26. El derecho a la propiedad en todas sus formas, con función y responsabilidad social y 
ambiental. El derecho al acceso a la propiedad se hará efectivo con la adopción de políticas 
públicas, entre otras medidas.” 
 
 “Art. 321.- El Estado reconoce y garantiza el derecho a la propiedad en sus formas pública, 
privada, comunitaria, estatal, asociativa, cooperativa, mixta, y que deberá cumplir su función 
social y ambiental”. 
 
“Art. 329.-….Se prohíbe toda forma de confiscación de sus productos, materiales o 
herramientas de trabajo”. (Código Orgánico Tributario, 2012). 
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Los tributos exigidos por parte del Estado a los contribuyentes, no pueden privarle de su 
legítimo derecho a la propiedad,  la prohibición constitucional de no confiscación, alcanza 
evidentemente a los tributos, de que serviría que se garantice la propiedad privada, si por la vía 
de los impuestos se incumpliría  la disposición constitucional. 
 
En materia tributaria el principio de no confiscación es fundamental, porque de este se depende 
que la sociedad tenga oportunidad de  ahorrar e invertir y sobre esta base puede generarse el 
desarrollo económico y social. 
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CAPÍTULO III 
 
3. LA NATURALEZA JURÍDICA DEL RECARGO 
 
3.1.   EL RECARGO COMO INSTITUCIÓN JURÍDICA 
 
Para el desarrollo de esta tesis lamentablemente no se encontraron muchas  fuentes doctrinarias 
sobre el recargo en el Ecuador, ya que no se han  realizado muchos estudios sobre esta 
institución, con lo cual se justifica  el estudio investigativo de esta tesis. 
 
Se podría decir  que el recargo en materia tributaria es una institución relativamente nueva,  es 
por ello el  poco desarrollo doctrinario en comparación con otras instituciones del Derecho 
Tributario.  
 
La legislación que tiene más estudios doctrinarios y  aportes de gran importancia  sobre la el  
recargo es  España, país que incorpora por primera vez el recargo a través de la Ley 18-1991 del 
6 de junio de 1991, estableciendo diferentes tipos de recargo, pero que aún  sigue sin concretar 
la naturaleza jurídica y la constitucionalidad del recargo.  
 
La escasa información sobre  la figura del recargo genera que se den diversas interpretaciones 
sobre este, lo cual  genera confusión con otras instituciones que también nacen por el 
incumplimiento de la  obligación tributaria y específicamente de la deuda tributaria.  
 
El recargo surge para evitar el  incumplimiento de una obligación tributaria, para que el 
contribuyente pague a tiempo sus tributos, en nuestra legislación  la deuda tributaria se 
determina a través de tres sistemas, mencionados en el primer capítulo de esta tesis, el recargo 
se configura en el sistema de determinación a cargo del sujeto activo luego del proceso de 
determinación sea de modo directo, o presuntivo. 
 
En el Ecuador han existido tres tipos de infracciones: 
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 Faltas reglamentarias,  
 Contravenciones, y,  
 Delitos 
 
Y  sus respectivas sanciones tributarias:  
 
 Sanción pecuniaria.- intereses por mora y  multas. 
 Apremio real.- decomiso, incautación, entre otros.  
 Apremio personal.-  prisión o reclusión del sujeto pasivo.  
 
Doctrinariamente las multas son sanciones pecuniarias por el incumplimiento de una obligación 
tributaria, y el interés es el costo del dinero en el tiempo. El problema surge porque para muchos 
autores el recargo también es una sanción pecuniaria por el incumplimiento de una obligación 
tributaria, es decir, existiría una doble sanción  para el contribuyente incumplido. 
 
En el ámbito tributario ecuatoriano no existe precepto legal alguno que contenga la definición 
jurídica del término recargo, ya que solo se lo  menciona. Lo única información existente sobre 
el recargo en el Ecuador, son las sentencias emitidas por la Sala de Casación en materia 
Contencioso Tributaria, que señalan que el recargo tiene naturaleza sancionatoria, y la sentencia 
emitida por la Corete Constitucional que en cambio dice que el recargo tiene una naturaleza 
indemnizatoria y no viola ningún principio constitucional. 
 
El recargo existe en diferentes legislaciones, pero este se aplica en lugar de las multas o 
conjuntamente con los intereses, estableciéndose de esta manera una sola sanción o un solo 
efecto frente al incumplimiento de las obligaciones tributarias. 
 
Clavijo Hernández propone una definición del recargo  
 
“Aquella obligación accesoria o complementaria de naturaleza resarcitoria y punitiva, que 
se devenga por la presentación de autoliquidaciones o declaraciones fuera del plazo sin 
requerimiento previo de la Administración, siempre que de la autoliquidación resulte una 
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cantidad a ingresar, o tratándose de declaraciones, de la posterior liquidación de la 
Administración” (Clavijo Hernández, Las obligaciones tributarias accesorias, Revista 
Hacienda Canaria, edición digital, 2013, pág. 45). 
 
Clavijo Hernández sostiene que el recargo constituye una obligación accesoria y 
complementaria, que tiene una naturaleza mixta de resarcir y de sancionar. 
 
3.2.   NATURALEZA JURÍDICA 
 
Existen  diferentes puntos de vista sobre el recargo, unos lo consideran como una sanción, tanto 
en su faz preventivo-disuasoria como punitiva; otros  lo ven como una figura eminentemente de 
naturaleza indemnizatoria para resarcir costos de la administración; y, finalmente una posición 
mixta que incluye todos estos aspectos. 
  
Este recargo puede tener dos fines según la Administración Tributaria, aumentar las 
recaudaciones y que los contribuyentes paguen en su totalidad los impuestos y esta norma logre 
intimidarlos para su cumplimiento.  
 
En nuestra legislación existen tres Sentencias de Casación de procesos resueltos por la Sala de 
lo Contencioso Tributario. Los considerandos más importantes de las sentencias 310-2009, 391-
2009 y 138-2010 de la Sala, manifiestan el criterio de los Magistrados Nacionales, 
estableciendo un precedente jurisprudencial de aplicación obligatoria, el fallo de triple 
reiteración emitido el 4 de mayo de 2011 y publicado en el Registro Oficial N° 471 de 16 de 
junio de 2011, fallo que tiene fuerza de ley 
 
La sentencia 391-2009 39 del 9 de agosto de 2010.-  
 
“…SÉPTIMO: En cuanto a la pertinencia o no del recargo del 20% de la obligación tributaria, 
esta Sala advierte lo siguiente: i. La Ley que lo incorpora al Código Tributario fue publicada en 
el Tercer Suplemento al Registro Oficial No. 242 de 29 de diciembre de 2007; ii. El recargo 
tiene una naturaleza sancionatoria, que procura disuadir el incumplimiento de las obligaciones 
por parte del contribuyente, por lo que no puede ser entendido como un “reconocimiento por la 
actuación de la Administración en la determinación de la obligación” como pretende la 
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Administración Tributaria, pues ello es parte de su responsabilidad institucional; iii La 
irretroactividad de la ley implica, de modo absoluto, que sus disposiciones rigen para lo 
venidero, es decir, a partir de su vigencia. En el caso en cuestión, el proceso de determinación 
se inicia con la Orden respectiva que se emite el 27 de junio de 2007, esto es, mucho antes de la 
vigencia de la ley que establece el recargo, razón por la que no cabe su aplicación retroactiva, 
por estar expresamente prohibido por la Constitución Política de 1998 y ratificado por la 
Constitución vigente. Consiguientemente no se advierte la existencia de la errónea 
interpretación alegada por el recurrente…” (La Sentencia 391-2009, 2010). 
 
La Sala expresamente le da  una  naturaleza sancionatoria al recargo del 20% que se aplica a las 
actas de  determinación, ya que procura disuadir el incumplimiento de las obligaciones  por 
parte del sujeto pasivo y manifiesta que  no se le puede otorgar la naturaleza de  resarcimiento 
sobre una obligación que tiene la Administración Tributaria por  mandato de la ley,  también 
dice que  el recargo no puede aplicarse en las  actas de determinación que se hayan iniciado 
antes del 29 de diciembre de  2007,  fecha en que se promulgó la Ley Reformatoria para la 
Equidad Tributaria en la legislación tributaria  ecuatoriana. 
 
Sentencia 310-2009 de 30 de agosto de 2010.- 
 
“…SEXTO: Respecto a la presunta aplicación retroactiva de las regulaciones contenidas 
en la Ley de Equidad Tributaria, sobre el recargo del 20% que se ha hecho en la Orden de 
Cobro, la Sala advierte que la acción de impugnación no es el mecanismo idóneo para 
alegar “la inexistencia jurídica de la Ley porque la Asamblea Constituyente no tiene 
facultades legislativas” como sugiere el recurrente, pues se trata de una acción de 
impugnación de actos administrativos con efectos particulares y no de una acción de 
impugnación de actos normativos con efectos generales y menos una acción de 
inconstitucionalidad. Sin embargo, respecto a la aplicación del recargo, es de advertir que 
el proceso administrativo se inicia con la comunicación conminativa de 19 de diciembre de 
2007 y la ley entra en vigencia el 30 de diciembre del mismo año; además, el período 
impositivo que se analiza y sobre el que se determinan diferencias corresponde al ejercicio 
del año 2004, por lo que no cabe aplicaren forma retroactiva un recargo que rige para lo 
venidero, a partir de la vigencia de la Ley para la Equidad Tributaria…” (Sentencia 310-
2009 de 30 de Agosto, 2010). 
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Esta sentencia ratifica la irretroactividad del recargo. 
 
Sentencia 138-2010 de 25 de marzo de 2011.- 
 
“…SEXTO: Respecto a la presunta aplicación retroactiva que se ha hecho en el Acta de 
Determinación No. RLS-ATRADD2008-0002 impugnada, según las regulaciones 
contenidas en el art. 2 de la Ley Reformatoria para la Equidad Tributaria en el Ecuador, 
publicada en el Registro Oficial No. 242 del 29 de diciembre del 2007, que reforma el art. 
90 del Código Tributario que dice: agréguese un inciso final, con el siguiente texto: “La 
obligación tributaria así determinada causará un recargo del 20% sobre el principal” La 
Sala de lo Contencioso Tributario advierte que el proceso administrativo se inicia con la 
Orden de Determinación del 7 de marzo del 2007, la Ley por tratarse de un impuesto anual 
entra en vigencia el 01 de enero del 2008, pero el período impositivo que se analiza y sobre 
el que se determina diferencias corresponde al ejercicio del año 2004, por lo que no cabe 
aplicar en forma retroactiva un recargo que rige para lo venidero, a partir de la vigencia 
de la Ley Reformatoria para la Equidad Tributaria en el Ecuador, como así lo ha 
establecido esta Sala en casos similares...” (Sentencia 138-2010 de 25 de Marzo, 2011). 
 
En esta sentencia también se establece la irretroactividad del recargo, ratificando las dos 
sentencias anteriores para lo cual puede establecerse un Fallo de Triple Reiteración sobre la 
irretroactividad del recargo del 20% en las Actas de Determinación, y también sobre  la 
naturaleza sancionatoria del recargo. 
 
Fallo de triple reiteración, publicado en el  Registro Oficial  No. 471 de 16 de junio 
de 2011, que resuelve.- 
 
“…PRIMERO: El recargo del 20% sobre el principal que se aplica en aquellos casos en 
que el sujeto activo ejerce su potestad determinadora de forma directa, incorporado en el 
segundo inciso del art. 90 del Código Tributario por el art. 2 del Decreto Legislativo No. 
000, publicado en Registro Oficial Suplemento 242 de 29 de Diciembre del 2007, tiene una 
naturaleza sancionatoria, pues, procura disuadir el incumplimiento de las obligaciones por 
parte del contribuyente. Al constituir el recargo del 20% sobre el principal una sanción, 
deben aplicársele las normas que sobre la irretroactividad de la ley penal contienen la 
Constitución, el Código Tributario y el Código Penal, así como las normas sobre la 
irretroactividad de la ley tributaria, que mandan que las sanciones rigen para lo venidero, 
63 
es decir, a partir de su vigencia. En consecuencia, no cabe que se aplique el recargo del 
20% a las determinaciones iniciadas con anterioridad a la entrada en vigencia de la 
reforma, esto es, al 29 de diciembre de 2007, como tampoco cabe que se lo aplique a las 
determinaciones iniciadas con posterioridad a esa fecha, pero que se refieran a ejercicios 
económicos anteriores al 2008...” (R.O 471, 2011). 
 
Así como también existe una sentencia emitida por la Corte Constitucional en la que niega la 
inconstitucionalidad del recargo establecido en el artículo 90 del Código Orgánico Tributario. 
 
SENTENCIA Nº 008-12-SIN-CC  del  10 de abril del 2012 
 
II. CONSIDERACIONES Y FUNDAMENTOS DE LA CORTE CONSTITUCIONAL  
 
…El recargo introducido en el artículo 90 del Código Tributario, tiene una naturaleza 
indemnizatoria, disuasiva y resarcitoria, que persigue impulsar al sujeto pasivo a que 
liquide sus impuestos conforme a la ley, y de no ser el caso, indemnizar a la administración 
pública por el costo en el que incurre por llevar a cabo el proceso determinativo, por el 
cual se establece un mayor impuesto a pagar a favor del fisco; el recargo tiene lugar 
cuando existe un perjuicio o retraso en un pago, es decir, tiene relación directa con la 
obligación adeudada. La ley se presume que es conocida por todos, por tanto el 
contribuyente conoce los plazos para declarar sus obligaciones tributarias; y si no lo hace, 
aquello le va a generar el pago de intereses y multas. Por lo tanto, no hace falta resolución 
previa para establecer que el infractor ha violado la ley; si el sujeto pasivo no está de 
acuerdo con la sanción impuesta o con la determinación con sanción, puede ejercer los 
recursos administrativos y judiciales que considere pertinentes... (Sentencia Nº 008-12-
SIN-CC, 2012). 
 
Por  dictada por la Corte Constitucional se declara la constitucionalidad de la figura del recargo 
tributario;  mediante la cual la Administración Tributaria determina un valor a pagar por parte 
del contribuyente, este  aplica automáticamente un adicional de un 20% sobre el principal, a 
título de recargo, declarándolo de naturaleza indemnizatoria, ya que lo que se busca es que 
el contribuyente cumpla a tiempo con sus obligaciones conforme lo establece la ley, y si 
no cumplen deben indemnizar a la Administración Tributaria. 
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3.3   PLANTEAMIENTOS TEÓRICOS 
 
3.3.1 El recargo como sanción 
 
Héctor Belisario Villegas, afirma que el recargo es similar  a los intereses por lo cual debe ser 
visto como sanción, ya que estos se encuentran enmarcados dentro de las sanciones. 
 
“Se planteó tanto en doctrina como en jurisprudencia una polémica respecto a la 
naturaleza jurídica de los entonces llamados ‘recargos’. Algunos teóricos sustentaron que 
los recargos eran de naturaleza civil; otros opinaron que eran accesorios del impuesto; 
alguna resolución jurisprudencial sostuvo que el recargo tenía una naturaleza sui generis. 
Por último, la doctrina y jurisprudencia predominantes en el país asignaron a los recargos 
el carácter de una sanción penal”. (Villegas H. B., 2007, pág. 334). 
 
En diferentes legislaciones el recargo es visto de manera diferente, unos mantienen que es una 
sanción más, otros lo ven como una indemnización para subsanar el daño que ocasiona a las 
finanzas del Estado el no pago de impuestos dentro del tiempo establecido. 
 
Demostrar la intencionalidad del contribuyente que incurre en una declaración falsa o inexacta, 
es complicado pues esto puede deberse a diversas razones, difíciles de probar por la 
Administración Tributaria, por lo que  aplicar el recargo es lo que creen más conveniente para 
que el  contribuyente cumpla con sus obligaciones de manera correcta. 
 
Lo que se busca con  el recargo es que el contribuyente pague sus tributos, dentro de los plazos 
legalmente establecidos y así obtener los recursos que el Estado necesita. 
 
Mario A. Prado M., afirma sobre el recargo que  
 
“…viene a ser una sanción que el legislador impone al sujeto pasivo, en razón de que su 
declaración no ha sido presentada correctamente y ha sido la administración tributaria 
quien ha debido establecer la verdadera cuantía del tributo. Las consecuencias que se 
derivan del carácter punitivo del recargo son las siguientes: 
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a) Al presentar su declaración, el sujeto pasivo pudo haber incurrido en errores u omisiones; la 
administración tributaria al ejercer la facultad determinadora, podría advertir la existencia de 
tales errores u omisiones y corregirlos, lo cual provocaría que se genere el recargo del 20 por 
ciento que debe satisfacer el sujeto pasivo. 
 
b) El conflicto que se presenta por la aplicación del 20 por ciento es el siguiente: el Art. 314 del 
Código Tributario define la infracción tributaria”20, mientras que el Art. 315 del mismo cuerpo 
legal define la defraudación, las contravenciones y las faltas reglamentarias. Si la omisión o 
error cometido por el sujeto pasivo al presentar su declaración llega a configurar una 
infracción tributaria (defraudación, contravención o falta reglamentaria) y el recargo del 20 por 
ciento sobre la diferencia establecida por la administración que se analiza es punitivo ¿cabrá 
que se le imponga adicionalmente una sanción por contravención o falta reglamentaria o que se 
inicie una instrucción fiscal por el delito de defraudación? 
 
c) El caso que se analiza implica que un mismo hecho —haber incurrido en errores u omisiones 
en la declaración de impuestos— pueda llegar a ser sancionado más de una vez. En efecto, 
primero el sujeto pasivo deberá pagar el recargo del 20 por ciento y luego podría ser sujeto de 
las sanciones previstas para las infracciones tributarias. Este punto es especialmente relevante 
pues, a diferencia del contenido formal de otras normas tributarias que establecen que en caso 
de concurrencia de infracciones, se aplicarán las sanciones que procedan según lo previsto por 
el Libro Cuarto del Código Tributario, en la sección del ilícito tributario, la reforma que se 
analiza nada dice al respecto, lo que podría ser utilizado para la aplicación del principio in 
dubio pro reo, es decir que se aplique la sanción que más favorezca al sujeto pasivo. 
 
d) En el caso de que el recargo del 20 por ciento sea mayor que las penas que se imponen por 
las contravenciones (multa de US$ 30 a US$ 1.500) o de las faltas reglamentarias (multa de 
US$30 a US$ 1.000) y si los errores u omisiones de la declaración de impuestos llegan a 
configurar una contravención o una falta reglamentaria, el sujeto pasivo bien podría alegar que 
se le aplique la sanción menor, promoviendo una acción para negarse a pagar el 20 por ciento. 
 
d) Si los errores u omisiones de la declaración reúnen los elementos constitutivos de una 
defraudación tributaria, ¿En que quedaría la acción penal tributaria?, ¿Podría iniciarse la 
instrucción fiscal si el sujeto pasivo ya ha pagado el recargo del 20 por ciento previsto en la 
norma que se analiza?, ¿Cabria sostener que el pago de ese recargo – una verdadera sanción- 
enervo la sanción penal?” (Prado, Licto Garzón, & Valarezo, 2008, pág. 15) 
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Según este autor surgen varias interrogantes debido a vacíos legales sobre este tema, la falta de 
desarrollo normativo hace que se den diferentes interpretaciones sobre el recargo incorporado en 
la legislación ecuatoriana, este según Prado tendría carácter punitivo-represivo por lo cual el 
contribuyente tendría que pagar intereses, multas y el mencionado recargo, y obviamente la 
obligación principal. 
  
 
A mi parecer, los recargos, presentan un carácter sancionador, ya que se los impone por el 
incumplimiento del contribuyente y  la cuantía que se fija supera los límites de la naturaleza 
indemnizatoria. 
 
 
Suponiendo que la Administración Tributaria sufriera un daño al ejercer su facultad 
determinadora, la indemnización llamada   recargo no podría ser igual en todos los casos; no se 
debería  partir de una tasa porcentual fija en todos los casos. 
 
 
El ejercicio de la potestad determinadora que tiene la Administración  no puede ser considerado 
como un daño, cuando está obligado por la Ley y tiene como su obligación el verificar el 
adecuado cumplimiento de las obligaciones tributarias por parte de los contribuyentes. 
 
 
3.3.2 El recargo como indemnización.  
 
 
Diferentes autores concuerdan en que el recargo tiene una naturaleza indemnizatoria que se 
produce por el trabajo adicional que la administración realiza en ejercicio de su facultad 
determinadora cuando el contribuyente no cumple con su obligación tributaria, o lo hace de 
manera errada. 
 
 
 
Para nuestro mejor entendimiento mencionare algunos puntos sobre la facultad determinadora, 
esta es  otorgada por el Estado  que tiene como principal objetivo precautelar el interés colectivo 
de los ciudadanos. Es así que la Administración Pública, a través de sus diferentes órganos, 
resguarda este interés mediante la aplicación de un conjunto de potestades exorbitantes que 
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están dirigidas a crear, modificar o extinguir derechos a través de la expedición de actos 
unilaterales. 
 
 
Según  Eduardo García de Enterría y Ramón Fernández, la Administración Pública se refiere a: 
“la actividad concreta del Estado dirigida a la satisfacción de las necesidades colectivas, de manera 
directa e inmediata.” 
 
 
Para garantizar los derechos de los ciudadanos la Administración pública ejerce facultades que  
tienen el fin de precautelar los derechos de los ciudadanos. 
 
 
La Constitución de la República del Ecuador en su artículo 227, dice: 
 
 
“La administración pública constituye un servicio a la colectividad que se rige por los 
principios de eficacia, eficiencia, calidad, jerarquía, desconcentración, descentralización, 
coordinación, participación, planificación, transparencia y evaluación.” (García de 
Enterría & Fernández, 1975). 
 
 
La Administración pública,  ejerce sus funciones y cumple sus fines a través de las diferentes 
potestades administrativas que se les otorga y se  materializan a través de actos administrativos, 
estas facultades deben estar en concordancia con el principio de legalidad. 
 
 
Las potestades administrativas otorgadas a los órganos de la administración pública deben estar 
establecidas en la ley, las que les facultan para constituir, modificar o extinguir situaciones 
jurídicas de las que son titulares activos los administrados. 
 
 
La Administración Tributaria tiene diferentes potestades dentro de estas están: la de aplicación 
de la ley, la de resolución de reclamos y recursos de los sujetos pasivos, la potestad 
sancionadora, la de recaudación de los tributos, y la de determinar las obligaciones tributarias. 
Dentro del tema a tratar el  (Código Orgánico Tributario, 2012), en su Art. 68  dice: 
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Art. 68.- Facultad determinadora.- La determinación de la obligación tributaria, es el acto 
o conjunto de actos reglados realizados por la administración activa, tendientes a 
establecer, en cada caso particular, la existencia del hecho generador, el sujeto obligado, 
la base imponible y la cuantía del tributo. 
 
 
El ejercicio de esta facultad comprende: la verificación, complementación o enmienda de las 
declaraciones de los contribuyentes o responsables; la composición del tributo correspondiente, cuando 
se advierta la existencia de hechos imponibles, y la adopción de las medidas legales que se estime 
convenientes para esa determinación. 
 
 
El mismo código en  su Art. 87 dice: 
 
 
…La determinación es el acto o conjunto de actos provenientes de los sujetos pasivos o 
emanados de la administración tributaria, encaminados a declarar o establecer la 
existencia del hecho generador, de la base imponible y la cuantía de un tributo… (Código 
Orgánico Tributario, 2012) 
 
Es decir que: 
 
 
 La determinación tributaria la pueden realizar los sujetos pasivos, la administración 
tributaria, o de modo mixto como se mencionó más ampliamente en el capítulo primero 
de esta tesis. 
 
 
  La facultad determinadora tiene como fin determinar el impuesto que debe pagar el 
contribuyente de acuerdo con la ley. 
 
 
La potestad determinadora  la ejerce la Administración Tributaria, sobre la base de la 
información proporcionada por los contribuyentes  para que el Estado realice el control 
tributario, con el fin de establecer  la existencia del hecho generador, el sujeto obligado, la base 
imponible y la cuantía del tributo, en base al procedimiento establecido en las normas 
tributarias. 
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 Según Villegas, la facultad de la administración: 
 
a) Procede cuando dicho procedimiento está expresamente establecido por la Ley;  
b) Procede cuando el sujeto pasivo no presenta la declaración  correspondiente en los 
supuestos en que está obligado a hacerlo, o cuando en los casos de determinación mixta 
el sujeto pasivo no aporta los datos que le pide el fisco; y,  
c) Procede cuando la declaración que presenta el sujeto pasivo o los datos que denuncia 
son impugnados. 
 
Dicho esto mencionemos a algunos autores que sostienen que  el recargo es  indemnizatorio. 
 
García Frías y Soler Roch, este tipo de recargos son prestaciones accesorias a las que no abarca 
imputar naturaleza tributaria, su naturaleza es fundamentalmente indemnizatoria. 
  
Según (Clavijo Hernández, Ferrreiro Llapatza, Pérez Royo, & Queralt, 1996, pág. 747), el 
recargo es una prestación pecuniaria de orden financiero... estas prestaciones no 
constituyen la sanción de un acto ilícito, que deben ser establecidas por la ley y que se 
hacen efectivas mediante el desarrollo de la actividad financiera de la administración". 
 
(Ballarín, Los ingresos tributarios, 1995, pág. 234), afirma:  
 
“Ante el incumplimiento de la deuda tributaria, dentro del plazo, el derecho de crédito del 
ente público que se erige en el sujeto activo del tributo se ve dañado y para reparar ese 
perjuicio patrimonial se prevé el devengo de los recargos de naturaleza indemnizatoria”. 
 
El recargo en si no tendría una naturaleza tributaria pues no comparte el hecho generador que da 
origen a la obligación tributaria, es más bien accesoria a la obligación principal, cuando existe 
un retraso en el pago por lo cual se ve  afectado el interés financiero del Estado. 
 
En nuestro país esta postura la comparte la  Corte Constitucional en la sentencia 008-12-SIN-
CC; al consagrar que el  recargo tributario, tiene una naturaleza indemnizatoria y resarcitoria. 
70 
Pero analicemos  lo que implica la  indemnización, para que esta exista previamente debe 
configurarse un daño en la víctima el mismo que debe ser demostrado y sujeto a reparación.  
 
El daño es resarcible, siempre que cumpla los siguientes requisitos: cierto, actual o futuro, 
subsistente, propio, que haya afectación a un derecho subjetivo, significativo y que exista nexo 
de causalidad entre el agente provocador y el daño. 
 
La Corte Constitucional en Sentencia No. 0088-12-SIN CC de fecha 10 de Abril de 2012 
consideró que: 
 
…El recargo introducido en el artículo 90 del Código Tributario, tiene una naturaleza 
indemnizatoria, disuasiva y resarcitoria, que persigue impulsar al sujeto pasivo a que 
liquide sus impuestos conforme a la ley, y de no ser el caso, indemnizar a la administración 
pública por el costo en el que incurre por llevar a cabo el proceso determinativo, por el 
cual se establece un mayor impuesto a pagar a favor del fisco; el recargo tiene lugar 
cuando existe un perjuicio o retraso en un pago, es decir, tiene relación directa con la 
obligación adeudada… (Corte Constitucional, 2012). 
 
Además se menciona que el recargo establecido en el artículo 90 del Código Tributario es el 
costo que genera a la administración el ejercicio de la facultad determinadora, imputable al 
sujeto pasivo, no es una sanción, que las  sanciones están especificadas en el artículo 323 del 
Código Tributario, las que se  aplicarán sin perjuicio del cobro de los correspondientes tributos 
y de los intereses de mora desde la fecha en que se causaron las obligaciones tributarias.  
 
3.3.3 Posición mixta 
 
La falta de información, y la deficiente redacción de las leyes,  hace que exista una diversidad 
de interpretaciones sobre el recargo que lo único que generan es más confusión.  
 
El recargo tributario para ciertos autores tiene características tanto sancionatorias como 
indemnizatorias.  
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Según (Ballarín, Notas sobre el ámbito objetivo de aplicación del artículo 61.3 de la Ley 
General Tributaria, 1997, pág. 64), recargos son “…aquellos a través de los cuales pretende 
cumplirse una función en parte indemnizatoria y en parte sancionadora, resultando por tanto 
asimilables a las cláusulas penales que las partes pueden pactar en el ámbito de las relaciones civiles 
para el caso de incumplimiento de las obligaciones”. 
 
Francisco Clavijo Hernández define a los recargos como”…aquella obligación accesoria o 
complementaria de naturaleza resarcitoria y punitiva, que se devenga por la presentación de 
autoliquidaciones o declaraciones fuera de plazo… (Clavijo Hernández, 2013) 
 
El recargo tributario, por un lado, tiene un sentido preventivo-disuasorio para incitar al 
contribuyente, bajo la amenaza de aumentar la carga, el pago del tributo y el cumplimiento de 
sus deberes y obligaciones; y, por otro, represivo, ya que busca exigir el pago de un valor 
además del pago de la obligación principal, por falta de declaración y pago en el tiempo 
establecido por la ley; o por haber incurrido en error e inexactitud en la información presentada 
lo cual  genera un pago menor al que corresponde en la realidad. 
 
Es indemnizatoria ya que estos impuestos son de gran importancia para el  presupuesto general 
del Estado y su falta de pago, pago fuera del tiempo establecido, o pago en menor cantidad,  
produce una reducción en las finanzas públicas, agravada por el trabajo adicional de la 
Administración Tributaria. 
 
El  recargo es un recurso utilizado por el Estado para obtener más ingresos ya sea con el fin de 
indemnizar, disuadir, o castigar la falta de pago del tributo dentro del plazo establecido, o del 
cumplimiento inexacto en la presentación de las declaraciones. 
Para (Soler Roch, 1974, págs. 166, 167 y 169): 
 
…la función de estos recargos era compensar la lesión producida en el interés al 
cumplimiento puntual de la obligación tributaria, pero también la de proceder como 
medida coercitiva o de garantía tendente a reforzar ese cumplimiento puntual, presentando 
«un matiz sancionador: equivale a una penalidad por incumplimiento, aún sin abandonar 
las funciones de resarcimiento y la coercitiva o de garantía del pago puntual.” 
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Según (González Sánchez M. , 1982, pág. 494)…El carácter intimidatorio del recargo, 
decía, era por su cuantía del 20 por ciento; en cambio, su carácter indemnizatorio o 
resarcitorio se debía a su configuración o finalidad, pues era un recargo que tendía «a 
compensar el daño causado a la Hacienda por el pago fuera de plazo…” 
 
El recargo tributario, tendría entonces  elementos sancionatorios e indemnizatorios. 
Sancionatorios para  promover  el cumplimiento de la ley y  para evitar  que el contribuyente 
declare en menor cantidad sus impuestos. Indemnizatorios por ocasionar un perjuicio financiero 
al Estado por la falta de captación, captación tardía o captación menor de los ingresos tributarios 
que deben pagar los contribuyentes y que además  implica la Administración Tributaria realice 
mayores esfuerzos para determinar el importe real del tributo. 
 
(Cortéz Dominguez & Delgado, 1999, pág. 75), afirma: 
 
“….lo importante no es que el contribuyente declare, autoliquide e ingrese el pago, sino 
conseguir que el contribuyente declare autoliquide e ingrese el pago sin que la 
administración tenga que proceder al descubrimiento de los hechos imponibles como 
consecuencia de su actividad inspectora. (…) la progresiva participación e intervención 
del contribuyente en el procedimiento de aplicación de los tributos se manifiesta de entre 
otras formas en una modificación de los efectos jurídicos que producen las actuaciones de 
los sujetos que intervienen en el mismo”. 
 
El recargo, compensa el costo añadido al momento de realizar la verificación, complementación 
o enmienda de la declaración, aunque también por falta de pago o de pago tardío tal como se 
desprende del propio Art. 90 del Código Orgánico Tributario. 
 
A mi parecer la reparación de un daño tiene que darse de acuerdo a cada caso y no de una 
manera generalizada, es injusto que para todos sea el porcentaje de un 20%, la aplicación de este 
elevado porcentaje  a mi parecer convierte a este recargo en sancionatorio. 
 
Este recargo requiere más análisis, para que el contribuyente ni el Estado salgan afectados.  
 
 
73 
3.3  EL RECARGO EN LA LEGISLACIÓN ECUATORIANA 
 
El recargo tributario fue incorporado en nuestro Código Tributario por Decreto Legislativo No. 
000, publicado en Registro Oficial Suplemento 242 de 29 de Diciembre del 2007, establecido en 
el Art. 2 de la Ley Reformatoria para la Equidad Tributaria sancionada por la Asamblea 
Constituyente de Montecristi, que modifica el Art. 90 del Código Orgánico Tributario, el cual 
dice textualmente: 
 
Art. 90.- Determinación por el sujeto activo.- El sujeto activo establecerá la obligación 
tributaria, en todos los casos en que ejerza su potestad determinadora, conforme al 
artículo 68 de este Código, directa o presuntivamente. 
La obligación tributaria así determinada causará un recargo del 20% sobre el principal. 
(Código Orgánico Tributario, 2012). 
 
El recargo se incorpora como una institución adicional distinta de los intereses y la multa, el 
cual consiste en el aumento de la obligación tributaria como consecuencia de la aplicación de un 
porcentaje sobre la obligación. 
 
El recargo tiene carácter de accesorio ya que el mismo aplica en la medida que existe una 
obligación determinada por el sujeto activo, a mi parecer de naturaleza  sancionatoria, ya que el 
mismo aplica cuando el sujeto pasivo ha omitido en todo o en parte haber declarado y pagado la 
obligación tributaria debida y por ello  la Administración Tributaria debe determinar el valor 
que debiendo declararse y pagarse no se lo ha hecho. 
 
También debemos tener en cuenta que  el porcentaje adicional de 20% que implica el recargo 
sobrepasa una naturaleza resarcitoria, si consideramos que el perjuicio al Estado se valora a 
través de intereses moratorios del 1,5 la tasa activa fijada por el Banco Central del Ecuador.  
 
Este recargo ha generado varias interpretaciones  e interrogantes como si nos encontramos ante 
una violación de la Constitución de la República del Ecuador;  en el caso de que se estuviera 
aplicando una doble sanción por una misma infracción al imponer  una  multa y el recargo, 
como se determina en el artículo 76 que dice. 
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Art. 76.- En todo proceso en el que se determinen derechos y obligaciones de cualquier orden, se 
asegurará el derecho al debido proceso que incluirá las siguientes garantías básicas: 
 
7. El derecho de las personas a la defensa incluirá las siguientes garantías: 
 
i) Nadie podrá ser juzgado más de una vez por la misma causa y materia. Los casos resueltos 
por la jurisdicción indígena deberán ser considerados para este efecto. (Constitución de la 
República del Ecuador, 2008) 
 
Non bis in idem, aforismo latino que los romanos usaban para explicar el principio general del 
derecho, que manifiesta que nadie puede ser juzgado dos veces por un mismo acto, se menciona 
este principio porque el recargo se encuentra en una situación en la que,  se aprecia  la 
aplicación de dos sanciones sobre un mismo tema es decir  la falta o errónea  declaración  de 
impuestos por parte del sujeto pasivo. 
 
El recargo en su esencia es una sanción, la misma aplica para las obligaciones tributarias que 
debían  y deben  declararse a partir de la publicación de la reforma en el Registro Oficial, es 
decir a partir del 30 de diciembre de 2007, es decir no aplicaría para las determinaciones 
realizadas sobre tributos cuya declaración o pago era exigible con anterioridad al 30 de 
diciembre de 2007. Ello en aplicación de lo dispuesto por el artículo 76, numeral tercero de la 
Constitución de la República del Ecuador: 
 
Art. 76.- En todo proceso en el que se determinen derechos y obligaciones de cualquier 
orden, se asegurará el derecho al debido proceso que incluirá las siguientes garantías 
básicas: 
3. Nadie podrá ser juzgado ni sancionado por un acto u omisión que, al momento de 
cometerse, no esté tipificado en la ley como infracción penal, administrativa o de otra 
naturaleza; ni se le aplicará una sanción no prevista por la Constitución o la ley. Sólo se 
podrá juzgar a una persona ante un juez o autoridad competente y con observancia del 
trámite propio de cada procedimiento. (Constitución de la República del Ecuador, 2008) 
 
 La condición para que aplique este recargo es que el tributo sea determinado por el sujeto 
activo. En nuestro país  la Administración Tributaria mantiene que el recargo del 20% que 
aplica sobre la obligación principal no es una sanción ya que no está prevista en el artículo 323 
del Código Orgánico Tributario, que manifiesta.              
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3.4 LA MULTA EN MATERIA TRIBUTARIA 
 
La multa es el pago de una suma de dinero, que tiene por cometido el mantenimiento del orden 
jurídico, de allí su connotación preventivo-represiva. 
 
La multa viene a ser  una sanción que de manera general responde a un incumplimiento de una 
obligación tributaria, la sustanciación de procedimientos tributarios conducentes a la imposición 
de multas, y de sanciones en general, por contravenciones y faltas reglamentarias, corren 
estrictamente en el ámbito administrativo y  no solo por  incumplimiento de normas adjetivas, 
sino también, al incumplimiento de deberes formales. 
 
La multa es una pena aplicable a las infracciones tributarias según nuestro Código Orgánico 
Tributario en su artículo 323, que dice: 
 
Art. 323.- Penas aplicables.- Son aplicables a las infracciones, según el caso, las penas 
siguientes: 
 
a) Multa; 
b) Clausura del establecimiento o negocio; 
c) Suspensión de actividades; 
d) Decomiso; 
e) Incautación definitiva; 
f) Suspensión o cancelación de inscripciones en los registros públicos; 
g) Suspensión o cancelación de patentes y autorizaciones; 
h) Suspensión o destitución del desempeño de cargos públicos; 
i) Prisión; y, 
j) Reclusión Menor Ordinaria 
 
Estas penas se aplicarán sin perjuicio del cobro de los correspondientes tributos y de los 
intereses de mora que correspondan desde la fecha que se causaron. 
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Estos tributos e intereses se cobrarán de conformidad con los procedimientos que 
establecen los libros anteriores. (Código Orgánico Tributario, 2012). 
 
La Administración Tributaria podrá establecer multas y otras sanciones, ante el incumplimiento 
de los deberes formales que los sujetos pasivos están obligados a cumplir,  y que el art. 96 
Código Orgánico Tributario se encarga de citar, siendo los siguientes: 
 
Art. 96.- Deberes formales.- Son deberes formales de los contribuyentes o responsables: 
 
1. Cuando lo exijan las leyes, ordenanzas, reglamentos o las disposiciones de la respectiva 
autoridad de la administración tributaria: 
a) Inscribirse en los registros pertinentes, proporcionando los datos necesarios relativos a su 
actividad; y, comunicar oportunamente los cambios que se operen; 
b) Solicitar los permisos previos que fueren del caso; 
c) Llevar los libros y registros contables relacionados con la correspondiente actividad 
económica, en idioma castellano; anotar, en moneda de curso legal, sus operaciones o 
transacciones y conservar tales libros y registros, mientras la obligación tributaria no esté 
prescrita; 
d) Presentar las declaraciones que correspondan; y, 
e) Cumplir con los deberes específicos que la respectiva ley tributaria establezca. 
2. Facilitar a los funcionarios autorizados las inspecciones o verificaciones, tendientes al 
control o a la determinación del tributo. 
3. Exhibir a los funcionarios respectivos, las declaraciones, informes, libros y documentos 
relacionados con los hechos generadores de obligaciones tributarias y formular las 
aclaraciones que les fueren solicitadas. 
4. Concurrir a las oficinas de la administración tributaria, cuando su presencia sea requerida 
por autoridad competente. 
 
Art. 97.- Responsabilidad por incumplimiento.- El incumplimiento de deberes formales 
acarreará responsabilidad pecuniaria para el sujeto pasivo de la obligación tributaria, sea 
persona natural o jurídica, sin perjuicio de las demás responsabilidades a que hubiere lugar. 
(Código Orgánico Tributario, 2012). 
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Se dispone igualmente en el COT (arts. 349 y 351.1) que las multas que se impongan por 
contravenciones irán entre 30 y 1.500 dólares de los Estados Unidos de América, salvo 
previsión de sanción específica. 
 
En el caso de las faltas reglamentarias, las multas estarán entre un valor mínimo de 30 y 
máximo de 1.000 dólares de los Estados Unidos de América. 
 
En ambos casos no se excluyen otras sanciones que puedan derivarse del cometimiento de 
infracciones tributarias; el pago de la multa tampoco exime del cumplimiento de la obligación 
tributaria, de los deberes formales, o de los procedimientos, requisitos y más exigencias 
previstas en las leyes tributarias, administrativas o jurisdiccional, en cada caso, observando las 
circunstancias que hayan concurrido en la infracción. 
 
En conclusión, la multa es una  sanción por el  incumplimiento de la obligación tributaria, 
fijándose a través de está el valor que se deberá pagar al Fisco por el perjuicio que le pudiere 
ocasionar en caso de que el contribuyente no cumpla en la legal y debida forma la totalidad de la 
obligación tributaria. Así también se debe concluir que la multa es un recargo de tipo 
sancionatorio  por cuanto tiene la naturaleza sancionatoria, con las características propias de 
sanción penal. 
 
3.5 EL INTERÉS EN MATERIA TRIBUTARIA 
 
Es una prestación accesoria que se exigirá a los obligados tributarios y sujetos infractores como 
consecuencia de la realización de un pago fuera de plazo o de un cobro improcedente. 
 
Para la mayoría de  autores, el interés por demora en el pago de la obligación tributaria responde 
al resarcimiento y compensación que tiene el Estado frente al incumplimiento de la obligación 
tributaria por parte del contribuyente –responsable,  esto debido a que la cuota tributaria que 
debe estar disponible para el Fisco en un determinado tiempo y que no ha sido pagada para ese 
determinado tiempo con lo cual la Administración se ve resarcida a través del interés por 
demora. 
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El interés es propio de las obligaciones de dinero,  las obligaciones de dinero tienen su 
naturaleza en recibir, a más de la obligación principal, un valor accesorio que se podría 
denominar recargo. Sin embargo, la naturaleza propia de las obligaciones de dinero tiene su 
fundamento en el interés que estas le puedan producir. 
 
Clavijo propone definir a los intereses por demora como obligaciones accesorias o 
complementarias de carácter compensatorio, cuya finalidad es resarcir el daño causado a la 
Hacienda Pública, por el retraso en la disponibilidad de las cantidades ingresadas tardíamente o 
disfrutadas de modo indebido. (Clavijo Hernández, Las obligaciones tributarias accesorias, 
Revista Hacienda Canaria, edición digital, 2013, pág. 39). 
 
Nuestro  Código Tributario se refiere a  los intereses dentro de la obligación tributaria en su 
capítulo tres de la siguiente manera: 
 
De los intereses. 
 
Art. 21.- Intereses a cargo del sujeto pasivo.-La obligación tributaria que no fuera 
satisfecha en el tiempo que la ley establece, causará a favor del respectivo sujeto activo y 
sin necesidad de resolución administrativa alguna, el interés anual equivalente a 1.5 veces 
la tasa activa referencial para noventa días establecida por el Banco Central del Ecuador, 
desde la fecha de su exigibilidad hasta la de su extinción. Este interés se calculará de 
acuerdo con las tasas de interés aplicables a cada período trimestral que dure la mora por 
cada mes de retraso sin lugar a liquidaciones diarias; la fracción de mes se liquidará como 
mes completo. 
 
Este sistema de cobro de intereses se aplicará también para todas las obligaciones en mora 
que se generen en la ley a favor de instituciones del Estado, excluyendo las instituciones 
financieras, así como para los casos de mora patronal ante el Instituto Ecuatoriano de 
Seguridad Social. (Código Tributario, 2013) 
De acuerdo con lo previsto en el artículo 21 del Código Tributario Codificado y en el artículo 1 
de la Ley Reformatoria para la Equidad Tributaria en el Ecuador, que establece que el interés 
anual por obligación tributaria no satisfecha equivaldrá a 1,5 veces la tasa activa referencial para 
noventa días determinada por el Banco Central del Ecuador. 
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Tabla 1: Tasas de Interés Trimestrales por Mora Tributaria 
 
 
En porcentajes  
 
AÑO / 
TRIMESTR
E  
2005  2006  2007  2008  2009  2010  2011  2012  2013  
Enero - 
Marzo  
0,736  0,824  0,904  1,340  1,143  1,149  1,085  1,021  1,021  
Abril - 
Junio  
0,825  0,816  0,860  1,304  1,155  1,151  1,081  1,021  1,021  
Julio - 
Septiem
bre  
0,814  0,780  0,824  1,199  1,155  1,128  1,046  1,021  1,021  
Octubre 
- 
Diciemb
re  
0,712  0,804  0,992  1,164  1,144  1,130  1,046  1,021  1,021  
                                      Fuente: Banco Central del Ecuador  
Elaboración: Centro de Estudios Fiscales 
 
 
3.6 EL RECARGO DEL 20% EN LAS ACTAS DE DETERMINACIÓN 
 
El recargo del 20% sobre las Actas de Determinación, se establece una vez que se ha cumplido 
el proceso determinativo por parte de la Administración Tributaria a través del sistema de 
determinación, directo o presuntivo.  
 
 
El fundamento legal responde al segundo inciso del artículo 90 del Código Tributario 
incorporado por la mencionada Ley Reformatoria de Equidad Tributaria para el Ecuador: 
Art. 90.- Determinación por el sujeto activo.- 
El sujeto activo establecerá la obligación tributaria, en todos los casos en que ejerza su 
potestad determinadora, conforme al artículo 68 de este Código, directa o 
presuntivamente. 
La obligación tributaria así determinada causará un recargo del 20% sobre el principal.  
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Mucho se discute sobre la legalidad de la aplicación de este recargo retroactivamente, sin 
embargo cabe mencionar que el Servicio de Rentas Internas (Administración Tributaria), desde 
el 30 de diciembre de 2007 ha aplicado el recargo mencionado en todas sus actas de 
determinación, un ejemplo seria el siguiente reclamo administrativo: 
 
Resolución del reclamo administrativo 109012008RREC011070 
 
El Gral. (sp) Ángel Córdova Carrera, en calidad de Gerente General y Representante legal de la 
Terminal Aeroportuaria de Guayaquil S.A (TAGSA), presenta un reclamo administrativo el 24 
de junio del 2008, ante el SRI, y esta institución, luego de analizar el reclamo presentado. (SRI, 
2007). 
 
Esta resolución opera en virtud del reclamo del actor de que se deje sin efecto las glosas 
contenidas en el acta de determinación tributaria Nº 0920080100204, levantada por concepto de 
impuesto a la renta por el ejercicio económico 2004. La pretensión específica de TAGSA es que 
en la liquidación de los valores a pagar no se incluya el recargo del 20%, pues considera que 
sólo se puede aplicar a las determinaciones que realice la Administración Tributaria a partir del 
ejercicio económico 2008 y siguientes. La administración, por su parte, ratifica el recargo sobre 
el impuesto a pagar resultante de la determinación directa efectuada. 
 
El Servicio de Rentas Internas contesta  que los procesos de determinación que hayan iniciado o 
concluido después de la reforma se debe establecer el recargo del 20%, según lo determina la 
ley, dado que el recargo tiene un carácter disuasivo, resarcitorio e indemnizatorio que viene a 
compensar el costo adicional que significa para la administración haber iniciado un proceso de 
determinación, identificándose el recargo como una prestación tributaria de carácter accesorio. 
 
La  Administración Tributaria mantiene su posición de que el recargo es indemnizatorio, 
justificando así su aplicación.  
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Pronunciamiento del Tribunal Distrital de lo Fiscal 
 
En la causa de Impugnación interpuesta por el Gral. (SP) Ángel Córdova Carrera, Gerente 
General y Representante Legal de la TERMINAL AEROPORTUARIA DE GUAYAQUIL 
S.A., TAGSA por el contenido de la Resolución Nº 109012008RREC011070, levantada por 
concepto de Impuesto a la Renta del ejercicio económico de 2004 por el Director Regional 
Encargado del Servicio de Rentas Internas Litoral Sur, los argumentos del SRI son, en síntesis, 
que Renta del ejercicio económico de 2004 por el Director Regional Encargado del Servicio de 
Rentas Internas Litoral Sur, los argumentos del SRI son, en síntesis, que: 
 
“el recargo tiene un carácter disuasorio, resarcitorio o indemnizatorio que viene a 
compensar el costo adicional que significa para la administración haber iniciado un 
proceso de determinación. Se debe identificar entonces el recargo como una prestación 
tributaria de carácter accesorio y conocemos que ningún tributo se satisface como sanción, 
al contrario, al tener el carácter de accesorio y seguir con la suerte de su principal, es 
pertinente aplicar el recargo como accesorio al tributo determinado por la Administración 
Tributaria del Ecuador”. 
 
El pronunciamiento del Tribunal Distrital de lo Fiscal, fue: 
 
“…Respecto de la aplicación del recargo del 20% sobre las diferencias de impuesto a 
pagar establecidas en el acto determinativo del año 2004, esta Sala deja expresa 
constancia que en materia tributaria, tanto la anterior Carta Política en su Art. 256 como 
la actual Carta Magna en su Art. 300, prohíben la aplicación de leyes con efecto 
retroactivo, de allí que esta institución nacida al amparo de la Ley Reformatoria para la 
Equidad Tributaria en el Ecuador (R.O.3-S 242 de 29 de diciembre de 2007), no puede ser 
aplicada a situaciones jurídicas anteriores a su vigencia…”. 
 
Pronunciamiento de la Sala de lo Contencioso Tributario de la Corte Nacional de 
Justicia 
 
TAGSA vuelve a impugnar dicho recargo ante la Sala de lo Contencioso Tributario de la Corte 
Nacional de Justicia, con fecha 14 de septiembre del 2010,  cuya resolución sobre el recargo 
fue: 
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“En cuanto a la pertinencia o no del recargo del 20% de la obligación tributaria, esta Sala 
advierte lo siguiente: i. La Ley que lo incorpora al Código Tributario fue publicada en el 
Tercer Suplemento al Registro Oficial No. 242 de 29 de diciembre de 2007; ii. El recargo 
tiene una naturaleza sancionatoria, que procura disuadir el incumplimiento de las 
obligaciones por parte del contribuyente, por lo que no puede ser entendido como un 
“reconocimiento por la actuación de la Administración en la determinación de la 
obligación” como pretende la Administración Tributaria, pues ello es parte de su 
responsabilidad institucional; iii. La irretroactividad de la ley implica, de modo absoluto, 
que sus disposiciones rigen para lo venidero, es decir, a partir de su vigencia. En el caso 
en cuestión, el proceso de determinación se inicia con la Orden respectiva que se emite el 
27 de junio de 2007, esto es, mucho antes de la vigencia de la ley que establece el recargo, 
razón por la que no cabe su aplicación retroactiva, por estar expresamente prohibido por 
la Constitución Política de 1998 y ratificado por la Constitución vigente (…)” 
 
 
3.7.  DERECHO COMPARADO 
 
3.7.1.  MÉXICO 
 
RECARGOS 
 
El incumplimiento de las obligaciones fiscales  en México, trae como consecuencia la 
imposición de multas, recargos, cobro de gastos de ejecución, auditorías y, en casos extremos, 
hasta años de cárcel. 
 
El Código Fiscal Federal de México en su artículo 21 establece que cuando las contribuciones 
no se cubran en la fecha o dentro de los plazos fijados, se tendrá que pagar el monto de las 
mismas y además se deberán pagar recargos por concepto de indemnización al Fisco Federal por 
la falta de pago oportuno, es decir, recompensarlo por todo el tiempo que transcurrió y que no 
tuvo en su poder las contribuciones que por derecho le corresponde cobrar, lo cual le impidió la 
libre e inmediata disposición del dinero para hacer frente a los gastos públicos. 
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Según información del Servicio de Administración Tributaria (SAT), un adeudo fiscal es la 
obligación que adquiere una persona cuando no liquida sus impuestos a cargo en los plazos 
fijados o paga un monto menor al que le corresponde, cuando esto pasa generalmente  el SAT 
envía a los contribuyentes una notificación a su domicilio fiscal en la cual les indica el monto 
del adeudo y la fecha de pago. 
 
Cuando no se ha presentado una declaración, se debe  presentar antes de que la autoridad la 
requiera, ya que una vez que el SAT exige el cumplimiento deberá pagar además una multa. 
 
El contribuyente puede pagar de forma espontánea; es decir, antes de que la autoridad se lo 
requiera. En ese caso, sólo pagaría actualización del monto a pagar por inflación y los recargos 
correspondientes, no la multa. 
 
Tabla 2: TASAS DE RECARGOS 
 
Las tasas de recargos son publicadas por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público en el 
Diario Oficial de la Federación, para determinar el pago de contribuciones extemporáneas. 
 
Mes Mora Prórroga 
Enero-diciembre 2013 1.13%* 0.75%** 
FUENTE: Secretaría de Hacienda y Crédito Público 
 ELABORADO POR. ESTEFANY ORTIZ CAMPOVERDE 
 
 
CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN 
 
Artículo 1.-…Los recargos, las sanciones, los gastos de ejecución y la indemnización a que 
se refiere el séptimo párrafo del Artículo 21 de este Código son accesorios de las 
contribuciones y participan de la naturaleza de éstas. Siempre que en este Código se haga 
referencia únicamente a contribuciones no se entenderán incluidos los accesorios, con 
excepción de lo dispuesto en el Artículo 1o.  
Artículo 21. Cuando no se cubran las contribuciones o los aprovechamientos en la fecha o 
dentro del plazo fijado por las disposiciones fiscales, su monto se actualizará desde el mes 
en que debió hacerse el pago y hasta que el mismo se efectúe, además deberán pagarse 
recargos por concepto de indemnización al fisco federal por la falta de pago oportuno. 
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Dichos recargos se calcularán aplicando al monto de las contribuciones o de los 
aprovechamientos actualizados por el periodo a que se refiere este párrafo, la tasa que 
resulte de sumar las aplicables en cada año para cada uno de los meses transcurridos en el 
periodo de actualización de la contribución o aprovechamiento de que se trate. La tasa de 
recargos para cada uno de los meses de mora será la que resulte de incrementar en 50% a 
la que mediante Ley fije anualmente el Congreso de la Unión, para tal efecto, la tasa se 
considerará hasta la centésima y, en su caso, se ajustará a la centésima inmediata superior 
cuando el dígito de la milésima sea igual o mayor a 5 y cuando la milésima sea menor a 5 
se mantendrá la tasa a la centésima que haya resultado. 
Los recargos se causarán hasta por cinco años, salvo en los casos a que se refiere el 
artículo 67 de este Código, supuestos en los cuales los recargos se causarán hasta en tanto 
no se extingan las facultades de las autoridades fiscales para determinar las 
contribuciones o aprovechamientos omitidos y sus accesorios, y se calcularán sobre el 
total del crédito fiscal, excluyendo los propios recargos, la indemnización a que se refiere 
el párrafo séptimo de este artículo, los gastos de ejecución y las multas por infracción a 
disposiciones fiscales. 
En los casos de garantía de obligaciones fiscales a cargo de terceros, los recargos se 
causarán sobre el monto de lo requerido y hasta el límite de lo garantizado, cuando no se 
pague dentro del plazo legal. 
Cuando el pago hubiera sido menor al que corresponda, los recargos se computarán sobre 
la diferencia. 
Los recargos se causarán por cada mes o fracción que transcurra a partir del día en que 
debió hacerse el pago y hasta que el mismo se efectúe. 
Cuando los recargos determinados por el contribuyente (sic) sean inferiores a los que 
calcule la oficina recaudadora, ésta deberá aceptar el pago y procederá a exigir el 
remanente. 
El cheque recibido por las autoridades fiscales que sea presentado en tiempo y no sea 
pagado, dará lugar al cobro del monto del cheque y a una indemnización que será siempre 
del 20% del valor de éste, y se exigirá independientemente de los demás conceptos a que se 
refiere este artículo. Para tal efecto, la autoridad requerirá al librador del cheque para 
que, dentro de un plazo de tres días, efectúe el pago junto con la mencionada 
indemnización del 20%, o bien, acredite fehacientemente, con las pruebas documentales 
procedentes, que se realizó el pago o que dicho pago no se realizó por causas 
exclusivamente imputables a la institución de crédito. Transcurrido el plazo señalado sin 
que se obtenga el pago o se demuestre cualquiera de los extremos antes señalados, la 
autoridad fiscal requerirá y cobrará el monto del cheque, la indemnización mencionada y 
los demás accesorios que correspondan, mediante el procedimiento administrativo de 
ejecución, sin perjuicio de la responsabilidad que en su caso procediere. 
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Si se obtiene autorización para pagar a plazos, ya sea en forma diferida o en 
parcialidades, se causarán además los recargos que establece el artículo 66 de este 
Código, por la parte diferida. 
En el caso de aprovechamientos, los recargos se calcularán de conformidad con lo 
dispuesto en este artículo sobre el total del crédito fiscal, excluyendo los propios recargos, 
los gastos de ejecución y la indemnización a que se refiere este artículo. No causarán 
recargos las multas no fiscales. 
Las autoridades fiscales podrán condonar total o parcialmente los recargos derivados de 
un ajuste a los precios o montos de contraprestaciones en operaciones entre partes 
relacionadas, siempre que dicha condonación derive de un acuerdo de autoridad 
competente sobre las bases de reciprocidad, con las autoridades de un país con el que se 
tenga celebrado un tratado para evitar la doble tributación, y dichas autoridades hayan 
devuelto el impuesto correspondiente sin el pago de cantidades a título de intereses. 
En ningún caso las autoridades fiscales podrán liberar a los contribuyentes de la 
actualización de las contribuciones o condonar total o parcialmente los recargos 
correspondientes. (Código Fiscal de la Federación, 2014). 
 
LEY de Ingresos de la Federación para el Ejercicio 
 
Capítulo III 
 
De las Facilidades Administrativas y Beneficios Fiscales 
 
Artículo 8o. En los casos de prórroga para el pago de créditos fiscales se causarán recargos: 
I. Al 0.75 por ciento mensual sobre los saldos insolutos. 
 
II. Cuando de conformidad con el Código Fiscal de la Federación, se autorice el pago a plazos, 
se aplicará la tasa de recargos que a continuación se establece, sobre los saldos y durante el 
periodo de que se trate: 
 
1. Tratándose de pagos a plazos en parcialidades de hasta 12 meses, la tasa de recargos 
será  del 1 por ciento mensual. 
 
2. Tratándose de pagos a plazos en parcialidades de más de 12 meses y hasta de 24 meses, la  tasa 
de recargos será de 1.25 por ciento mensual. 
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3. Tratándose de pagos a plazos en parcialidades superiores a 24 meses, así como tratándose   de 
pagos a plazo diferido, la tasa de recargos será de 1.5 por ciento mensual. 
 
Las tasas de recargos establecidas en la fracción II de este artículo incluyen la actualización 
realizada conforme a lo establecido por el Código Fiscal de la Federación. (Código Fiscal de la 
Federación, 2014). 
 
3.7.2. ESPAÑA 
 
 
La deuda tributaria 
 
 
La deuda tributaria estará constituida por la cantidad a ingresar que resulte de la obligación 
tributaria principal o de las obligaciones de realizar pagos a cuenta, integrada también por las 
siguientes: 
 
 El interés de demora. 
 
 Los recargos por declaración extemporánea. 
 
 Los recargos del periodo ejecutivo. 
 
 Los recargos exigibles legalmente sobre las bases o las cuotas a favor del Tesoro o de otros 
entes públicos. 
 
 
La Administración Tributaria sanciona de diferentes formas los retrasos, los incumplimientos o 
los cumplimientos inexactos de las obligaciones tributarias lo que  genera en el contribuyente 
una obligación accesoria además de la que ya debía. 
 
 
Las obligaciones de satisfacer intereses de demora, recargos por declaración extemporánea y los 
recargos del período ejecutivo son obligaciones tributarias accesorias. Son prestaciones 
pecuniarias que se imponen en relación con otra obligación tributaria, que es la principal. 
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El interés por demora 
 
Se encuentra definido por el artículo 26 de la LGT como “una prestación accesoria que se exigirá a 
los obligados tributarios y a los sujetos infractores como consecuencia de la realización de un pago fuera 
de plazo o de la presentación de una autoliquidación o declaración de la que resulte una cantidad a 
ingresar una vez finalizado el plazo establecido al efecto en la normativa tributaria, del cobro de una 
devolución improcedente o en el resto de casos previstos en la normativa tributaria” 
 
El interés de demora es una prestación accesoria que depende de una obligación principal y que 
se exigirá a los contribuyentes cuando: 
 
 Finalice el plazo para el pago voluntario de una deuda a la Administración o del importe 
de una sanción, sin que el ingreso se hubiera efectuado. 
 
 Finalice el plazo establecido para la presentación de una autoliquidación o declaración 
sin que se hubiese presentado o se hubiese presentado incorrectamente. 
 
 Se suspenda la ejecución del acto, salvo cuando se trate de recursos y reclamaciones 
contra sanciones durante el tiempo que transcurra hasta la finalización del periodo de 
pago voluntario. 
 
 Se inicie el periodo ejecutivo. 
 
 El obligado tributario obtenga una devolución improcedente. 
 
Este interés tiene una naturaleza indemnizatoria por el perjuicio que se produce a la Hacienda 
Pública por el retraso en el pago, pero no se trata de una sanción.  
 
La forma de cálculo del interés de demora se realiza sobre el importe no ingresado a tiempo y es 
exigible durante todo el tiempo de retraso del obligado. Este interés se fija en los Presupuestos 
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Generales pero en el caso de que no se hiciese mención expresa, por regla general se aplicaría el 
interés del dinero más el 25%.  
 
Además, se debe tener en cuenta lo siguiente en relación al interés de demora: 
 
 No se exigirán intereses de demora desde el momento en que la Administración 
Tributaria incumpla, por causa imputable a la misma, alguno de los plazos fijados en la 
LGT para resolver hasta que se dicte dicha resolución o se interponga recurso contra la 
resolución presunta. Entre otros supuestos, no se exigirán intereses de demora a partir 
del momento en que se incumplan los plazos máximos para notificar la resolución de las 
solicitudes de compensación y en el acto se haya acordado la suspensión del acto 
recurrido. 
 
 Cuando  resulte necesaria la práctica de una nueva liquidación como consecuencia de 
haber sido anulada otra liquidación por una resolución administrativa o judicial, se 
conservarán íntegramente los actos y trámites no afectados por la causa de anulación, 
con mantenimiento íntegro de su contenido, y exigencia del interés de demora sobre el 
importe de la nueva liquidación.  
 
 El interés de demora será el interés legal del dinero vigente a lo largo del periodo en el 
que aquél resulte exigible, incrementado en un 25%, salvo que la Ley de Presupuestos 
Generales del Estado establezca otro diferente. 
 
No obstante, en los supuestos de aplazamiento, fraccionamiento o suspensión de deudas 
garantizadas en su totalidad mediante aval solidario de entidad de crédito o sociedad de garantía 
recíproca o mediante certificado de seguro de caución, el interés de demora exigible será el 
interés legal 
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Recargo sobre ingresos de forma extemporánea 
 
Los recargos por declaración extemporánea son obligaciones accesorias que se suman a la 
prestación tributaria cuando se presentan autoliquidaciones o declaraciones fuera de plazo y sin 
que haya habido requerimiento previo de la Administración tributaria. 
 
Se considera un requerimiento previo cualquier actuación administrativa realizada con 
conocimiento formal del contribuyente y que conlleve el reconocimiento, regularización, 
comprobación, inspección, aseguramiento o liquidación de la deuda tributaria. 
 
Los recargos extemporáneos se dan cuando un contribuyente obligado al pago de un tributo no 
ha podido cumplir con los plazos establecidos para dicho pago y decide hacerlo más tarde, de 
forma voluntaria, sin que la Administración se lo haya reclamado. 
 
En los tributos que no son autoliquidables lo que hace el contribuyente que decide pagar aun 
fuera de plazo es presentar una declaración para que la Administración liquide. Si una vez que 
la Administración haya cuantificado la deuda, el sujeto no paga, entonces la deuda será 
inmediatamente ejecutada por vía de apremio. 
 
El artículo 27 de la  Ley General Tributaria de España,  regula los recargos por presentación 
extemporánea como consecuencia de la presentación de declaraciones o autoliquidaciones fuera 
de plazo y sin requerimiento previo. 
 
En el caso de que el resultado de la declaración sea a pagar, la Agencia Tributaria  aplicará un 
recargo al importe correspondiente que dependerá del tiempo transcurrido desde que finalizó el 
plazo para presentar el borrador: 
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Tabla 3 
 
% Recargo Retraso en el pago 
 
5% 3 meses tras plazo voluntario Ni interés de demora ni sanciones 
10% 6 meses tras plazo voluntario Ni interés de demora ni sanciones 
15% 12 meses tras plazo voluntario Ni interés de demora ni sanciones 
20% Más de 12 meses Interés de demora a partir de los 12 
meses, sin sanción 
FUENTE: Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria. 
 ELABORADO POR. ESTEFANY ORTIZ CAMPOVERDE 
  
 
En España la figura del recargo a diferencia de  Ecuador se aplica  bajo el principio de  
proporcionalidad, de manera que establece bajo  porcentajes según la falta cometida, y no se 
acumula  interés  mientras no sea notificado.  
 
Los recargos del periodo ejecutivo 
 
Los recargos del periodo ejecutivo se regulan en el artículo 28 de la LGT, siendo aquellos que 
se devengan con el inicio de dicho periodo, de acuerdo con lo establecido en el artículo 16 de la 
Ley. 
 
El artículo 161 de la Ley establece como momento del inicio del periodo ejecutivo el siguiente: 
En el caso de deudas liquidadas por la Administración Tributaria, al día siguiente al del 
vencimiento del plazo establecido para su ingreso en el artículo 62. 
 
En el caso de deudas a ingresar mediante autoliquidación presentada sin realizar el ingreso, al 
día siguiente de la finalización del plazo que establezca la normativa de cada tributo para dicho 
ingreso o, si éste ya hubiere concluido, el día siguiente a la presentación de la autoliquidación. 
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Los recargos del periodo ejecutivo son tres, siendo incompatibles entre ellos: 
 
El recargo ejecutivo. Es del 5% y se aplicará cuando se satisfaga la totalidad de la deuda no 
ingresada en periodo voluntario antes de la notificación de la providencia de apremio 
 
El recargo de apremio reducido. Es del 10% y se aplicará cuando se satisfaga la totalidad de la 
deuda no ingresada en periodo voluntario y el propio recargo antes de la finalización del plazo 
previsto en el artículo 62.5 de la Ley para las deudas apremiadas. 
 
El recargo de apremio ordinario. Es del 20% y será aplicable cuando no concurran las 
circunstancias necesarias para la aplicación de cualquiera de los dos recargos anteriores. 
 
Los recargos por declaración extemporánea son compatibles con los recargos e intereses del 
periodo ejecutivo cuando los obligados no efectúen el ingreso al tiempo de presentar la 
autoliquidación extemporánea y siempre que no hayan presentado solicitud de aplazamiento, 
fraccionamiento o compensación al tiempo de presentar dicha autoliquidación, ya que la deuda 
entra en período ejecutivo al día siguiente de la presentación de la autoliquidación. 
 
Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria. 
 
Artículo 26. Interés de demora. 
 
1. El interés de demora es una prestación accesoria que se exigirá a los obligados tributarios y 
a los sujetos infractores como consecuencia de la realización de un pago fuera de plazo o de la 
presentación de una autoliquidación o declaración de la que resulte una cantidad a ingresar 
una vez finalizado el plazo establecido al efecto en la normativa tributaria, del cobro de una 
devolución improcedente o en el resto de casos previstos en la normativa tributaria. 
 
La exigencia del interés de demora tributario no requiere la previa intimación de la 
Administración ni la concurrencia de un retraso culpable en el obligado. 
 
2. El interés de demora se exigirá, entre otros, en los siguientes supuestos: 
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Cuando finalice el plazo establecido para el pago en período voluntario de una deuda resultante 
de una liquidación practicada por la Administración o del importe de una sanción, sin que el 
ingreso se hubiera efectuado. 
 
Cuando finalice el plazo establecido para la presentación de una autoliquidación o declaración 
sin que hubiera sido presentada o hubiera sido presentada incorrectamente, salvo lo dispuesto 
en el apartado 2 del artículo 27 de esta ley relativo a la presentación de declaraciones 
extemporáneas sin requerimiento previo. 
 Cuando se suspenda la ejecución del acto, salvo en el supuesto de recursos y reclamaciones 
contra sanciones durante el tiempo que transcurra hasta la finalización del plazo de pago en 
período voluntario abierto por la notificación de la resolución que ponga fin a la vía 
administrativa. 
 
Cuando se inicie el período ejecutivo, salvo lo dispuesto en el apartado 5 del artículo 28 de esta 
ley respecto a los intereses de demora cuando sea exigible el recargo ejecutivo o el recargo de 
apremio reducido. 
 
Cuando se reciba una petición de cobro de deudas de titularidad de otros Estados o de 
entidades internacionales o supranacionales conforme a la normativa sobre asistencia mutua, 
salvo que dicha normativa establezca otra cosa. 
 
Cuando el obligado tributario haya obtenido una devolución improcedente. 
 
3. El interés de demora se calculará sobre el importe no ingresado en plazo o sobre la cuantía 
de la devolución cobrada improcedentemente, y resultará exigible durante el tiempo al que se 
extienda el retraso del obligado, salvo lo dispuesto en el apartado siguiente. 
 
4. No se exigirán intereses de demora desde el momento en que la Administración tributaria 
incumpla por causa imputable a la misma alguno de los plazos fijados en esta ley para resolver 
hasta que se dicte dicha resolución o se interponga recurso contra la resolución presunta. Entre 
otros supuestos, no se exigirán intereses de demora a partir del momento en que se incumplan 
los plazos máximos para notificar la resolución de las solicitudes de compensación, el acto de 
liquidación o la resolución de los recursos administrativos, siempre que, en este último caso, se 
haya acordado la suspensión del acto recurrido. 
 
Lo dispuesto en este apartado no se aplicará al incumplimiento del plazo para resolver las 
solicitudes de aplazamiento o fraccionamiento del pago. 
 
5. En los casos en que resulte necesaria la práctica de una nueva liquidación como 
consecuencia de haber sido anulada otra liquidación por una resolución administrativa o 
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judicial, se conservarán íntegramente los actos y trámites no afectados por la causa de 
anulación, con mantenimiento íntegro de su contenido, y exigencia del interés de demora sobre 
el importe de la nueva liquidación. En estos casos, la fecha de inicio del cómputo del interés de 
demora será la misma que, de acuerdo con lo establecido en el apartado 2 de este artículo, 
hubiera correspondido a la liquidación anulada y el interés se devengará hasta el momento en 
que se haya dictado la nueva liquidación, sin que el final del cómputo pueda ser posterior al 
plazo máximo para ejecutar la resolución. 
 
6. El interés de demora será el interés legal del dinero vigente a lo largo del período en el que 
aquél resulte exigible, incrementado en un 25 por ciento, salvo que la Ley de Presupuestos 
Generales del Estado establezca otro diferente. 
 
No obstante, en los supuestos de aplazamiento, fraccionamiento o suspensión de deudas 
garantizadas en su totalidad mediante aval solidario de entidad de crédito o sociedad de 
garantía recíproca o mediante certificado de seguro de caución, el interés de demora exigible 
será el interés legal. (Ley 58, 2003). 
 
 
Artículo 27 Recargos por declaración extemporánea sin requerimiento previo. 
 
 
1. Los recargos por declaración extemporánea son prestaciones accesorias que deben satisfacer 
los obligados tributarios como consecuencia de la presentación de autoliquidaciones o 
declaraciones fuera de plazo sin requerimiento previo de la Administración tributaria. 
 
A los efectos de este artículo, se considera requerimiento previo cualquier actuación 
administrativa realizada con conocimiento formal del obligado tributario conducente al 
reconocimiento, regularización, comprobación, inspección, aseguramiento o liquidación de la 
deuda tributaria. 
 
2. Si la presentación de la autoliquidación o declaración se efectúa dentro de los tres, seis o 12 
meses siguientes al término del plazo establecido para la presentación e ingreso, el recargo será 
del cinco, 10 o 15 por ciento, respectivamente. Dicho recargo se calculará sobre el importe a 
ingresar resultante de las autoliquidaciones o sobre el importe de la liquidación derivado de las 
declaraciones extemporáneas y excluirá las sanciones que hubieran podido exigirse y los 
intereses de demora devengados hasta la presentación de la autoliquidación o declaración. 
 
Si la presentación de la autoliquidación o declaración se efectúa una vez transcurridos 12 meses 
desde el término del plazo establecido para la presentación, el recargo será del 20 por ciento y 
excluirá las sanciones que hubieran podido exigirse. En estos casos, se exigirán los intereses de 
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demora por el período transcurrido desde el día siguiente al término de los 12 meses posteriores 
a la finalización del plazo establecido para la presentación hasta el momento en que la 
autoliquidación o declaración se haya presentado. 
 
En las liquidaciones derivadas de declaraciones presentadas fuera de plazo sin requerimiento 
previo no se exigirán intereses de demora por el tiempo transcurrido desde la presentación de la 
declaración hasta la finalización del plazo de pago en período voluntario correspondiente a la 
liquidación que se practique, sin perjuicio de los recargos e intereses que corresponda exigir 
por la presentación extemporánea. 
 
3. Cuando los obligados tributarios no efectúen el ingreso ni presenten solicitud de 
aplazamiento, fraccionamiento o compensación al tiempo de la presentación de la 
autoliquidación extemporánea, la liquidación administrativa que proceda por recargos e 
intereses de demora derivada de la presentación extemporánea según lo dispuesto en el 
apartado anterior no impedirá la exigencia de los recargos e intereses del período ejecutivo que 
correspondan sobre el importe de la autoliquidación. 
 
4. Para que pueda ser aplicable lo dispuesto en este artículo, las autoliquidaciones 
extemporáneas deberán identificar expresamente el período impositivo de liquidación al que se 
refieren y deberán contener únicamente los datos relativos a dicho período. 
 
5. El importe de los recargos a que se refiere el apartado 2 anterior se reducirá en el 25 por 
ciento siempre que se realice el ingreso total del importe restante del recargo en el plazo del 
apartado 2 del artículo 62 de esta Ley abierto con la notificación de la liquidación de dicho 
recargo y siempre que se realice el ingreso total del importe de la deuda resultante de la 
autoliquidación extemporánea o de la liquidación practicada por la Administración derivada de 
la declaración extemporánea, al tiempo de su presentación o en el plazo del apartado 2 del 
artículo 62 de esta Ley, respectivamente, o siempre que se realice el ingreso en el plazo o plazos 
fijados en el acuerdo de aplazamiento o fraccionamiento de dicha deuda que la Administración 
tributaria hubiera concedido con garantía de aval o certificado de seguro de caución y que el 
obligado al pago hubiera solicitado al tiempo de presentar la autoliquidación extemporánea o 
con anterioridad a la finalización del plazo del apartado 2 del artículo 62 de esta Ley abierto 
con la notificación de la liquidación resultante de la declaración extemporánea. 
 
El importe de la reducción practicada de acuerdo con lo dispuesto en este apartado se exigirá 
sin más requisito que la notificación al interesado, cuando no se hayan realizado los ingresos a 
que se refiere el párrafo anterior en los plazos previstos incluidos los correspondientes al 
acuerdo de aplazamiento o fraccionamiento. 
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Artículo 28. Recargos del período ejecutivo. 
 
1. Los recargos del período ejecutivo se devengan con el inicio de dicho período, de acuerdo 
con lo establecido en el artículo 161 de esta ley. 
Los recargos del período ejecutivo son de tres tipos: recargo ejecutivo, recargo de apremio 
reducido y recargo de apremio ordinario. 
Dichos recargos son incompatibles entre sí y se calculan sobre la totalidad de la deuda no 
ingresada en período voluntario. 
 
2. El recargo ejecutivo será del cinco por ciento y se aplicará cuando se satisfaga la totalidad 
de la deuda no ingresada en periodo voluntario antes de la notificación de la providencia de 
apremio. 
 
3. El recargo de apremio reducido será del 10 por ciento y se aplicará cuando se satisfaga la 
totalidad de la deuda no ingresada en periodo voluntario y el propio recargo antes de la 
finalización del plazo previsto en el apartado 5 del artículo 62 de esta ley para las deudas 
apremiadas. 
 
4. El recargo de apremio ordinario será del 20 por ciento y será aplicable cuando no concurran 
las circunstancias a las que se refieren los apartados 2 y 3 de este artículo. 
5. El recargo de apremio ordinario es compatible con los intereses de demora. Cuando resulte 
exigible el recargo ejecutivo o el recargo de apremio reducido no se exigirán los intereses de 
demora devengados desde el inicio del período ejecutivo. 
 
6. No se devengarán los recargos del periodo ejecutivo en el caso de deudas de titularidad de 
otros Estados o de entidades internacionales o supranacionales cuya actuación recaudatoria se 
realice en el marco de la asistencia mutua, salvo que la normativa sobre dicha asistencia 
establezca otra cosa. 
 
Artículo 161. Recaudación en período ejecutivo. 
 
1. El período ejecutivo se inicia: 
a) En el caso de deudas liquidadas por la Administración tributaria, el día siguiente al del 
vencimiento del plazo establecido para su ingreso en el artículo 62 de esta ley. 
b) En el caso de deudas a ingresar mediante autoliquidación presentada sin realizar el ingreso, 
al día siguiente de la finalización del plazo que establezca la normativa de cada tributo para 
dicho ingreso o, si éste ya hubiere concluido, el día siguiente a la presentación de la 
autoliquidación. 
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2. La presentación de una solicitud de aplazamiento, fraccionamiento o compensación en 
período voluntario impedirá el inicio del período ejecutivo durante la tramitación de dichos 
expedientes. 
La interposición de un recurso o reclamación en tiempo y forma contra una sanción impedirá el 
inicio del período ejecutivo hasta que la sanción sea firme en vía administrativa y haya 
finalizado el plazo para el ingreso voluntario del pago. 
3. Iniciado el período ejecutivo, la Administración tributaria efectuará la recaudación de las 
deudas liquidadas o autoliquidadas a las que se refiere el apartado 1 de este artículo por el 
procedimiento de apremio sobre el patrimonio del obligado al pago. 
4. El inicio del período ejecutivo determinará la exigencia de los intereses de demora y de los 
recargos del período ejecutivo en los términos de los artículos 26 y 28 de esta ley y, en su caso, 
de las costas del procedimiento de apremio. (Ley 58, 2003).  
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CAPÍTULO IV 
 
4. INVESTIGACIÓN DE CAMPO 
 
4.1 ANÁLISIS DE LA ENCUESTA, CUADROS Y GRÁFICOS ESTADÍSTICOS. 
 
 
Formulario de la encuesta. 
 
 
“Art. 90.- Determinación 
 por el sujeto activo.- El sujeto activo establecerá la obligación tributaria, en todos los 
casos en que ejerza su potestad determinadora, conforme al artículo 68 de este Código, 
directa o presuntivamente. 
 
La obligación tributaria así determinada causará un recargo del 20% sobre el principal.” 
 
 
CUESTIONARIO 
 
 
1. ¿Se ha atrasado en la declaración de sus impuestos?  En caso de que su respuesta sea si 
diga usted cual fue el motivo de su atraso. 
 
 
SI (     )                                 NO  (     ) 
 
 
Razón de su atraso 
 
Falta de liquidez  
Falta de tiempo  
Desconocimiento  
Información incompleta  
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2. ¿Sabía usted,  sobre el recargo establecido en el artículo 90 del Código  Orgánico 
Tributario, en caso de determinación por parte del sujeto activo? 
 
 
SI (     )                                 NO  (     ) 
 
 
 
3. ¿Está de acuerdo con las reformas tributarias realizadas en la Ley Reformatoria de 
Equidad  Tributaria, que incorpora el recargo del 20%   a la obligación determinada por 
parte de la Administración tributaria? 
 
 
SI (     )                                 NO  (     ) 
 
 
 
4. ¿Cree usted que con  el recargo establecido en el artículo 90 del Código  Orgánico 
Tributario, se lograra una cultura tributaria y los contribuyentes pagaran a tiempo sus 
tributos? 
 
SI (     )                                 NO  (     ) 
 
 
5. ¿Cree usted que el recargo establecido en el artículo 90 del Código  Orgánico 
Tributario, tiene naturaleza indemnizatoria? 
  
 
SI (     )                                 NO  (     ) 
 
 
6. ¿Cree usted que el recargo establecido en el artículo 90 del Código  Orgánico 
Tributario, tiene naturaleza sancionatoria? 
 
 
SI (     )                                 NO  (     ) 
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7. ¿Cree usted que el recargo establecido en el artículo 90 del Código  Orgánico 
Tributario, tiene naturaleza mixta, es decir indemnizatoria y sancionatoria? 
 
 
SI (     )                                 NO  (     ) 
 
 
8. ¿Cree usted que el recargo establecido en el artículo 90 del Código  Orgánico 
Tributario, viola el principio de capacidad contributiva y de proporcionalidad con la 
infracción, al establecerse un recargo del 20%? 
 
SI (     )                                 NO  (     ) 
 
 
 
9. ¿Cree usted que el recargo establecido en el artículo 90 del Código  Orgánico 
Tributario, implicaría una doble sanción al existir la multa en nuestra legislación? 
 
 
SI (     )                                 NO  (     ) 
 
 
10. ¿Cree usted que el recargo establecido en el artículo 90 del Código  Orgánico 
Tributario, afecta las finanzas de los contribuyentes? 
 
 
SI (     )                                 NO  (     ) 
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Cuadro N° 1.- ¿Se ha atrasado en la declaración de sus impuestos?  
 
Alternativa Frecuencia Porcentaje 
SI 41 68% 
NO 19 32% 
TOTAL 60 100% 
FUENTE: EL AUTOR 
 ELABORADO POR. ESTEFANY ORTIZ CAMPOVERDE 
 
 
Ilustración 1 RETRASO EN DECLARACIÓN DE IMPUESTOS 
FUENTE: EL AUTOR 
ELABORADO POR. ESTEFANY ORTIZ CAMPOVERDE 
 
ANÁLISIS: Esta pregunta obtuvo el siguiente nuero de respuestas  41 afirmativas (SI) y 19  
negativas (NO) 
 
INTERPRETACIÓN  LÓGICA.- El 68% de las personas encuestadas respondieron que en 
alguna ocasión  no presentaron su declaración de impuestos a tiempo unas por falta de dinero, 
otras por descuido o desconocimiento. 
 
 
 
101 
Cuadro N° 2.- ¿Sabía usted,  sobre el recargo establecido en el artículo 90 del Código  
Orgánico Tributario, en caso de determinación por parte del sujeto activo? 
 
Alternativa Frecuencia Porcentaje 
SI 18 30% 
NO 42 70% 
TOTAL 60 100% 
FUENTE: EL AUTOR 
 ELABORADO POR. ESTEFANY ORTIZ CAMPOVERDE 
 
 
 
Ilustración 2 CONOCIMIENTO SOBRE LA EXISTENCIA DEL RECARGO 
FUENTE: EL AUTOR 
ELABORADO POR. ESTEFANY ORTIZ CAMPOVERDE 
 
ANÁLISIS.-  Esta pregunta obtuvo el siguiente nuero de respuestas  18 afirmativas (SI) y 42 
negativas (NO) 
 
INTERPRETACIÓN LÓGICA.-  El 70%  de las personas encuestadas respondieron que 
desconocían sobre el recargo establecido en el artículo 90 del Código Orgánico Tributario,  lo 
cual demuestra el desconocimiento de la ley tanto en contribuyentes como en profesionales de la 
rama. 
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Cuadro N° 3.- ¿Está de acuerdo con las reformas tributarias realizadas en la Ley Reformatoria 
de Equidad  Tributaria, que incorpora el recargo del 20%   a la obligación determinada por parte 
de la Administración tributaria? 
 
Alternativa Frecuencia Porcentaje 
SI 16 27% 
NO 44 73% 
TOTAL 60 100% 
FUENTE: EL AUTOR 
 ELABORADO POR. ESTEFANY ORTIZ CAMPOVERDE 
 
 
Ilustración 3 ACEPTACIÓN DE REFORMAS TRIBUTARIAS 
FUENTE: EL AUTOR 
ELABORADO POR. ESTEFANY ORTIZ CAMPOVERDE 
 
ANÁLISIS: Esta pregunta obtuvo el siguiente nuero de respuestas  16 afirmativas (SI) y 44 
negativas (NO) 
 
INTERPRETACIÓN LÓGICA.- El 73%  de las personas encuestadas respondieron que, no 
están de acuerdo con las reformas  tributarias realizadas en la Ley Reformatoria de Equidad  
Tributaria, que incorpora el recargo del 20%   a la obligación determinada por parte de la 
Administración tributaria, porque influye negativamente en sus ingresos y no toman en cuenta, 
porque pudo haberse dado el retraso en su declaración de impuestos. 
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Cuadro N° 4.-  ¿Cree usted que con  el recargo establecido en el artículo 90 del Código  
Orgánico Tributario, se lograra una cultura tributaria y los contribuyentes pagaran a tiempo sus 
tributos? 
 
Alternativa Frecuencia Porcentaje 
SI 13 22% 
NO 47 78% 
TOTAL 60 10% 
FUENTE: EL AUTOR 
 ELABORADO POR. ESTEFANY ORTIZ CAMPOVERDE 
 
 
Ilustración 4 ACEPTACIÓN DEL RECARGO COMO SOLUCIÓN AL RETRASO EN EL PAGO DE IMPUESTOS 
FUENTE: EL AUTOR 
ELABORADO POR: ESTEFANY ORTIZ CAMPOVERDE 
 
ANÁLISIS: Esta pregunta obtuvo el siguiente nuero de respuestas  13 afirmativas (SI) y 47 
negativas (NO 
 
INTERPRETACIÓN LÓGICA.- El 78%  de las personas encuestadas respondieron que no 
creen que con la aplicación de este recargo se  lograra una cultura tributaria y los contribuyentes 
pagaran a tiempo sus tributos, ya que existe un marcado desconocimiento de la ley, debería 
existir más información y facilidades para que se dé una correcta declaración de impuestos, y 
sobre todo a tiempo. 
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Cuadro N° 5.- ¿Cree usted que el recargo establecido en el artículo 90 del Código  Orgánico 
Tributario, tiene naturaleza indemnizatoria? 
 
Alternativa Frecuencia Porcentaje 
SI 13 22% 
NO 47 78% 
TOTAL 60 100% 
FUENTE: EL AUTOR 
 ELABORADO POR: ESTEFANY ORTIZ CAMPOVERDE 
 
 
Ilustración 5 NATURALEZA INDEMNIZATORIA 
FUENTE: EL AUTOR 
ELABORADO POR: ESTEFANY ORTIZ CAMPOVERDE 
 
 
ANÁLISIS: Esta pregunta obtuvo el siguiente nuero de respuestas  13 afirmativas (SI) y 47 
negativas (NO) 
 
INTERPRETACIÓN LÓGICA.- El 78%  de las personas encuestadas respondieron que no 
creen que el recargo establecido en artículo 90 del Código Orgánico Tributario sea de naturaleza 
indemnizatoria ya que este se lo cobra por no realizar la declaración a tiempo o porque contiene 
errores, sería más bien un castigo para el contribuyente. 
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Cuadro N° 6.- ¿Cree usted que el recargo establecido en el artículo 90 del Código  Orgánico 
Tributario, tiene naturaleza sancionatoria? 
 
Alternativa Frecuencia Porcentaje 
SI 47 78% 
NO 13 22% 
TOTAL 60 100% 
FUENTE: EL AUTOR 
ELABORADO POR.- ESTEFANY ORTIZ CAMPOVERDE 
 
 
Ilustración 6 NATURALEZA SANCIONATORIA 
FUENTE: EL AUTOR 
ELABORADO POR.- ESTEFANY ORTIZ CAMPOVERDE 
 
ANÁLISIS: Esta pregunta obtuvo el siguiente nuero de respuestas  47 afirmativas (SI) y 13 
negativas (NO) 
 
INTERPRETACIÓN LÓGICA.- El 78%  de las personas encuestadas respondieron que si  
consideran  que la  aplicación de este recargo es un castigo o sanción para los contribuyentes 
que no pagan a tiempo sus tributos. 
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Cuadro N° 7.- ¿Cree usted que el recargo establecido en el artículo 90 del Código  Orgánico 
Tributario, tiene naturaleza mixta, es decir indemnizatoria y sancionatoria? 
 
Alternativa Frecuencia Porcentaje 
SI 5 8% 
NO 55 92% 
TOTAL 60 100% 
FUENTE: EL AUTOR 
 ELABORADO POR.- ESTEFANY ORTIZ CAMPOVERDE 
 
 
Ilustración 7 NATURALEZA MIXTA 
FUENTE: EL AUTOR 
ELABORADO POR.- ESTEFANY ORTIZ CAMPOVERDE 
 
ANÁLISIS: Esta pregunta obtuvo el siguiente nuero de respuestas  5 afirmativas (SI) y 55 
negativas (NO) 
 
INTERPRETACIÓN LÓGICA.- El 92%  de las personas encuestadas respondieron que no 
creen que el recargo establecido en artículo 90 del Código Orgánico Tributario sea de naturaleza 
mixta es decir sancionatoria e indemnizatoria, consideran que este recargo es una sanción a su 
falta de pago de sus tributos.  
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Cuadro N° 8.- ¿Cree usted que el recargo establecido en el artículo 90 del Código  Orgánico 
Tributario, viola el principio de capacidad contributiva y de proporcionalidad con la infracción, 
al establecerse un recargo del 20%? 
 
Alternativa Frecuencia Porcentaje 
SI 49 82% 
NO 11 18% 
TOTAL 60 100% 
FUENTE: EL AUTOR 
 ELABORADO POR.- ESTEFANY ORTIZ CAMPOVERDE 
 
 
Ilustración 8 VIOLACIÓN DE PRINCIPIOS TRIBUTARIOS 
FUENTE: EL AUTOR 
ELABORADO POR.- ESTEFANY ORTIZ CAMPOVERDE 
 
ANÁLISIS: Esta pregunta obtuvo el siguiente nuero de respuestas  49 afirmativas (SI) y 11 
negativas (NO) 
 
INTERPRETACIÓN LÓGICA.- El 82%  de las personas encuestadas respondieron que si 
creen que el recargo del 20%, establecido en artículo 90 del Código Orgánico Tributario, viola 
el principio de capacidad contributiva y de proporcionalidad con la infracción, porque el 
mismo castigo es para el que se retrasa en su declaración meses que para el que se 
retrasa un día no se toma en cuenta el porqué de su retraso. 
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Cuadro N° 9.-  ¿Cree usted que el recargo establecido en el artículo 90 del Código  Orgánico 
Tributario, implicaría una doble sanción al existir la multa en nuestra legislación, además de los 
intereses? 
 
Alternativa Frecuencia Porcentaje 
SI 50 83% 
NO 10 17% 
TOTAL 60 100% 
FUENTE: EL AUTOR 
 ELABORADO POR.- ESTEFANY ORTIZ CAMPOVERDE 
 
 
Ilustración 9 DOBLE SANCIÓN 
FUENTE: EL AUTOR 
ELABORADO POR.- ESTEFANY ORTIZ CAMPOVERDE 
 
ANÁLISIS: Esta pregunta obtuvo el siguiente nuero de respuestas  50 afirmativas (SI) y 10 
negativas (NO) 
 
INTERPRETACIÓN LÓGICA.- El 83%  de las personas encuestadas respondieron que si 
creen que el recargo establecido en artículo 90 del Código Orgánico Tributario implique  una 
doble sanción a su falta de pago de sus tributos, porque tienen que pagar multa por no declarar,  
intereses y además dicho  recargo.  
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Cuadro N° 10.-  ¿Cree usted que el recargo establecido en el artículo 90 del Código  
Orgánico Tributario, afecta las finanzas de los contribuyentes? 
 
 
Alternativa Frecuencia Porcentaje 
SI 48 80% 
NO 12 20% 
TOTAL 60 100% 
FUENTE: EL AUTOR 
 ELABORADO POR.- ESTEFANY ORTIZ CAMPOVERDE 
 
 
Ilustración 10 AFECTACIÓN EN LAS FINANZAS DE LOS CONTRIBUYENTES 
FUENTE: EL AUTOR 
ELABORADO POR.- ESTEFANY ORTIZ CAMPOVERDE 
 
ANÁLISIS: Esta pregunta obtuvo el siguiente nuero de respuestas  48  afirmativas (SI) y 12 
negativas (NO) 
 
INTERPRETACIÓN LÓGICA.- El 80%  de las personas encuestadas respondieron que si 
creen que el recargo establecido en artículo 90 del Código Orgánico Tributario afecta las 
finanzas de los contribuyentes. 
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GRÁFICO N° 11 EVALUACIÓN DE LOS RESULTADOS 
 
 
 
Ilustración 11 EVALUACIÓN DE RESULTADOS 
FUENTE: EL AUTOR 
 ELABORADO POR.- ESTEFANY ORTIZ CAMPOVERDE 
 
 
ANÁLISIS E INTERPRETACIÓN LÓGICA.-  
 
El presente cuadro de preguntas y respuestas del cuestionario aplicado a 60 personas 
(Contribuyentes y Especialistas en Derecho, Funcionarios Públicos) del Distrito Metropolitano 
de Quito, demuestra que las preguntas formuladas sobre el recargo del 20% establecido en el 
Art. 90 del Código Orgánico Tributario, afecta a los contribuyentes que poco o nada saben sobre 
dicho recargo, los funcionarios defienden su postura de que el recargo es de naturaleza 
indemnizatorio, y muchos profesionales mantienen que existe violación de principios 
constitucionales. 
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EVALUACIÓN DE LA INFORMACIÓN 
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4.2 PROPUESTA DE REFORMA 
 
LA ASAMBLEA NACIONAL 
 
Considerando.- 
Que la constitución de la República del Ecuador en su título I de los elementos constitutivos del 
Estado, en su capítulo primero de los Principios Fundamentales, en su numeral 3 establece que 
entre los deberes primordiales del estado están los de garantizar sin discriminación alguna el 
efectivo goce de los derechos fundamentales e inherentes a la persona consagrados en la 
Constitución y en los organismos internacionales.  
Que en el art. 84.-de la Constitución de la República del Ecuador.- Adecuación jurídica de las 
normas y leyes.- la Asamblea Nacional y todo órgano con potestad normativa tendrá la 
obligación de adecuar, formal y materialmente, las leyes y demás normas jurídicas a los 
derechos previstos en la constitución y a los tratados internacionales, y los que sean necesarios 
para garantizar la dignidad del ser humano y de las comunidades, pueblos y nacionalidades. En 
ningún caso, la reforma de la constitución. Las leyes otras normas jurídicas ni los actos del 
poder público atentaran contra los derechos que reconoce la constitución. 
Que en el art. 300.- de la Constitución de la República del Ecuador en el TITULO VI Régimen 
de Desarrollo, sección quinta Régimen Tributario se regirá por los principios de Generalidad, 
Progresividad, Eficiencia, simplicidad administrativa, irretroactividad, Equidad, Transparencia y 
suficiencia Recaudatoria, se priorizara los impuestos directos y progresivos. La política 
tributaria promoverá la redistribución y estimulara el empleo la producción de bienes y 
servicios, y conductas psicológicas, sociales y económicas responsables.  
Que el sistema tributario constituye un muy importante  instrumento de política económica, que 
a más de brindarle  recursos públicos al Estado permite el estímulo de la inversión,  el ahorro y 
una mejor distribución de la riqueza, por lo que es  necesario introducir, en el marco jurídico 
que lo rige,  herramientas que posibiliten un manejo efectivo y eficiente del  mismo, que 
posibilite el establecimiento de tributos justos y que  graven al contribuyente sobre la base de su 
verdadera capacidad  para contribuir;  
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En uso de sus atribuciones que le confiere el Art. 120 numeral 6 de la Constitución de la 
República del Ecuador expide lo siguiente:  
 
LEY REFORMATORIA AL CÓDIGO TRIBUTARIO ECUATORIANO 
 
Art. 1.- Sustitúyase el segundo inciso del  al  Art. 90, del Código Tributario, por el siguiente.- 
La obligación tributaria así determinada causará un recargo sobre el principal por concepto de 
indemnización al fisco  por la falta de pago oportuno.  
 
Art. 2.- Agréguese  al  Art. 90, del Código Tributario, lo siguiente 
Los recargos se causarán por cada mes o fracción que transcurra a partir del día en que debió 
hacerse el pago y hasta que el mismo se efectúe, de la siguiente manera: 
 
1. Tratándose de un retraso hasta 3  meses, la tasa de recargos será  del 5 por ciento de la  
obligación principal 
2. Tratándose de un retraso hasta 6 meses, la tasa de recargos será  del 10 por ciento de la  
obligación principal 
3. Tratándose de un retraso hasta 12 meses, la tasa de recargos será  del 15 por ciento de la  
obligación principal 
4. Tratándose de un retraso de más de  12 meses, la  tasa de recargos será del 20 por ciento 
de la  obligación principal. 
 
Dado y firmado en la Ciudad de San Francisco de Quito, Distrito Metropolitano en la sala de 
sesiones del plenario de la Asamblea Nacional de la República del Ecuador a los  25 días del 
mes de marzo de 2014 
 
f)………………………………………                             f)…………………………………..  
Presidente de la Asamblea Nacional                                    Secretario Asamblea Nacional 
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CAPÍTULO V 
 
5. CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES 
 
5.1 CONCLUSIONES 
 
 
 El Recargo del 20% en la determinación realizada por el sujeto activo, fue creada 
mediante la Ley Reformatoria para la Equidad Tributaria en el Ecuador, publicada en el 
segundo suplemento del Registro Oficial el 29 de diciembre de 2007,  que reformó al 
Código  Orgánico Tributario y entro en vigencia a partir del 30 de diciembre del mismo 
año. 
 
 
 El recargo contenido en el Art. 90 del Código Orgánico Tributario no explica su 
naturaleza jurídica, muchos de los autores consultados señalan que el recargo, por su 
poco desarrollo conceptual,  presenta problemas de aplicación lo cual implica que se 
den  una serie de interpretaciones, cada uno defendiendo su postura.  
 
 
 El recargo tributario tiene elementos tanto sancionatorios como indemnizatorios. La 
Administración Tributaria afirma que el recargo se justifica por la actuación extra de la 
administración para asegurar el cobro de tributos, mientras que los pronunciamientos 
jurisdiccionales en materia tributaria ratifican la no irretroactividad de la norma y que el 
recargo tiene una naturaleza sancionadora y que no cabe su justificación como medida 
compensatoria a la actividad administrativa emprendida por el ejercicio de la facultad 
determinadora de tributos, porque es una función propia de la Administración 
Tributaria.  
 
 
 El recargo es un valor adicional, dependiente, accesorio,  necesita el tributo que lo 
genera, y se extingue con él, no lo sobrevive al momento del pago.  
 
 
 Este recargo vulnera las finanzas del contribuyente, al imponerse una sanción en un 
porcentaje fijo, para todos. 
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 La aplicación de este recargo viola  el principio de capacidad contributiva, en virtud que 
este 20% resulta en una fuerte presión  para el contribuyente sin tener en cuenta la 
capacidad económica en casos específicos. 
 
 
 La aplicación de este recargo viola el principio de proporcionalidad,  ya que  aplican el 
20%  para todos. Lo mismo es para el que paga sus tributos pasado un día o ha 
declarado de forma errónea, que para el que no ha declarado o  paga después de años. 
 
 
 El recargo es una sanción tributaria porque busca castigar al contribuyente por no haber 
pagado sus tributos a tiempo y bajo las condiciones establecidas en la ley, el hecho de 
que no conste dentro de las sanciones establecidas en el Código Orgánico Tributario no 
le quita su carácter sancionatorio. 
 
 
  El recargo no puede ser resarcitorio porque la facultad determinadora  es una 
obligación legal de la Administración Tributaria, no hacen más que cumplir con su 
trabajo, la administración tributaria ejerce potestades establecidas en la ley, no ostenta 
derechos  por lo que no puede ser indemnizada por el contribuyente. 
 
 
 El recargo en nuestro país se estaba aplicando de manera retroactiva por parte de  la 
Administración Tributaria, aduciendo que la determinación se concreta al presentar el 
acta de  determinación, así el proceso haya iniciado antes del 29 de diciembre del 2007. 
 
 
 La Corte Nacional de Justicia emitió reiteradas sentencias, en las que se establece  la 
naturaleza sancionatoria del recargo, no indemnizatoria como afirmaba la 
Administración Tributaria, de hecho se emitió un fallo de triple reiteración sobre la 
naturaleza sancionatoria y la irretroactividad del recargo. 
 
 
 La Corte Constitucional en cambio emitió una sentencia en la que declara la naturaleza 
indemnizatoria del recargo y dice que no viola ningún Principio Constitucional. 
 
 De las dos legislaciones consultadas tanto la mexicana como la española, aplican los 
recargos de manera proporcional al tiempo en que se haya retrasado el contribuyente en  
la declaración. No solo lo mencionan como en nuestra legislación si no lo explican de 
manera más detallada.  
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5.2 RECOMENDACIONES 
 
 A la Administración Tributaria y demás autoridades se les recomienda emprender 
campañas de información  a la ciudadanía de los deberes y obligaciones tributarios que 
tienen, asesorar a los contribuyentes  sobre la forma y requisitos que requieren  para  
cumplir con  esas obligaciones y así evitar la  imposición de multas, intereses 
moratorios y de recargos,  y así lograr una verdadera cultura tributaria. 
 
 
 Que los funcionarios públicos, cumplan y respeten lo que establece la Constitución de la 
República, y demás  leyes  al momento de ejercer sus funciones, y de esta manera  
mantener la seguridad jurídica en el país, no deben aplicar el recargo de manera 
retroactiva.  
 
 
 A los profesionales como abogados, contadores, economistas, auditores, catedráticos, 
promover otras investigaciones y ejecutar programas de educación tributaria, mediante 
la realización de campañas que promuevan el cumplimiento de las obligaciones 
tributarias, para elevar los niveles de cultura tributaria y el respeto por la ley, y así evitar 
la imposición de tantas sanciones como el recargo. 
 
 
 A los señores Asambleístas se les recomienda que antes de incorporar al ordenamiento 
jurídico nuevas instituciones realicen un elevado estudio académico sobre estas, para 
evitar así vacíos legales o formas diferentes de interpretación de la ley. Que respeten el 
mandato constitucional y principios constitucionales al reformar las leyes. 
 
 
 
 Recomiendo la reforma del Art. 90 del Código Orgánico Tributario,  explicando 
debidamente la figura del recargo, su naturaleza y que se aplique de manera 
proporcional al tiempo en que el contribuyente retraso  la captación de esos recursos.  
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5.4  ANEXOS 
 
Anexo 1: RECURSO No. 391-2009 
  
JUEZ PONENTE: Dr. José Suing Nagua. CORTE NACIONAL DE JUSTICIA. SALA DE 
LO CONTENCIOSO TRIBUTARIO. Quito, a 9 de agosto de 2010. Las 11h20. VISTOS: El 
Eco. Juan Miguel Avilés Murillo, Director Regional del Servicio de Rentas Internas del Litoral 
Sur, interpone recurso de casación en contra de la sentencia dictada el 23 de septiembre de 2009 
por la Segunda Sala del Tribunal Distrital Fiscal No. 2, con sede en la ciudad de Guayaquil, 
dentro del juicio de impugnación No. 1077-09, seguido por la compañía Terminal Aeroportuaria 
de Guayaquil S. A. TAGSA, en contra de la Administración Tributaria. Esta Sala califica el 
recurso y el representante de la Empresa actora lo contesta el 8 de diciembre de 2009. Pedidos 
los autos para resolver, se considera: PRIMERO: La Sala es competente para conocer y resolver 
el recurso interpuesto de conformidad con el primer numeral del artículo 184 de la Constitución 
y artículo 1 de la Codificación de la Ley de Casación. SEGUNDO: El representante de la 
Administración Tributaria fundamenta el recurso en las causales primera y segunda del art. 3 de 
la Ley de Casación. Considera que se han infringido las siguientes disposiciones: arts. 12 y 30 
de la Codificación de la Ley de Régimen Tributario Interno, literal c) del numeral 7 del art. 21 
del Reglamento de Aplicación de la Ley de Régimen Tributario Interno; arts. 3, 8, numeral 7 del 
art. 37 y numeral 8 del art. 38 y Disposición General Primera del Reglamento de Comprobantes 
de Venta y de Retención; arts. 75, 76, numeral 7 literal a) y 300 de la Constitución; art. 91 de la 
Codificación del Código Tributario; Disposición Transitoria Única de la Ley Orgánica 
Reformatoria e Interpretativa a la Ley para la Equidad Tributaria; art. 119 del Código de 
Procedimiento Civil y art. 19 del Código Orgánico de la Función Judicial. Manifiesta respecto a 
la falta de aplicación de normas de derecho incluyendo precedentes jurisprudenciales 
obligatorios, que la Sala juzgadora ha dejado de aplicar lo dispuesto en el art. 12 de la 
Codificación de la Ley de Régimen Tributario Interno, vigente en el ejercicio fiscal de 2004 que 
establece la deducibilidad de la amortización de las inversiones necesarias para los fines del 
negocio o actividad, la cual también incluye una definición de las mismas; y, que tampoco ha 
aplicado lo dispuesto en el literal c) del numeral 7 del art. 21 del Reglamento para la Aplicación 
de la Ley de Régimen Tributario Interno que regula la amortización de inversiones. Sobre la 
glosa por retenciones en la fuente, cita el contenido de la Disposición General Primera del 
Reglamento General de Comprobantes de Venta y Retención vigente para el 2004 y señala que 
los contribuyentes no pueden invocar a su favor el desconocimiento de documentos falsos o no 
autorizados, porque tienen la obligación de verificar  la validez de los mencionados 
comprobantes salvo que se trate de un proveedor no permanente y que se haya presentado 
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oportunamente la denuncia al SRI, de acuerdo a lo previsto en el Código Penal; que en el 
presente caso no se han verificado los presupuestos eximentes para que los comprobantes sean 
validados y reconocidos como crédito a favor de TAGSA; que la Segunda Sala ha desconocido 
las normas que regulan la emisión de comprobantes de venta y de retención, y cita antecedentes 
jurisprudenciales en soporte de sus argumentos; que en lo que respecta al recargo del veinte por 
ciento a la obligación tributaria determinada establecida en la Ley para la Equidad Tributaria, 
éste se debe entender como un reconocimiento por la actuación de la Administración Tributaria 
en la determinación de la obligación; que no está en contraposición a los principios que 
sustentan en régimen fiscal previstos en el art. 300 de la Constitución; que en cuanto al principio 
de irretroactividad, el legislador al expedir esta norma no ha vulnerado tal principio, pues debe 
considerarse que el recargo aplica cuando la obligación tributaria haya sido determinada, luego 
de que la Administración Tributaria haya verificado el impuesto exigido por la ley; que en el 
caso particular, una vez determinada la obligación tributaria, se procedió a establecer el recargo 
del veinte por ciento como lo manda la Ley; que en ningún caso es aceptable que la 
Administración haya aplicado la disposición legal de manera retroactiva; que en cuanto a la 
errónea interpretación de normas de derecho que hayan sido determinantes en su parte 
dispositiva, cita el literal b) de la Disposición Transitoria única de la Ley Orgánica Reformatoria 
e Interpretativa a la Ley de Equidad Tributaria, y sostiene que de su contenido se puede 
entender que la condonación de intereses por mora, multas y recargos procede siempre y cuando 
se haya verificado el pago principal de la obligación tributaria; que en el acta de determinación 
se establece el impuesto a pagar como principal, producto de las glosas establecidas; que dan 
como resultado un valor a pagar de acuerdo a las operaciones de sumatorias y restas 
establecidas para efectuar la conciliación tributaria; que en el acta de determinación no se 
establecen obligaciones de manera independiente, pues todas están estrechamente relacionadas 
para obtener el valor principal que se cataloga como impuesto a la renta causado, por lo que si la 
compañía actora pretendía beneficiarse de la condonación, debió haberse cancelado la totalidad 
de la obligación principal, lo cual no ocurrió por lo que no puede ser considerada como 
beneficiaria de la condonación. En cuanto a la falta de aplicación de las normas procesales, 
señala que pese a haberse solicitado por parte de la Administración Tributaria la diligencia del 
acta de determinación tributaria, que es necesaria para el esclarecimiento de los hechos, no se 
ordenó la práctica de la diligencia dejando en la indefensión a la Administración. TERCERO: El 
representante de la Empresa actora por su parte, en la contestación al recurso sostiene que el 
mismo fue presentado en forma inoportuna, lo cual contraviene normas constitucionales que 
proclaman la igualdad de las partes en los procesos judiciales, por lo que el recurso debe 
declararse extemporáneo; que la sentencia dictada por la Sala de instancia ha quedado 
ejecutoriada por mandato legal; que hace evidente la equivocación que se comete en el escrito 
de interposición del recurso de casación, al mencionar como norma inaplicada al art. 30 de la 
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Codificación de la Ley Régimen Tributario Interno porque la misma se refiere a la forma de 
establecer la base imponible del impuesto a la renta en los casos de contribuyentes que obtienen 
ingresos por el alquiler de inmuebles, situación que no tiene relación con la litis; que la Sala ha 
realizado, en el Considerando Cuarto, un análisis pormenorizado sobre la glosa 
correspondientes a servicios administrativos pagados por TAGSA a la Autoridad Aeroportuaria 
de Guayaquil, ya que analiza el contrato de concesión y el Plan de Desarrollo del Aeropuerto 
Internacional Simón Bolívar para llegar a la motivada conclusión que en dichos instrumentos, 
los valores pagados a la Autoridad Portuaria por servicios administrativos no constan como 
inversiones necesarias para la ejecución del contrato de concesión; que se demuestra que en la 
sentencia recurrida no se ha inaplicado las normas referidas por el recurrente, sino que por el 
contrario, dicha normativa resulta inaplicable al presente caso tanto más que para la Ad-
ministración Tributaria nunca ha sido clara la distinción entre gasto e inversión; que a lo largo 
del trámite administrativo el SRI varió la motivación para fundamentar esta glosa, partiendo de 
la concepción de que dichos pagos deben considerarse como activos intangibles, para luego 
expresar que estos pagos deben tomarse como gastos preoperativos y finalmente mencionar que 
se tratan de un activo intangible, dualidad de criterios que resulta más que suficiente para 
evidenciar la carente motivación que contenían los actos administrativos emanados por la Ad-
ministración; que resulta inverosímil que en el escrito de interposición del recurso se pretenda 
reformar la motivación de la glosa al señalar que si los valores pagados a la Autoridad Aero-
portuaria de Guayaquil fueron considerados como gastos, su representada debió presentar la 
factura de reembolso de gastos, argumento que deviene en impertinente pues el pago efectuado 
a la AAG no guarda relación con la ?gura de reembolso de gastos, sino que existe un hecho 
cierto e irrebatible que fue el desembolso efectuado; que la sentencia sustenta debidamente su 
criterio en la jurisprudencia de la Sala Especializada, al expresar sobre las retenciones de 
impuesto a la renta no reconocidos por el SRI, que la sustancia prevalece sobre la forma, prin-
cipio aceptado por la propia Administración Tributaria que reconoció algunas retenciones en la 
fuente sufridas por su representada al verificar en su base de datos el ingreso a las arcas fiscales 
del monto de las retenciones realizadas, dejando de lado las formalidades de los comprobantes 
de retención; que sobre la supuesta errónea interpretación de los arts. 300 de la Constitución y 
91 del Código Tributario, en la contestación a la demanda la Autoridad demandada no se 
pronunció respecto a la ilegalidad del recargo del 20%, por lo que no cabría que al interponer el 
recurso de casación pretenda incluir argumentos distintos o adicionales a los que motivaron la 
resolución impugnada; que el art. 91 del Código Tributario trata de la determinación directa y 
no guarda relación con el recargo del 20%; que la sentencia recurrida señala que la 
retroactividad de las leyes tributarias está prohibida no solamente por la Constitución vigente 
sino por la de 1998, por lo que la Administración está impedida de aplicar al ejercicio 2004 un 
recargo consagrado en norma emitida con posterioridad; que la interesada interpretación que se 
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pretende dar al último inciso del art. 90 del Código Tributario denota únicamente el afán 
recaudatorio de la Administración Tributaria que vulnera el principio de seguridad jurídica de 
los contribuyentes; que sobre la supuesta errónea interpretación de la Disposición Transitoria 
Única de la Ley Orgánica reformatoria de la Ley de Equidad y otras leyes, ésta tenía por objeto 
condonar intereses, multas y recargos en las obligaciones que detalla; que la sentencia recurrida 
hace la debida relación de los hechos y la perfecta aplicación de dicha disposición remisoria 
ajustando su actuación a lo contemplado por el ordenamiento jurídico tributario; que la 
argumentación del escrito de interposición del recurso pretende desconocer el verdadero alcance 
de la norma remisoria, lo cual resulta alejado de la verdad pues basta realizar sencillas 
operaciones de sumas y restas para obtener el valor del impuesto a la renta causa-do a 
consecuencia de no haberse presentado el reclamo administrativo sobre ciertas glosas del acta 
de determinación del impuesto a la renta del año 2004; que sobre este punto la autoridad 
tributaria demandada tampoco se pronunció al contestar la demanda; que sobre la supuesta falta 
de aplicación de las normas procesales, el recurrente olvida que la causal es muy clara pues, 
procede su aplicación cuando la falta de aplicación de la norma procesal provocó la indefensión 
a condición de que hubiere influido en la decisión de la causa; que en el presente caso, jamás se 
puede entender que por el hecho de no haberse realizado la diligencia de exhibición del Acta de 
Determinación, se haya provocado indefensión de la Autoridad demandada, tanto más que fue 
su propia representada la que solicitó la remisión del expediente completo de la determinación 
del impuesto y del reclamo administrativo al acta de determinación. CUARTO: Respecto a la 
improcedencia del recurso alegada por la Empresa actora por extemporáneo, se deja constancia 
que con providencia de 1 de diciembre de 2009, la Sala califica el recurso, providencia que al no 
haber sido impugnada se encuentra en firme, por lo que no cabe aceptar dicha alegación. 
QUINTO: En lo que tiene que ver con la impugnación a la sentencia relacionada con la glosa 
por servicios administrativos, el tema en discusión es la naturaleza de los valores pagados por la 
Empresa actora a la Autoridad Aeroportuaria de Guayaquil, si gasto o activo intangible; así 
identificado el problema, esta Sala formula las siguiente consideraciones: a) El antecedente para 
que la Empresa actora pague los valores glosados por la Administración Tributaria, es el 
contrato de concesión suscrito entre la Empresa actora y la Autoridad Aeroportuaria de Guaya-
quil, AAG/Fundación del Municipio de Guayaquil, en cuya cláusula 17.2 PAGOS POR SERVI-
CIOS ADMINISTRATIVOS, establece que: “El concesionario deberá pagar semestralmente, a 
partir de la Fecha de Inicio de Operaciones, por periodo vencido y dentro de los cinco (5) 
primeros días del mes siguiente al del periodo semestral vencido correspondiente, a la AAG 
mediante depósito en dólares de los Estados Unidos de América o transferencia a la cuenta que 
señale la AAG en esa misma moneda, la suma de setecientos cincuenta mil dólares de los 
Estados Unidos de América semestrales. Adicionalmente a los pagos por Servicios 
Administrativos señalados en el primer párrafo de esta cláusula, el concesionario deberá 
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entregar  a la AAG en dos partes iguales… la suma de dos millones de dólares de los Estados 
Unidos de América. Los recursos referidos en esta cláusula, serán destinados esencialmente, por 
la AAG a cubrir sus costos y gastos de operación, supervisión, administración del contrato e 
imprevistos…” (el subrayado es de la Sala); b) La cláusula contractual en referencia contiene 
dos rubros que deben ser pagados por la Empresa actora, setecientos cincuenta mil dólares 
americanos semestralmente durante el tiempo de la concesión y dos millones de dólares 
americanos que debe hacerse dentro de los 12 y 18 meses de iniciada la ejecución del contrato 
de concesión. Los dos rubros tienen como propósito cubrir los costos y gastos de operación, 
supervisión, administración del contrato e imprevistos, actividades que están a cargo de la 
AAG, por lo que es necesario definir los conceptos relacionados con el tema en conflicto; c) Un 
activo intangible, según la NEC 25 es un activo identificable del que la empresa espera obtener 
en el futuro, beneficios económicos, y, según la NIC 38 “Es de aplicación, entre otros 
elementos, a los desembolsos por gastos de publicidad, formación del personal, comienzo de la 
actividad o de la entidad y a los correspondientes a las actividades de investigación y desarrollo. 
Las actividades de investigación y desarrollo están orientadas al desarrollo de nuevos conoci-
mientos. Por tanto, aunque de este tipo de actividades pueda derivarse un activo con apariencia 
física (por ejemplo, un prototipo), la sustancia material del elemento es de importancia 
secundaria con respecto a su componente intangible, que viene constituido por el conocimiento 
incorporado al activo en cuestión”. Más adelante, la misma norma señala: “Con frecuencia, las 
entidades emplean recursos, o incurren en pasivos, en la adquisición, desarrollo, 
mantenimiento o mejora de recursos intangibles tales como el conocimiento científico o 
tecnológico, el diseño e implementación de nuevos procesos o nuevos sistemas, las licencias o 
concesiones, la propiedad intelectual, los conocimientos comerciales o marcas (incluyendo 
denominaciones comerciales y derechos editoriales)” (los subrayados son de la Sala). A su vez, 
un gasto, en términos contables, “…es la anotación o partida contable que disminuye el 
beneficio aumenta la pérdida de una sociedad o persona física”. Finalmente, la palabra costo, 
es entendida como “el sacrificio o esfuerzo económico que se debe realizar para alcanzar un 
objetivo”, como por ejemplo, prestar un servicio, de lo que se desprende que la diferencia entre 
costos y gastos radica principalmente en que los costos, generarán a futuro probablemente un 
ingreso; d) De las definiciones expuestas se desprende que los pagos que la Empresa actora 
realiza a la AAG, derivados de las obligaciones constantes en el contrato de concesión, cláusula 
17.2, no pueden ser considerados como activos intangibles, pues no se ajustan a los elementos 
constantes en su definición; se desprende también que tampoco puede confundirse con las 
“concesiones” de que habla la NIC 38 pues, ella no se refiere a los contratos de concesión, sino 
a las autorizaciones, licencias o concesiones que se suelen requerir para el ejercicio de determi-
nadas actividades y cuyo uso, incluye el pago de valores; e) En la especie, lo que la Empresa 
satisface a AAG, en los dos rubros analizados y constantes en la cláusula 17.2, es un costo, fruto 
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de la obligación contractual ya aludida, que le permite a la Empresa, a futuro, cumplir con su 
objetivo de prestar el servicio y seguramente obtener un ingreso, derivado de la ejecución del 
contrato de concesión; f) Que la concesión otorgada a favor de la compañía TAGSA  conlleva la 
obligación de ésta de realizar inversiones contractualmente estipuladas, no está en discusión, 
pues fruto de ellas, obtendrá la utilidad razonable que la normativa aplicable al caso y el mismo 
contrato, le permiten. Lo que no es aceptable es que, como pretende de forma equívoca la 
Administración Tributaria, la concesión –que es un concepto general que cubre a todas las 
estipulaciones contractuales relacionadas con la misma-, se aplique a un pago o un costo 
específico, previsto en el mismo contrato de concesión como tal, con un destino plena-mente 
identificado: las actividades de control y supervisión de la concesión a cargo de la AAG, 
independientemente de las formas que deba observar para justificar dicho gasto. En conse-
cuencia, en la sentencia aludida no se advierte que exista inaplicación de las normas aludidas 
por el recurrente. SEXTO: Respecto a la glosa por retenciones en la fuente que en la sentencia 
de la Sala de  instancia reconoce como válidos a comprobantes emitidos antes de la fecha de su 
impresión, comprobantes emitidos con posterioridad a su fecha de validez y comprobantes de 
retención sin firma del agente de retención, esta Sala ha reiterado el criterio de que los requisitos 
previstos en el Reglamento de Comprobantes de Venta y Retención son de observancia 
obligatoria para su validez, ya que si bien los requisitos deben ser observados por quienes los 
emiten, no es menos cierto que quien los recibe debe tener la prolijidad de cuidar su 
cumplimiento, en tanto sirven de soporte de sus gastos y retenciones realizadas. 
Consiguientemente, se confirma la glosa por tales conceptos. SÉPTIMO: En cuanto a la 
pertinencia o no del recargo del 20% de la obligación tributaria, esta Sala advierte lo siguiente: 
i. La Ley que lo incorpora al Código Tributario fue  publicada en el Tercer Suplemento al 
Registro Oficial No. 242 de 29 de diciembre de 2007; ii. El recargo tiene una naturaleza 
sancionatoria, que procura disuadir el incumplimiento de las obligaciones por parte del 
contribuyente, por lo que no puede ser entendido como un “reconocimiento por la actuación de 
la Administración en la determinación de la obligación” como pretende la Administración 
Tributaria, pues ello es parte de su responsabilidad institucional; iii. La irretroactividad de la ley 
implica, de modo absoluto, que sus disposiciones rigen para lo venidero, es decir, a partir de su 
vigencia. En el caso en cuestión, el proceso de determinación se inicia con la Orden respectiva 
que se emite el 27 de junio de 2007, esto es, mucho antes de la vigencia de la ley que establece 
el recargo, razón por la que no cabe su aplicación retroactiva, por estar expresamente prohibido 
por la Constitución Política de 1998 y ratificado por la Constitución vigente. Consiguientemente 
no se advierte la existencia de la errónea interpretación alegada por el recurrente.-Por lo 
expuesto, sin que sea necesario realizar otras consideraciones, la Sala de lo Contencioso 
Tributario de la Corte Nacional, Administrando justicia en nombre del Pueblo soberano del 
Ecuador, y por autoridad de la Constitución y las leyes de la República, casa parcialmente la 
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sentencia en los términos constantes en el Considerando Sexto de este fallo. Sin costas. 
Notifíquese, publíquese y devuélvase. F) Dres. José Suing Nagua, Gustavo Durango Vela y 
Diego Ribadeneira Vásquez. CONJUECES PERMANENTES. Certifico: F) Ab. Carmen 
Amalia Simone Lasso. SECRETARIA RELATORA. 391-2009 / AMPLIACIÓN: CORTE 
NACIONAL DE JUSTICIA. SALA CONTENCIOSO TRIBUTARIO. - Quito, a 14 de 
septiembre del 2010. Las 16h30. VISTOS.- El Gral. (SP) Ángel Córdova Carrera, en calidad de 
Gerente General y por tanto representante legal de Terminal Aeroportuaria de Guayaquil S.A. 
TAGSA, el 12 de agosto de 2010, solicita ampliación de la sentencia dictada por esta Sala de lo 
Contencioso Tributario de la Corte Nacional de Justicia, el 9 de agosto del mismo año, dentro 
del recurso de casación 391-2009. Se ha corrido traslado a la Autoridad demandada, Director 
Regional del Servicio de Rentas Internas del Litoral Sur, quien ha contestado mediante escrito 
de 19 de agosto de 2010. Para resolver se considera: 1. El actor en su pedido manifiesta que 
solicita la ampliación en lo que guarda relación con la supuesta errónea interpretación de la 
Disposición Transitoria Única de la Ley Orgánica Reformativa e Interpretativa a la Ley de 
Régimen Tributario Interno en el Ecuador, alegada indebidamente por la autoridad demanda en 
su escrito de interposición del recurso, para lo que solicita acoger los argumentos esgrimidos 
por su representada en la contestación al recurso de casación y resumido en el considerando 
tercero de la sentencia cuya ampliación se solicita. 2. Por su parte la Administración Tributaria 
en su escrito de 19 de agosto de 2010 señala que el literal b) de las Disposición Transitoria 
Única de la ley Orgánica Reformatoria e Interpretativa a la Ley de Régimen Tributario Interno, 
al Código Tributario, a la Ley para la Equidad Tributaria en el Ecuador, establece: “Se 
condonarán los interés de mora, multas y recargos causados por impuestos contenidos en títulos 
de crédito, actas de determinación, resoluciones administrativas, liquidaciones o cualquier otro 
acto de determinación de obligación tributaria emitido por el Servicio de Rentas Internas, que se 
encuentren vencidos y pendientes de pago hasta la fecha de promulgación de ésta Ley, siempre 
que se efectúe el pago principal (…); b) La remisión, interés de mora, multas y recargos, de que 
trata esta ley también a quienes tengan planteados reclamos y recursos administrativos o 
procesos contencioso tributarios de cualquier índole, pendientes de resolución o sentencia, 
siempre y cuando desistan de las acciones propuestas y paguen el principal adeudado.” En la 
disposición citada se puede entender claramente que la condonación de interés procede siempre 
y cuando se haya verificado el pago del principal de la obligación tributaria, y en los dos 
escenarios previstos en la disposición se condicionan al pago del capital y en la especie las 
glosas establecidas por la Administración Tributaria dan como resultado un valor total a pagar 
que constituye el impuesto a la renta, por lo tanto si TAGSA pretendía hacerse beneficiaria de la 
condonación debió haber cancelado la totalidad de la obligación principal y como no lo hizo en 
su totalidad no puede ser considerada como beneficiaria de la condonación. 3. De conformidad 
con el artículo 274 del Código Tributario, norma aplicable a la ampliación en materia 
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contencioso-tributaria, ésta tendrá lugar cuando en la sentencia se hubiere omitido resolver 
sobre algún punto de la litis o sobre multas, intereses o costas. En el presente caso el actor 
solicita específicamente “la ampliación en lo que guarda relación con la supuesta errónea in-
terpretación de la Disposición Transitoria Única de la Ley Orgánica Reformativa e 
Interpretativa a la Ley de Régimen Tributario Interno en el Ecuador” alegada por la Autoridad 
Tributaria, quien interpuso el recurso. Sobre el particular, la Sala en la parte resolutiva de la 
sentencia expresamente añade: “sin que sea necesario realizar otras consideraciones”, 
alocución que exime de la obligación a abordar otros temas planteados porque a criterio de la 
Sala, son irrelevantes o no necesitan de una decisión expresa. Consiguientemente, al no existir 
tal pronunciamiento sobre el particular, la consecuencia lógica es que la decisión de la Sala de 
instancia sobre el tema queda en firme, sin que quepa modificarla, a título de ampliación  pues 
conllevaría la modificación de la sentencia, lo cual no está permitido. En estos términos se 
atiende la ampliación solicitada. Notifíquese, publíquese y devuélvase. F) Dres. José Suing 
Nagua, Gustavo Durango Vela y Diego Ribadeneira Vásquez. CONJUECES PERMANENTES. 
Certifico: F) Ab. Carmen Amalia Simone Lasso. SECRETARIA RELATORA. 
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Anexo 2: RECURSO No. 310-2009 
 
JUEZ PONENTE: Dr. José Suing Nagua  CORTE NACIONAL DE JUSTICIA.- SALA 
ESPECIALIZADA DE LO CONTENCIOSO TRIBUTARIO. Quito, a 30 de agosto del 
2010. Las 10h00. VISTOS: Franco Andrés Machado Paladines interpone recurso de casación en 
contra de la sentencia dictada el 29 de julio de 2009 por el Tribunal Distrital de lo Contencioso 
Administrativo y Fiscal No.5 con competencia en materia tributaria, con sede en la ciudad de 
Loja, dentro del juicio de impugnación 23-08, que sigue en contra del Servicio de Rentas In-
ternas. Esta Sala califica el recurso y la autoridad demandada lo contesta el 7 de octubre de 
2009. Pedidos los autos para resolver, se considera: PRIMERO: La Sala es competente para 
conocer y resolver el recurso interpuesto de conformidad con el primer numeral del artículo 184 
de la Constitución y artículo 1 de la Codificación de Ley de Casación. SEGUNDO: El actor 
fundamenta el recurso en las causales primera, segunda, cuarta y quinta del art. 3 de la Ley de 
Casación. Del análisis del contenido de la fundamentación del recurso, ya que no existe un 
señalamiento expreso, se deduce que el actor argumenta que se han infringido las siguientes 
disposiciones: art. 24 de la Constitución Política de la República (de 1998); arts. 81, 85, 103, 
numeral 6, 105, 106, 109 y 139 del Código Tributario; arts. 55, 56 y 94 del Estatuto del 
Régimen Jurídico Administrativo de la Función Ejecutiva; art. 23 de la Ley de Régimen 
Tributario Interno; arts. 54 y 55 del Código de Comercio; y, art. 27 de la Ley de Modernización 
del Estado. Luego de citar varios textos normativos relacionados con la motivación de los actos, 
manifiesta que tanto en la etapa administrativa como en la contenciosa se sostuvo que en la 
comunicación de diferencias y en la liquidación impugnada existía ausencia de motivación en 
tanto la administración no ha explicado bajo qué parámetros técnicos tomó la decisión  de 
asumir que, a pesar de ser una empresa de construcción, los pagos declarados en los formularios 
103 deben corresponder con exactitud a los costos y gastos aplicados al ejercicio para efectos de 
aplicación de la glosa; se agrega, en forma reiterada, argumentación relacionada con la 
impugnación a las actuaciones de la administración sin relacionar tales argumentos con el 
contenido de la sentencia ni explicar de qué manera el Juzgador ha incurrido en inobservancia 
de las normas referidas. Sobre la falta de aplicación de normas procesales, cuyos textos 
transcribe, a pesar de que menciona que el Tribunal juzgador no las ha aplicado, en el detalle 
argumentativo, se reitera en las referencias a las actuaciones de la administración que las 
califica de “no técnica”, nuevamente, sin relacionar tales argumentos con errores en el fallo que 
se impugna. Igual ocurre con los argumentos relacionados con la notificación de los actos 
precedentes a la determinación del Impuesto a la Renta del 2004, luego de transcribir normas 
relacionadas, expresa que nunca fue correctamente notificado con la Comunicación por 
Diferencias en Declaraciones, sin que los argumentos se relacionen con algún contenido 
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específico de la sentencia impugnada. En cuanto a la resolución de lo que no fuera materia del 
litigio y omisión de resolver otros puntos que si lo fueron, sostiene que en la sentencia el Tri-
bunal asevera que la demanda se fundamentó en textos normativos del Estatuto del Régimen 
Jurídico Administrativo de la Función Ejecutiva y del Reglamento de Aplicación de la Ley de 
Régimen Tributario Interno, que el actor no los consideró como fundamento; que además alegó 
que el recargo del 20% que se ha hecho en la Orden de Cobro, no es aplicable por inexistencia 
jurídica de la Ley para la Equidad Tributaria del Ecuador porque la Asamblea Constituyente no 
tiene facultades legislativas y por cuanto a la fecha en la que entró en vigencia, el proceso de 
determinación ya se había iniciado por lo que no es aplicable de forma retroactiva la ley, tema 
sobre el que el Tribunal no dijo nada, así como tampoco resolvió sobre lo contradictorio de las 
excepciones planteadas por la Administración. TERCERO: La Administración Tributaria, en la 
contestación al recurso manifiesta que al efectuar el análisis del recurso, se puede observar que 
el mismo no reúne los requisitos establecidos en el art. 6 de la Ley de Casación, que el 
recurrente en ninguna parte menciona cual sería la normativa que se habría infringido al 
momento de la emisión de la sentencia recurrida, requisito que no es subsanable por la Sala de 
Casación que no puede efectuarla de oficio, como se ha establecido en varios fallos que cita; 
que la evidente inexistencia de base legal en la alegación realizada en contra de la sentencia 
configura un tipo de infracción que según la jurisprudencia, que también refiere, cabe la 
imposición de multas. Que el recurrente prácticamente ha copiado la demanda en el recurso, 
cambiando únicamente el orden del contenido, con lo que se evidencia la intención del actor de 
efectuar una impugnación de la Orden de Cobro impugnada, agrega una comparación entre la 
demanda y el contenido del escrito de casación. Que del cotejo queda claro que el actor ha 
pretendido a inducir a engaño a los Jueces al intentar, sin base legal, nuevamente impugnar la 
orden de cobro que se impugnó en sede administrativa en primera instancia. CUARTO: Del 
análisis del contenido del escrito de interposición del recurso, carente de claridad, se puede 
advertir que las impugnaciones que formula el  actor de la causa, salvo dos elementos que se 
analizarán más adelante, no se encaminan a cuestionar el contenido de la sentencia, cual es el 
propósito del recurso extraordinario de casación, sino que insiste en los cuestionamientos a los 
actos impugnados, esto es la Resolución Administrativa mediante la cual la Administración 
Tributaria atiende el reclamo presentado contra la Orden de Cobro, Liquidación de Pago por 
Diferencias en la declaración de Impuesto a la Renta Personas naturales y Sucesiones Indivisas, 
pretendiendo que esta Sala vuelva a revisar los elementos de hecho que giran en torno a los 
actos impugnados, lo cual no corresponde, y que han sido analizados por la Sala juzgadora. A 
pesar del señalamiento de las causales en que funda el recurso, no aparece del escrito, de qué 
manera la sentencia incurre en los yerros a que se refieren las mismas causales, con lo que se 
deja sin contenido explícito las alegaciones en contra de la sentencia. QUINTO: En lo que tiene 
que ver con el alegato de resolución en sentencia de lo que no fuera materia del litigio y omisión 
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de resolver otros puntos que si lo fueron, esta Sala encuentra que los textos referidos por el 
recurrente, que corresponden a la sentencia, en ningún caso hacen referencia a que se traten de 
alegaciones del actor en la demanda, por el contrario, son descripciones de contenidos 
normativos que soportan la actuación de la administración, referidos por el Juzgador, como 
soporte a su decisión, por lo que no se advierte que incurra en el vicio alegado. SEXTO: 
Respecto a la presunta aplicación retroactiva de las regulaciones contenidas en la Ley de 
Equidad Tributaria, sobre el recargo del 20% que se ha hecho en la Orden de Cobro, la Sala 
advierte que la acción de impugnación no es el mecanismo idóneo para alegar “la inexistencia 
jurídica de la Ley porque la Asamblea Constituyente no tiene facultades legislativas” como 
sugiere el recurrente, pues se trata de una acción de impugnación de actos administrativos con 
efectos particulares y no de una acción de impugnación de actos normativos con efectos 
generales y menos una acción de inconstitucionalidad. Sin embargo, respecto a la aplicación del 
recargo, es de advertir que el proceso administrativo se inicia con la comunicación conminativa 
de 19 de diciembre de 2007 y la ley entra en vigencia el 30 de diciembre del mismo año; 
además, el período impositivo que se analiza y sobre el que se determinan diferencias 
corresponde al ejercicio del año 2004, por lo que no cabe aplicar en forma retroactiva un 
recargo que rige para lo venidero, a partir de la vigencia de la Ley para la Equidad Tributaria. 
Por lo expuesto, la Sala de lo Contencioso Tributario de la Corte Nacional, Administrando 
justicia, en nombre del  pueblo soberano del Ecuador, y por autoridad de la Constitución y 
de las leyes de la República, casa la sentencia, únicamente en cuanto no procede el recargo del 
20% sobre las diferencias determinadas por la Administración Tributaria. Notifíquese, 
publíquese y devuélvase. F) Dr. José Vicente Troya Jaramillo, JUEZ NACIONAL; Dr. José 
Suing Nagua y Dr. Gustavo Durango Vela. CONJUECES PERMANENTES. Certifico: F) Abg. 
Carmen Simone Lasso. SECRETARIA RELATORA. 
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Anexo 3: RECURSO Nº 138-2010 
 
JUEZ PONENTE: Dr. Gustavo Durango Vela CORTE NACIONAL DE JUSTICIA.- 
SALA ESPECIALIZADA DE LO CONTENCIOSO TRIBUTARIO.- QUITO, a 24 de 
marzo del 2011. Las 15h00. VISTOS.-El Ing. Luís Moisés Chonillo Castro por los derechos que 
representa en su calidad de Gerente General de POLIGRÁFICA C.A., mediante escrito de 1 de 
marzo del 2010 interpone recurso de hecho, al haber sido negado el de casación en auto de 25 
de febrero del mismo año, lo propone en contra de la sentencia emitida el 18 de diciembre del 
2009 por la Segunda Sala del Tribunal Distrital de lo Fiscal Nº 2 con sede en la ciudad de 
Guayaquil, dentro del juicio de impugnación Nº 1047-2009 propuesto en contra del Director 
Regional del Servicio de Rentas Internas del Litoral Sur y Director General del Servicio de 
Rentas Internas. La Sala de instancia concede el recurso de hecho en auto de 4 de marzo del 
2010. Subido el proceso para su aceptación o rechazo, esta Sala Especializada de la Corte 
Nacional de Justicia, lo admite a trámite mediante providencia de 12 de abril del 2010. Se pone 
en conocimiento de las partes para que se dé cumplimiento a lo que establece el art. 13 de la Ley 
de Casación. La Administración Tributaria contesta el recurso de casación el 19 de abril del 
2010. Siendo el estado de la causa el de dictar sentencia para hacerlo se considera: PRIMERO.- 
Esta Sala es competente para conocer y resolver el presente recurso de conformidad con el art. 
184 numeral 1 de la Constitución vigente y art. 1 de la Codificación de la Ley de Casación. 
SEGUNDO.- El Gerente General y Representante Legal de POLIGRÁFICA C.A., fundamenta 
su recurso (fjs. 396 a 421 de los autos) en las causales 1ª, 2ª y 3ª del art. 3 de la Ley de Casa-
ción, sostiene que la Segunda Sala del Tribunal Distrital de lo Fiscal Nº 2 de Guayaquil, al emi-
tir el fallo impugnado infringió las siguientes disposiciones legales: 1.- las que se refieren al 
debido proceso, en el principio de que: “..El Estado será responsable por detención arbitraria, 
error judicial …violación del derecho a la tutela judicial efectiva y por las violaciones de los 
principios y reglas del debido proceso” que todas estas disposiciones constitucionales fueron 
violentadas por la Segunda Sala del Tribunal Distrital de lo Fiscal Nº 2, al no considerar el 
casillero judicial de la empresa y no permitir a POLIGRÁFICA C.A., presentar sus pruebas y 
demás argumentos que demuestran la ilegalidad realizada por el Servicio de Rentas Internas al 
momento en que se negó el reclamo administrativo a la Resolución Nº 
109012008RREC008220. 2.- En lo que tiene que ver con la prueba sostiene que “..La prueba 
deberá ser apreciada en conjunto, de acuerdo con las reglas de la sana crítica, sin perjuicio de 
las solemnidades prescritas en la ley sustantiva para la existencia o validez de ciertos actos…”. 
Arguye que la Sala Juzgadora ha cometido un grave error al no haber realizado un exhaustivo 
análisis de los argumentos presentados por POLIGRÁFICA C.A., respecto de las leyes que 
sirvieron para fundamentar la Resolución dictada por parte de la Administración, e impugnada 
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oportunamente, por considerar que las normas adjetivas y las sustanciales en que se funda, son 
de carácter civil y que, por tanto, son solo supletorias en el ámbito tributario, sin embargo esto 
causa confusión, por cuanto el área legislativa tributaria en el Ecuador, cuenta con suficientes 
medios y cuerpos legales que detallan los procedimientos, la manera de deducir y contabilizar 
costos y gastos, las infracciones y demás aspectos propios de los tributos. POLIGRÁFICA C.A., 
ha presentado todas las facturas como legítimas pruebas en el ámbito tributario. Que la falta de 
aplicación de normas procesales, han generado en el sujeto pasivo un estado de indefensión 
según consta en los autos, dando oportunidad a que se haya violentado el debido proceso lo cual 
evidencia indefensión, al no haber sido proveído y considerado el cambio de casilla judicial, con 
lo que se ha configurado la falta de aplicación de la prueba, por lo que presenta los argumentos 
de derecho que no fueron tomados en cuenta en la sentencia y hace relación a todas las glosas y 
su contabilización, y concluye en que el Servicio de Rentas Internas hace hincapié en la no 
presentación de cheques, estados de cuenta y otros documentos, y que estos actos carecen de 
sustento legal que señale que lo requerido constituye bajo algún concepto un documento legal 
que soporte un gasto o costo. Que al ser una determinación mixta la Administración recae en 
dos errores de fondo como es el error de identificación del tipo de determinación y recarga 
ilegal del 20%, sobre el valor determinado por no ser determinación directa, que el Servicio de 
Rentas Internas no realizó una verdadera auditoria de inventarios. Finaliza pidiendo a esta Sala 
Especializada de la Corte Nacional de Justicia se declare sin efecto el Acta de Determinación Nº 
RLS-ATRADD2008-0005. TERCERO.-La Administración Tributaria a través de su 
Procuradora Ab. Tania Ramírez Cárdenas en su escrito de contestación al recurso (fjs. 4 a 6 del 
cuadernillo de casación) manifiesta: respecto a la primera causal del recurso de casación, que la 
Segunda Sala del Tribunal Distrital de lo Fiscal Nº 2 admite que las leyes en que la Resolución 
Nº 109012008RREC008220, emitida por el S.R.I., se funda, son de carácter civil y por tanto 
supletorias en el ámbito tributario, pues lo que la Administración ha hecho es tomar en 
consideración normas de carácter civil que, guardan relación y no contradicen de ninguna 
manera las disposiciones de la legislación tributaria aplicando la supletoriedad prevista en el art. 
14 del Código Orgánico Tributario. Que las disposiciones en referencia son los artículos 1584, 
1592 y 1593 del Código Civil sobre el pago y cuándo éste se considera válido así como los 
artículos 114 y 117 del Código de Procedimiento Civil que se refieren a quien le corresponde la 
carga de la prueba. Que el actor no ha demostrado de qué modo y por qué razón consideró estas 
disposiciones hayan sido indebidas y que estén en contradicción con la normativa tributaria 
vigente. En lo que tiene que ver con la segunda causal, advierte que el actor alega que la 
Segunda Sala del Tribunal Distrital de lo Fiscal Nº 2, ha provocado estado de indefensión al 
violentar las normas del debido proceso ya que no proveyeron el escrito presentado por el actor 
mediante el cual se hacía conocer a la Sala el cambio con un nuevo número de casilla judicial. 
Que el actor no ha explicado ni demostrado qué norma procesal se ha inaplicado o mal 
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interpretado, para esto deben concurrir dos circunstancias: que tal hecho hubiere influido en la 
decisión de la causa y la nulidad no haya quedado convalidada. El hecho que la Sala Juzgadora 
no haya tomado en cuenta el cambio de casilla judicial no tiene relación con lo resuelto en 
sentencia. Con lo que tiene que ver con la tercera causal, la providencia de apertura de término 
de prueba fue notificada el 13 de octubre del 2009,  que el actor comunica a la Sala Juzgadora el 
cambio de casilla judicial mediante escrito presentado el 13 de noviembre del 2009, es decir con 
posterioridad; sostiene que durante el término de prueba aperturado, el actor nunca presentó 
documentación que sustente sus argumentos. Concluye manifestando que, no se han 
configurado ninguna de las causales sobre las cuales el actor fundamentó el recurso de casación 
interpuesto, y que por esta razón debe ser rechazado. CUARTO.-El Tribunal Juzgador sostiene 
en su fallo emitido que, la Compañía POLIGRÁFICA C.A., no ha justificado la importación de 
mercaderías ni la compra a empresas locales; que los proveedores por él señalados se dedican a 
la comercialización de productos de distinta naturaleza a las que fueron compradas 
presumiblemente por POLIGRÁFICA C.A. Que el pago de obligaciones debe realizarse al 
acreedor, o a la persona que la ley o el juez autoriza a recibir por él, pero que la empresa 
demandante no justificó en debida forma la realización de compras a las compañías Horripit 
S.A., Implicit S.A., Barbalace S.A., Texserv S.A., Dopresen S.A., Anguel S.A. y Dalkip S.A., 
compras de materia prima que consiste en pliegos de cartulina plegable, lavador wash, pliegos 
de papel couché, planchas positivas, Cryovac, pliegos de cartulina de hilo, pliegos de cartulina 
Kimberly, barníz, toner, tinta, rollo Agfa, y pliegos de cartulina bristol, por el contrario dichas 
compañías han importado mercancías totalmente distintas como radiograbadoras, abanicos de 
pedestal, ollas arroceras, hornos microondas, televisores, videograbadoras, monitores para PC, 
planchas, estuches plásticos, ventiladores, calculadoras, memory stick, cargador de baterías, 
CD, DVD, radios, relojes, ropa, antenas, cámaras, estuches para CD, y DVD, lentes de sol, 
repuestos, telas teléfonos walkman, zapatillas, jackets para dama entre otros productos, es decir 
de naturaleza distinta al giro de los negocios de POLIGRÁFICA C.A. El penúltimo inciso del 
art. 66 de la Ley de Régimen Tributario Interno que dice a la letra: “En general, para tener 
derecho al crédito tributario el valor del impuesto deberá constar por separado en los respectivos 
comprobantes de venta, documentos de importación y comprobantes de retención”; también es 
aplicable lo dispuesto en el art. 10 de la Ley Ibídem; art. 145 del Reglamento de Aplicación a la 
Ley de Régimen Tributario Interno, respecto al crédito tributario. Los contribuyentes tienen de-
recho al crédito tributario por el Impuesto al Valor Agregado pagado en las adquisiciones de 
bienes y servicios necesarios para la producción y comercialización de bienes con tarifa 12% 
razón por la cual la Administración Tributaria consideró fundamental verificar el pago de las 
compras consignadas en sus declaraciones del IVA, y al no justificarse el pago de las compras 
que el contribuyente alega fueron efectuadas durante el año 2004 a las compañías antes 
mencionadas, el contribuyente tampoco justificó que se hubieran realizado el pago del IVA 
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generado por dichas compras, incumpliendo el transcrito artículo 66 de la Ley de Régimen 
Tributario Interno, el art. 145 del Reglamento de Aplicación de la Ley de Régimen Tributario 
Interno y el 17 del Código Tributario, consideró la Administración y lo ratifica la materia 
recurrida que el contribuyente no debió consignarse como crédito tributario en sus declaraciones 
del Impuesto al Valor Agregado, el valor generado por el referido impuesto, por lo que ratifica 
la glosa establecida en el Acta de Determinación Tributaria Nº RLSATRADD2008-005, 
correspondiente al crédito tributario no reconocido por IVA en compras de febrero a Diciembre 
del 2004. Que según la Ley Reformatoria para la Equidad Tributaria en el Ecuador publicada en 
el Tercer Suplemento del Registro Oficial Nº 242 de Diciembre 29 del 2007, en el Art. 2 se 
dispone que el art. 90 del Código Tributario se le agregue un inciso que dice: “La obligación 
tributaria así determinada causará un recargo del 20% sobre el principal”, esta disposición está 
vigente desde el 1º de enero del 2008 que establece el recargo del 20% en las diferencias 
establecidas por la Administración Tributaria en el pago del IVA. Que el Servicio de  Rentas 
Internas ha realizado un Acto de Determinación Tributaria por el ejercicio económico del 2004, 
y que por consiguiente no procede la aplicación de este recargo, por cuanto la ley no tiene efecto 
retroactivo. Que la Administración Tributaria acepta parcialmente el reclamo del contribuyente, 
al eliminar la glosa correspondiente al mes de enero del 2004, por haber transcurrido tres años 
desde la fecha de presentación de la Declaración del Impuesto al Valor Agregado, de enero del 
2004, y se ratifica la glosa por diferencias en IVA correspondientes de los meses de febrero a 
diciembre del 2004 por un monto de USD $ 128,627,57, por cuanto el actor no presenta ninguna 
prueba dentro del juicio de impugnación. Continúa manifestando que, el actor no ha 
comprobado procesalmente su impugnación, y el art. 82 del Código Tributario dispone que los 
actos administrativos tributarios gozan de las presunciones de legitimidad, ejecutoriedad y están 
llamados a cumplirse, por lo que el Tribunal Juzgador declara sin lugar la demanda de im-
pugnación. QUINTO.-Corresponde en consecuencia a esta Sala Especializada de la Corte 
Nacional de Justicia, examinarse la sentencia dictada por la Sala Juzgadora cumple con los 
requisitos que exige la normativa legal y jurisprudencia obligatoria que rige esta materia y que 
según el recurrente ha sido desoída por ella en su parte dispositiva. Al respecto cabe mencionar 
que el art. 68 del Código Tributario al referirse a la facultad determinadora de la Administración 
Pública Tributaria dice: “Facultad determinadora.- La determinación de la obligación tributaria, 
es el acto o conjunto de actos reglados realizados por la administración activa, tendientes a 
establecer, en cada caso particular la existencia del hecho generador, el sujeto obligado, la base 
imponible y la cuantía del tributo.- El ejercicio de esta facultad comprende: la verificación, 
complementación o enmienda de las declaraciones de los contribuyentes o responsables la 
composición del tributo correspondiente, cuando se advierta la existencia de hechos imponibles 
y la adopción de las medidas legales que se estime convenientes para esa determinación”. El art. 
91 del Código Tributario dice: “Forma Directa.-La determinación directa se hará sobre la base 
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de la declaración del propio sujeto pasivo, de su contabilidad o registros y más documentos que 
posea, así como de la información y otros datos que posea la administración tributaria en sus 
bases de datos, o los que arrojen sus sistemas informáticos por efecto del cruce de información, 
con los diferentes contribuyentes o responsables de tributos, con entidades del sector público u 
otras; así como de otros documentos que existan en poder de terceros, que tengan relación con 
la actividad gravada o con el hecho generador…..” El art. 93.- Determinación mixta.- 
Determinación mixta, es la que efectúa la administración a base de los datos requeridos por ella 
a los contribuyentes o responsables, quienes quedan vinculados por tales datos para todos los 
efectos.” Esta Sala entiende que en aplicación de estas normas legales es perfectamente legítimo 
que el Servicio de Rentas Internas haya emitido la glosa establecida en el Acta de 
Determinación Tributaria Nº RLS-ATRADD2008-005, correspondiente al crédito tributario no 
reconocido por IVA en compras de febrero a Diciembre del 2004. Para comprobar las 
aseveraciones de la Empresa la Administración Tributaria, procedió a emitir el 19 de junio del 
2006 el Oficio de la Inspección Contable Nº RLSATRRIC2006-0040 notificada el 23 del 
mismo mes y año, solicitando información. Se puede advertir que el contribuyente presentó los 
originales de los comprobantes de venta con sus respectivas retenciones en la fuente, como los 
originales de los comprobantes de egreso por cada pago o cheque realizado por las compras, 
pero no presentó los cheques originales, manifestando que habían sido destruidos. La 
Administración recurrió a los microfilms del banco y se pudo considerar que aun cuando los 
cheques fueron realizados para cancelar las compras hechas a los proveedores Horripit S.A., Im-
plicit S.A., Barbalace S.A., Texserv S.A., Dopresen S.A., Anguel S.A. y Dalkip S.A., solamente 
algunos tenían como beneficiario a dichos proveedores, y otros tenían como beneficiario al re-
presentante legal de la compañía POLIGRÁFICA C.A., el señor Luis Chonillo Castro. La Sala 
Juzgadora tomó en consideración todos estos documentos y los demás que conforman los autos 
y cumplió con todos los requisitos para la aplicación de normas legales que se apega a este caso. 
Ratifica la glosa por diferencias en IVA correspondientes de los meses de Febrero a Diciembre 
del 2004 por un monto de USD $ 128.627,57 y como el actor no presenta ninguna prueba dentro 
del juicio de impugnación, significa que no ha comprobado procesalmente su impugnación, por 
tanto es perfectamente válido y se debe aplicar lo que establece el art. 82 del Código Tributario, 
en relación a que los actos administrativos tributarios gozan de las presunciones de legitimidad 
y ejecutoriedad y están llamados a cumplirse. Se considera que no se ha configurado ninguna de 
las causales fundamentadas por el actor. SEXTO Respecto a la presunta aplicación retroactiva 
que se ha hecho en el Acta de Determinación No. RLS-ATRADD2008-0002 impugnada, según 
las regulaciones contenidas en el art. 2 de la Ley Reformatoria para la Equidad Tributaria en el 
Ecuador, publicada en el Registro Oficial No. 242 del 29 de diciembre del 2007, que reforma el 
art. 90 del Código Tributario que dice: agréguese un inciso final, con el siguiente texto: “La 
obligación tributaria así determinada causará un recargo del 20% sobre el principal”. La Sala de 
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lo Contencioso Tributario advierte que el proceso administrativo se inicia con la Orden de 
Determinación del 7 de  marzo del 2007, la Ley por tratarse de un impuesto anual entra en 
vigencia el 01 de enero del 2008, pero el período impositivo que se analiza y sobre el que se 
determina diferencias corresponde al ejercicio del año 2004, por lo que no cabe aplicar en forma 
retroactiva un recargo que rige para lo venidero, a partir de la vigencia de la Ley Reformatoria 
para la Equidad Tributaria en el Ecuador, como así lo ha establecido esta Sala en casos 
similares. SÉPTIMO:-El otro punto de casación que debe ser considerado, puesto que ha sido 
fundamentado por el recurrente es que se refiere a la apreciación y valoración de los medios 
probatorios por parte de la sentencia emitida por la Segunda Sala del Tribunal Distrital de lo 
Fiscal Nº 2 de Guayaquil, es decir aspectos estrictamente de evaluación de las circunstancias, 
antecedentes administrativos y documentos que rodearon el caso, las que unánime y 
reiteradamente en más de triple fallo se ha considerado, lo que constituye jurisprudencia 
obligatoria al tenor del art. 19 de la Ley de Casación, esta Sala Especializada de lo Contencioso 
Tributario de la Corte Nacional de Justicia, ha resuelto no es materia de pronunciamiento en 
casación, puesto que dicha apreciación de prueba corresponde privativamente a la Sala 
Juzgadora, dentro del más amplio criterio judicial o de equidad conforme a lo dispuesto en el 
art. 270 del Código Tributario en concordancia con el art. 119 del Código de Procedimiento 
Civil. Sin que sea menester entrar en más análisis, esta Sala Especializada, de la Corte Nacional, 
Administrando justicia, en nombre del pueblo soberano del Ecuador, y por autoridad de la 
Constitución y las leyes de la República, rechaza el recurso propuesto por el Gerente General y 
Representante Legal de POLIGRÁFICA C.A. Notifíquese, publíquese y devuélvase. F) Dr. José 
Suing Nagua; Dr. Gustavo Durango Vela y Dr. Javier Cordero Ordóñez. CONJUECES 
PERMANENTES. Certifico: F) Abg. Carmen Simone Lasso. SECRETARIA RELATORA. 
138-2010 / ACLARACIÓN: CORTE NACIONAL DE JUSTICIA. SALA DE LO 
CONTENCIOSO TRIBUTARIO.- Quito, a 12 de abril del 2011. Las 10h30. Vistos.-El abogado 
defensor de POLIGRÁFICA C.A. el 29 de marzo de 2011 solicita la aclaración de la sentencia 
de 24 de los mismos mes y año, dictada por esta Sala de lo Contencioso Tributario de la Corte 
Nacional de Justicia dentro del recurso de casación 138-2010. Se ha corrido traslado con este 
pedido a la Autoridad demandada, la que ha contestado mediante escrito de 4 de abril de 2011. 
Para resolver sobre este pedido, se considera: 1. En su solicitud de 29 de marzo de 2011, la 
Empresa actora pide, fundada en el art. 286 del Código de Procedimiento Civil, aclarar “el 
considerando quinto respecto de si se está (SIC) sentenciando de acuerdo a la realidad de los 
hechos esto es pagos efectuados por los accionistas (FUTURAS CAPITALIZACIONES) o se 
está (SIC) confundiendo con pagos que realiza la propia compañía (CUENTAS POR PAGAR) 
situación que en ningún momento ha sido objeto de impugnación o análisis y que en sentencias 
(SIC) se pretende aprobar)”. Así mismo, solicita se aclare “lo concerniente al recargo del 20%, 
ya que conforme al considerando sexto y que dicho de paso es correcto el análisis, se debería 
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resolver aceptando la casación en este aspecto”. 2. La Autoridad demandada, por su parte, en 
escrito de 4 de abril de 2011, manifiesta que la petición de la Empresa actora “no tiene 
fundamento ni asidero legal”; que “no explica en modo alguno qué tiene que ver tal argumento 
con alguno de los fundamentos en los que se basó la casación”; que con su petición, la Empresa 
pretenden “introducir argumentos jurídicos que nada tienen que ver con la valoración de la 
prueba”; y que respecto a la irretroactividad del recargo “mediante fallo de casación ya se 
estableció que el mismo no aplicaba por ende no cabe que ahora solicite aclaración de un 
punto que en el numeral sexto del fallo ya se ha resuelto”. 3. De conformidad con el art. 274 del 
Código Tributario, que es la norma aplicable a los procesos contencioso-tributarios como el de 
la especie, la aclaración tendrá lugar únicamente cuando la sentencia fuere oscura, y no en 
aquellos casos en los que el criterio que los jueces atribuyan a los hechos difiere de aquél que le 
otorga una de las partes procesales. Es así que respecto del primer punto en relación al cual se 
solicita la aclaración, esta Sala estima que el Considerando Quinto del fallo de 24 de marzo de 
2011 es suficientemente claro al señalar que la Segunda Sala del Tribunal Distrital de lo Fiscal 
No. 2 de Guayaquil, al apreciar la prueba, ha considerado todos los documentos aportados al 
proceso y ha cumplido “con todos los requisitos para la aplicación de normas legales que se 
apega a este caso”, indicando además que “el actor no presenta ninguna prueba dentro del 
juicio de impugnación”, lo cual “significa que no ha comprobado procesalmente su im-
pugnación”. En ningún momento la Sala de Casación ha hecho afirmaciones en torno a la natu-
raleza de los pagos hechos por la Empresa actora, pues este cometido es propio de la Sala de 
instancia al efectuar su tarea privativa de apreciación de la prueba; por lo que el pedido hecho 
por la Empresa actora, lo que busca es inducir a confusión a este Tribunal y obtener de él un 
pronunciamiento que ni fue objeto del recurso de casación, ni fue mencionado de modo alguno 
en el Considerando Quinto del fallo, ni puede ser topado en ninguna fase procesal por una sala 
de casación, por tratarse de un asunto concerniente a los hechos y no al derecho. Nada existe 
que aclarar en este punto. 4. En relación al segundo punto mencionado por la Empresa actora en 
su pedido, esta Sala encuentra que si bien efectivamente en el Considerando Sexto de la 
sentencia de 24 de marzo de 2011, ha reconocido como ya lo ha hecho en los recursos 310-2009 
y 391-2009, que el recargo del 20% sobre el principal no puede ser aplicado de modo 
retroactivo ni a determinaciones iniciadas con anterioridad a la entrada en vigencia de la Ley 
para la Equidad Tributaria del Ecuador, ni para ejercicios económicos previos a la expedición de 
esta norma, la parte resolutiva del fallo no es suficientemente clara en torno a este punto. En 
consecuencia, esta Sala aclara su fallo de 24 de marzo de 2011 en su parte decisoria, haciendo 
constar que si bien rechaza el recurso de casación propuesto por la Empresa accionante, al 
reconocer en el Considerando Sexto la irretroactividad del recargo, ha dejado sin efecto la 
Resolución impugnada Número. 109012008RREC008220, únicamente en la parte específica en 
que aplica de forma retroactiva el recargo. En este sentido queda aclarado el fallo de 24 de 
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marzo de 2011. Notifíquese, devuélvase. F) Dr. José Suing Nagua; Dr. Gustavo Durango Vela y 
Dr. Javier Cordero Ordóñez. CONJUECES PERMANENTES. Certifico: F) Abg. Carmen 
Simone Lasso. SECRETARIA RELATORA 
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Anexo 4: FALLO DE TRIPLE REITERACIÓN: 
 
EL RECARGO DEL 20% A LA OBLIGACIÓN TRIBUTARIA QUE SE APLICA 
CUANDO EL SUJETO ACTIVO EJERCE SU FACULTAD DETERMINADORA: 
- ES DE NATURALEZA SANCIONATORIA 
- NO TIENE EFECTO RETROACTIVO 
Resolución de 4 de mayo de 2011 
Registro Oficial No. 471 de 16 de junio de 2011 
 
LA CORTE NACIONAL DE JUSTICIA 
CONSIDERANDO: 
Que el artículo 184 número 2 de la Constitución de la República del Ecuador, publicada en el 
Registro Oficial 449 de 20 de octubre del 2008, determina que: “Serán funciones de la Corte 
Nacional de Justicia, además de las determinadas en la ley, las siguientes: (…) 2. Desarrollar el sistema 
de precedentes jurisprudenciales fundamentado en los fallos de triple reiteración (…)”; 
Que el artículo 185 de la propia Constitución, dispone que: “Las sentencias emitidas por las salas 
especializadas de la Corte Nacional de Justicia que reiteren por tres ocasiones la misma opinión sobre 
un mismo punto, obligarán a remitir el fallo al pleno de la Corte a fin de que ésta delibere y decida en el 
plazo de hasta sesenta días sobre su conformidad. Si en dicho plazo no se pronuncia, o si ratifica el 
criterio, esta opinión constituirá jurisprudencia obligatoria (…)”; 
Que el artículo 180 número 2 del Código Orgánico de la Función Judicial, publicado en el 
Registro Oficial número 544 de 9 de marzo del 2009, establece que: “Al Pleno de la Corte 
Nacional de Justicia le corresponde: (…) 2. Desarrollar el sistema de precedentes jurisprudenciales, 
fundamentado en los fallos de triple reiteración”; 
Que los incisos primero, segundo y cuarto del artículo 182 del Código antes citado, disponen 
que: “Las sentencias emitidas por las salas especializadas de la Corte Nacional de Justicia que reiteren 
por tres ocasiones la misma opinión sobre un mismo punto de derecho, obligarán a remitir los fallos al 
Pleno de la Corte a fin de que éste delibere y decida en el plazo de sesenta días sobre su conformidad. Si 
en dicho plazo no se pronuncia, o si ratifica el criterio, esta opinión constituirá jurisprudencia 
obligatoria.- La resolución mediante la cual se declare la existencia de un precedente jurisprudencial 
contendrá únicamente el punto de derecho respecto del cual se ha producido la triple… 2 reiteración, el 
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señalamiento de la fecha de los fallos y los datos de identificación del proceso; se publicará en el 
Registro Oficial a fin de que tenga efecto generalmente obligatorio (…)”. 
Que el artículo 2 número 5 de la Resolución de carácter general emitida por el Pleno de la Corte 
Nacional de Justicia publicada en el Registro Oficial 572 de 17 de abril de 2009, establece que: 
“(…) Cuando una Sala de la Corte Nacional o el Departamento de Procesamiento de Jurisprudencia 
establezcan la existencia de fallos de triple reiteración sobre un mismo punto de derecho, lo comunicarán 
inmediatamente, a través de su Presidente o Director, respectivamente, al Pleno de la Corte Nacional, 
para que en el plazo de sesenta días, conozca y decida sobre su conformidad. Si en dicho plazo no se 
pronuncia, o si ratifica el criterio, esta opinión constituirá jurisprudencia obligatoria (…)”. 
Que la Sala de lo Contencioso Tributario de la Corte Nacional de Justicia, en cumplimiento de 
sus facultades jurisdiccionales, ha emitido las siguientes sentencias: 1) Sentencia 391-2009 de 9 
de agosto de 2010, dictada dentro del juicio de impugnación 1077-09, seguido por la compañía 
Terminal Aeroportuaria de Guayaquil S. A. TAGSA en contra del Director Regional del Litoral 
Sur del Servicio de Rentas Internas; 2) Sentencia 310-2009 de 30 de agosto de 2010, dictada 
dentro del juicio de impugnación 23-08, seguido por Franco Andrés Machado Paladines en 
contra de la Directora Regional del Sur del Servicio de Rentas Internas; y 3) Sentencia 138-
2010 de 24 de marzo de 2011, dictada dentro del juicio de impugnación Nº 1047-2009 
propuesto por POLIGRÁFICA C.A. en contra del Director Regional del Servicio de Rentas 
Internas del Litoral Sur y del Director General del Servicio de Rentas Internas; 
Que la Sala de lo Contencioso Tributario de la Corte Nacional de Justicia ha emitido un fallo de 
triple reiteración en el que se mantiene el criterio de que el recargo del 20% sobre el principal 
que se aplica en aquellos casos en que el sujeto activo ejerce su potestad determinadora de 
forma directa, tiene una naturaleza sancionatoria, pues, procura disuadir el incumplimiento de 
las obligaciones por parte del contribuyente; y que al tratarse de una sanción, deben aplicarse las 
normas que sobre la irretroactividad de la ley penal contienen la Constitución, el Código 
Tributario y el Código Penal, así como las normas sobre la irretroactividad de la ley tributaria, 
que de modo absoluto mandan que las sanciones rigen para lo venidero, es decir, a partir de su 
vigencia; y, 
Que, sobre las resoluciones señaladas, la Sala de lo Contencioso Tributario de la Corte Nacional 
de Justicia ha remitido al Pleno informe debidamente motivado; 
 
RESUELVE: 
Artículo 1: Confirmar el criterio expuesto por la Sala de lo Contencioso Tributario de la Corte 
Nacional de Justicia y aprobar el Informe elaborado por dicha Sala, y en consecuencia, declarar 
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la existencia del siguiente precedente jurisprudencial obligatorio, por la triple reiteración de 
fallos sobre un mismo punto de derecho: 
PRIMERO: El recargo del 20% sobre el principal que se aplica en aquellos casos en que el 
sujeto activo ejerce su potestad determinadora de forma directa, incorporado en el… 3 segundo 
inciso del art. 90 del Código Tributario por el art. 2 del Decreto Legislativo No. 000, publicado 
en Registro Oficial Suplemento 242 de 29 de Diciembre del 2007, tiene una naturaleza 
sancionatoria, pues, procura disuadir el incumplimiento de las obligaciones por parte del 
contribuyente. Al constituir el recargo del 20% sobre el principal una sanción, deben aplicársele 
las normas que sobre la irretroactividad de la ley penal contienen la Constitución, el Código 
Tributario y el Código Penal, así como las normas sobre la irretroactividad de la ley tributaria, 
que mandan que las sanciones rigen para lo venidero, es decir, a partir de su vigencia. En 
consecuencia, no cabe que se aplique el recargo del 20% a las determinaciones iniciadas con 
anterioridad a la entrada en vigencia de la reforma, esto es, al 29 de diciembre de 2007, como 
tampoco cabe que se lo aplique a las determinaciones iniciadas con posterioridad a esa fecha, 
pero que se refieran a ejercicios económicos anteriores al 2008. 
Artículo 2: Disponer que la Secretaría General de la Corte Nacional de Justicia remita copias 
certificadas de la presente Resolución al Departamento de Procesamiento de Jurisprudencia, 
para su sistematización; y, al Registro Oficial, la Gaceta Judicial y la página web institucional, 
para su inmediata publicación. 
Esta Resolución tendrá efectos generales y obligatorios, inclusive para la propia Corte Nacional 
de Justicia, sin perjuicio del cambio de criterio jurisprudencial que habrá de operar en la forma y 
modo determinados en el segundo inciso del art. 185 de la Constitución de la República. 
Dado en la ciudad de Quito, Distrito Metropolitano, en el Salón de Sesiones de la Corte 
Nacional de Justicia, a los cuatro días del mes de mayo del año dos mil once. 
Dr. Carlos Ramírez Romero, PRESIDENTE, Dr. Rubén Bravo Moreno, Dr. Hernán Ulloa 
Parada, Dr. Carlos Espinosa Segovia, Dr. Manuel Sánchez Zuraty, Dr. Alonso Flores Heredia, 
Dr. Gastón Ríos Vera, Dr. Manuel Yépez Andrade, Dr. Luis Moyano Alarcón, Dr. Milton 
Peñarreta Álvarez, Dr. Ramiro Serrano Valarezo, Dr. Jorge Pallares Rivera, Dr. Galo Martínez 
Pinto, Dr. Freddy Ordóñez Bermeo, JUECES NACIONALES; Dr. José Suing Nagua, Dr. Luis 
Quiroz Erazo, Dr. Felipe Granda Aguilar, Dr. Luis Pacheco Jaramillo, Dr. Gustavo Durango 
Vela, Dr. Javier Cordero Ordóñez, Dr. Clotario Salinas Montaño, CONJUECES 
PERMANENTES. 
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Anexo 5: SENTENCIA Nº 008-12-SIN-CC 
 
Quito, D. M., 10 de abril del 2012  
SENTENCIA Nº 008-12-SIN-CC   
CASO Nº 0019-10-IN   
CORTE CONSTITUCIONAL PARA EL PERIODO DE TRANSICIÓN  
Juez constitucional sustanciador: Dr. Manuel Viteri Olvera  
I. ANTECEDENTES   
Resumen de admisibilidad   
La presente acción de inconstitucionalidad de acto normativo fue presentada por Luis Javier 
Bustos Aguilar ante la Corte Constitucional, para el período de transición, el día miércoles 28 de 
abril del 2010.  La Sala de Admisión, el 07 de julio del 2010, avocó conocimiento de la causa 
Nº 0019-10-IN, y en virtud del sorteo correspondiente fue designado juez sustanciador el Dr. 
Manuel Viteri Olvera.   
Detalle de la demanda   
Luis Javier Bustos Aguilar presenta acción pública de inconstitucionalidad por el fondo, 
respecto del inciso final del artículo 90 del Código Tributario, por considerarlo  contrario a los 
principios constitucionales tributarios contenidos en el artículo 300 de la Constitución de la 
República, dado que la disposición demandada no hace ninguna distinción objetiva y racional 
de los casos en que  procede el recargo del 20%,sobre la obligación principal, lo que significa: 
“a) De un lado, la aplicación del recargo cuando la administración revisa, establece y determina las 
declaraciones de los contribuyentes, esta a su vez establece un mayor impuesto a pagar; y, b) Dicho 
recargo por aplicación de lo previsto en dicha norma debe cobrarse también en aquellos tributos cuya 
determinación no la efectúa el sujeto pasivo, sino que es realizada directamente por la Administración, 
sin participación del contribuyente”.   
Indica el recurrente que la doctrina se ha pronunciado sobre la determinación, y según Villegas 
la determinación es un acto o conjunto de actos dirigidos a precisar en cada caso si existe una 
deuda tributaria, quién es el obligado a pagar el tributo al fisco y cuál es el importe de la deuda, 
de lo cual claramente se desprende que la determinación tributaria puede estar integrada solo 
por un acto del obligado o de la administración (determinación del sujeto activo).  
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De igual manera, la determinación o el administrado no hacen otra cosa que verificar o 
reconocer que un hecho imponible ocurrió y en base a ello se debe pagar la cuantía fijada en la 
Ley.  
El mismo autor explica sobre la determinación de oficio, como una facultad de la 
administración, y establece que: a) procede cuando dicho procedimiento está expresamente 
establecido por la Ley; b) procede cuando el sujeto pasivo no presenta la declaración jurada 
correspondiente en los supuestos en que está obligado a hacerlo, o cuando en los casos de 
determinación mixta el sujeto pasivo no aporta los datos que le pide el fisco; y, c) procede 
cuando la declaración que presenta el sujeto pasivo o los datos que denuncia son impugnados.  
Contestación a la demanda   
El Dr. Néstor Arboleda Terán, director nacional de Patrocinio, delegado del Procurador General 
del Estado, (a la fecha de su comparecencia), contesta la demanda y entre otras cosas indica que 
el inciso final del artículo 1 del Código Tributario establece que se entenderán por tributos los 
impuestos, tasas y las contribuciones especiales o de mejora.  
El recargo, por tanto, no es un impuesto, como sostiene el accionante en base a la doctrina que 
cita. Recargo es la “Cantidad o tanto por ciento en que se incrementa la deuda, por lo general 
a causa del retraso en un pago”. En otras palabras, el recargo es el costo que ocasiona a la 
administración tributaria el cálculo de la base imponible y la cuantía del tributo, derivado del 
incumplimiento del sujeto pasivo por deficiencias en su declaración, falta de declaración o falta 
de pago de la obligación tributaria en el lugar y tiempo oportunos, que debe asumirlo el 
contribuyente, por disposición de la Ley.  
El Código Tributario, en su artículo 323, especifica las sanciones y penas a las infracciones 
tributarias, que se aplicarán sin perjuicio del cobro de los correspondientes tributos y de los 
intereses de mora desde la fecha en que se causaron las obligaciones tributarias.  
El recargo establecido en el artículo 90 del Código Tributario, como se mencionó anteriormente, 
es el costo que genera a la administración el ejercicio de la facultad determinadora, imputable al 
sujeto pasivo, no es una sanción. Por lo expuesto, al no existir inconstitucionalidad, solicita que 
se rechace la demanda.   
El arquitecto Fernando Cordero Cueva, en su condición de presidente de la Asamblea Nacional, 
y como tal representante legal, judicial y extrajudicial, contesta la demanda manifestando que en 
el presente caso no se está analizando sobre un tributo, sea este impuesto, tasa o contribuciones 
especiales o de mejora. Se está tratando sobre la facultad de determinación que tiene la 
administración tributaria, sea este el Servicio de Rentas Internas, la Corporación Aduanera 
Ecuatoriana o los respectivos ayuntamientos o municipios; por lo mismo, esta facultad 
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determinadora que solo la pueden ejercer dichas instancias no se refieren a la creación del 
tributo que debe tener en mención lo referente a los principios tributarios constitucionales, sino 
al control que realizan, ya sea directa o presuntivamente. No hay que olvidar que una de las 
obligaciones de todos los ciudadanos, conforme lo determinado en el artículo 83 numeral 15 de 
la Constitución de la República y el Código Tributario en sus artículos 68, 70 y 90, es la de 
cooperar con el Estado y la comunidad en la seguridad social, y pagar los tributos establecidos 
en la ley. Ante la evidente falta de sustento jurídico, solicita que se deseche la demanda por 
improcedente e infundada.   
El Dr. Alexis Mera Giler, secretario nacional jurídico, abogado patrocinador del señor 
presidente constitucional de la república, contesta la demanda en los siguientes términos: Según 
el actor la norma del artículo 90 del Código Tributario viola principios constitucionales de 
equidad y generalidad, ya que por el solo hecho de que el impuesto sea determinado por la 
propia administración, debe agregarse un 20% de recargo, sin que haya existido un 
comportamiento antijurídico por el cual deba soportar dicho cargo.  
La facultad determinadora, en estricto sentido, es la que realiza la propia Administración 
Tributaria sobre la base de la declaración del sujeto pasivo (artículo 91 CT) y comprende la 
verificación, complementación o enmienda de las declaraciones de los contribuyentes (artículo 
68 CT). Es decir, para que la Administración Tributaria ejerza la potestad determinadora, debe 
necesariamente haber procedido la determinación del propio contribuyente y su declaración, o 
por lo menos la obligación de determinar sus obligaciones tributarias y de presentar las 
respectivas declaraciones (aun cuando haya incumplido con esta obligación), ya que toda 
administración tributaria ejerce su facultad determinadora sobre la base de las declaraciones del 
sujeto pasivo, pero resulta que hay casos en los que la ley ha relevado al contribuyente del deber 
de determinar la obligación tributaria, y de presentar la respectiva declaración, dejando dicha 
atribución en manos de la propia administración. Por lo expuesto, solicita que se deseche la 
demanda y se ratifique la constitucionalidad del artículo 90 del Código Tributario, y en especial 
el recargo del 20% que se aplica cuando la Administración Tributaria ejerce su facultad 
determinadora.   
El legitimado activo  
Luis Javier Bustos Aguilar ha comparecido a ejercer la acción de inconstitucionalidad que 
motiva este expediente y solicita que se declare la inconstitucionalidad de fondo respecto del 
inciso final del artículo 90 del Código Tributario, por considerar que es contrario a los 
principios constitucionales tributarios contenidos en el artículo 300 de la Constitución de la 
República, por cuanto la misma no hace ninguna distinción objetiva y racional de los casos en 
que procede el recargo del 20%; esto que significa: a) por un lado, la aplicación del recargo 
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cuando la administración revisa, establece y determina las declaraciones de los contribuyentes, 
esta a su vez establece un mayor impuesto a pagar; y, b) dicho recargo, por aplicación de lo 
previsto en dicha norma, debe cobrarse también en aquellos tributos cuya determinación no la 
efectúa el sujeto pasivo, sino que es realizada directamente por la administración, sin 
participación del contribuyente.  
La norma que es materia de la acción de inconstitucionalidad  
El legitimado activo alega la inconstitucionalidad de fondo respecto del inciso final del artículo 
90 del Código Tributario, por ser contrario a los principios constitucionales tributarios 
contenidos en el artículo 300 de la Constitución de la República.  
Las normas constitucionales que se afirman vulneradas por parte del legitimado activo  
Alega el demandante que el contenido de la norma cuya inconstitucionalidad solicita, vulnera el 
artículo 300 de la Constitución de la República, que establece el principio de equidad por 
recargo tributario; asimismo, el recargo no se ha incluido en la enumeración taxativa de las 
sanciones establecidas en el artículo 323 del Código Tributario. El gravamen adicional del 20% 
es una verdadera sanción que se encubre formalmente bajo la figura del “recargo”; bajo esta 
realidad, la forma de operar de esta sanción es “automática”, por lo que se estaría inobservando 
el procedimiento determinado para la sanción de contravenciones previsto en el artículo 363 del 
Código Tributario.  
Pretensión concreta  
El demandante expresa que “…con los fundamentos señalados que demuestran la 
incompatibilidad del recargo de un 20% sobre el impuesto con el artículo 300 de la 
Constitución que protege los principios tributarios básicos de un Estado de Derecho, y siendo 
que dicho recargo es en efecto una SANCIÓN, demandamos que se declare la 
INCONSTITUCIONALIDAD POR EL FONDO del inciso final del artículo 90 del Código 
Tributario”. 
II. CONSIDERACIONES Y FUNDAMENTOS DE LA CORTE CONSTITUCIONAL  
Competencia de la Corte Constitucional  
La Corte Constitucional, para el periodo de transición, es competente para conocer y resolver la 
presente causa, de conformidad con lo previsto en los artículos 429 y 436, numeral 2 de la 
Constitución de la República; artículos 75, numeral 1, literal d y 136 de la Ley Orgánica de 
Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, y artículo 3, numeral 2, literal d del 
Reglamento de Sustanciación de Procesos de Competencia de la Corte Constitucional.   
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Finalidad del acto de control abstracto de constitucionalidad   
La primera parte del artículo 429 de la Constitución de la República dice que la Corte 
Constitucional es el máximo órgano de control, interpretación constitucional y de 
administración de justicia en esta materia.  
La Constitución de la República, como estatuto de legislación superior, a diferencia de 
anteriores, contiene órganos de control efectivo de los derechos de las personas que ella 
consagra. Sin duda, tales son: los jueces y tribunales encargados de conocer y resolver las 
acciones que la Constitución les asigna, y la Corte Constitucional que ejerce el control supremo 
sobre las decisiones de aquellos, conoce y resuelve las acciones que la misma Constitución le 
confiere, entre otras las determinadas en el artículo 436.   
Concordante con los preceptos constitucionales, la norma del artículo 74 de la Ley Orgánica de 
Garantías Jurisdiccionales expresa: “El control abstracto de constitucionalidad tiene como finalidad 
garantizar la unidad y coherencia del ordenamiento jurídico a través de la identificación y la eliminación 
de las incompatibilidades normativas, por razones de fondo o de forma, entre las normas 
constitucionales y las demás disposiciones que integran el sistema jurídico”.  
El sistema jurídico del país demanda la existencia de armonía plena entre las normas que lo 
integran, considerando el orden jerárquico que la Constitución establece.   
Análisis de la norma objeto de la acción de inconstitucionalidad  
Dentro del marco constitucional se aprecia que la demanda de inconstitucionalidad en contra del 
inciso final del artículo 90 del Código Tributario, no contraría los mandatos constitucionales. En 
efecto, el principio de generalidad se basa en que la norma jurídica no hace discriminación 
alguna; el recargo establecido en el artículo 90 cumple con este precepto, ya que su peso recae 
sobre todas las personas que se encuentren en igualdad de condiciones previstas en la norma 
jurídica, esto es, que se aplica para todos aquellos que por omisión de su obligación tributaria 
han motivado a que la administración tributaria ejerza su facultad determinadora. En el presente 
caso, no se está analizando sobre un tributo, sea este impuesto, tasa o contribuciones especiales 
o de mejora; se está tratando sobre la facultad de determinación que tiene la administración 
tributaria, sea este el Servicio de Rentas Internas, Corporación Aduanera Ecuatoriana o los 
Municipios.  
El recargo introducido en el artículo 90 del Código Tributario, tiene una naturaleza 
indemnizatoria, disuasiva y resarcitoria, que persigue impulsar al sujeto pasivo a que liquide sus 
impuestos conforme a la ley, y de no ser el caso, indemnizar a la administración pública por el 
costo en el que incurre por llevar a cabo el proceso determinativo, por el cual se establece un 
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mayor impuesto a pagar a favor del fisco; el recargo tiene lugar cuando existe un perjuicio o 
retraso en un pago, es decir, tiene relación directa con la obligación adeudada. La ley se 
presume que es conocida por todos, por tanto el contribuyente conoce los plazos para declarar 
sus obligaciones tributarias; y si no lo hace, aquello le va a generar el pago de intereses y 
multas. Por lo tanto, no hace falta resolución previa para establecer que el infractor ha violado la 
ley; si el sujeto pasivo no está de acuerdo con la sanción impuesta o con la determinación con 
sanción, puede ejercer los recursos administrativos y judiciales que considere pertinentes.  
III. DECISIÓN  
En mérito de lo expuesto, administrando justicia constitucional y por mandato de la 
Constitución de la República del Ecuador, el Pleno de la Corte Constitucional, para el período 
de transición, expide la siguiente:   
SENTENCIA  
1. Negar la demanda de inconstitucionalidad formulada por el accionante Luis Javier Bustos 
Aguilar.    
2. Notifíquese, publíquese y cúmplase.   
f.) Dr. Patricio Pazmiño Freire, Presidente.  
f.) Dra. Marcia Ramos Benalcázar, Secretaria General.   
Razón: Siento por tal, que la sentencia que antecede fue aprobada por el Pleno de la Corte 
Constitucional, para el período de transición, con nueve votos de los doctores: Roberto Bhrunis 
Lemarie, Patricio Herrera Betancourt, Alfonso Luz Yunes, Hernando Morales Vinueza, Ruth 
Seni Pinoargote, Nina Pacari Vega, Manuel Viteri Olvera, Edgar Zárate Zárate y Patricio 
Pazmiño Freire, en sesión extraordinaria del 10 de abril del 2012.  
Lo certifico.  
f.) Dra. Marcia Ramos Benalcázar, Secretaria General. 
 
